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I . TRATADOS INTERNACIONALES. APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN 
POR LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES. 
A ) Tratados multilaterales. 
1. 1) Propiedad industrial. Como ya se ha indicado en 
anteriores crónicas, este es, con mucho, el sector que registra 
mayor número de decisiones de los tribunales españoles en el 
* Las decisiones judiciales se recogen en esta crónica en orden sistemático y 
corresponden al Tribunal Supremo (T.S.), Audiencias Territoriales (Aud. Territ.), en 
materia civil (Civ.) y contencioso-administrativa (C.A.), Audiencias Provinciales (Aud. 
Prov.) y Tribunal Central de Trabajo (T.C.T.). Asimismo, se recogen las resoluciones 
de la Dirección General de los Registros y del Notario (D.G.R.N.). Los textos de 
las decisiones se contienen en las colecciones siguientes: 1) T.S.: Aranzadi, Reper-
torio de Jurisprudencia (Aranzadi, Rep. Jurispr.); 2) Aud. Territ. Civ.: Revista Ge-
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período 1975-1976 y la razón de ello deriva del propio Esta-
tuto de la Propiedad Industrial (aprobado por el R. Decreto-
ley de 26 de julio de 1929). En efecto, este texto legal contiene 
en sus distintos títulos y con relación a los diferentes aspectos 
de la propiedad industrial, numerosas «cláusulas especiales» 
de recepción de las normas convencionales internacionales en 
el Ordenamiento español (Cf. en Tit. I I , patentes, los arts. 51, 
71 y 83; Tit. I I I , marcas, los arts. 121, 132, 133 y 134; Tit. IV, 
modelos y dibujos, arts. 168 y 175; y en el Tit. V, nombres 
comerciales y rótulos, el art. 197). Este hecho, aparece expre-
samente recogido en la Sent. T. S. (Sala 3.a) de 4 de noviembre 
de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Jaime Rodríguez Hermida) 
al afirmar en su 2.° Cdo. que 
«...con anterioridad a la resolución de la problemática aludida —si la 
marca «Philadelphia» cae o no bajo la prohibición contenida en el art. 124 
num. 6 del Estatuto—, la Sala ha de hacer constar que al Registro de la 
Propiedad industrial le afectan, en diversos aspectos, normas de Derecho 
Internacional, fijadas en acuerdos o convenciones de este carácter, en el 
caso enjuiciado, el Convenio (París) de 20 de marzo de 1883...» (Aranzadi, 
Rep. Jurispr., 1976, núm. 4.755.) 
cuyo art. 6, ap. A se transcribe. Por consiguiente, normativa 
interna y normativa internacional, conjuntamente, determinan 
jurídicamente el obrar del Registro; y las normas contenidas 
en los convenios internacionales sobre propiedad industrial 
deben ser aplicadas por este órgano de la Administración 
española pues, en otro caso, el Estado español incurriría en 
responsabilidad internacional. Este último extremo se señala 
expresamente en la Sent. T. S. (Sala 3.a) de 9 de diciembre 
de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Nicolás Gómez de Enterría 
Gutiérrez), donde en relación con el art. 8 del Convenio ge-
neral de la Unión, hecho en París el 20 de marzo de 1883 
(texto revisado en La Haya el 6 de noviembre de 1925) se 
establece que si un nombre comercial francés, 
«...está protegido en Francia, de igual protección debe gozar en España, 
sin sometimiento a los requisitos de carácter interno exigidos por la legis-
lación española, como dieron a entender, entre otras sentencias, las de 
19 de diciembre de 1969 y 12 de marzo de 1970, porque apreciarlo de 
otro modo, sería tanto como incumplir un Tratado internacional ratificado 
convenientemente; argumentación que es suficiente para tener por ajus-
tado a Derecho el acto administrativo...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, 
núm. 5.770.) 
neral de Derecho (R.G.D.); 3) Aud. Territ. C.A.: Edersa, Jurisdicción contencioso-
administrativa (Edersa, Jurisd C.A.); 4) Aud. Prov.: M.° de Justicia, Sentencias en 
apelación de las Audiencias Provinciales en materia civil y penal (Sentencias en ape-
lación); 5) T.C.T.: Aranzadi, Repertorio de Sentencias del Tribunal Central de Tra-
bajo (Aranzadi, Rep. Jurispr., T.C.T.). 
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2. El primero de los datos indicados quizás explique que, 
como en otras ocasiones se ha dicho, diversas decisiones dic-
tadas por la Sala 3.a del T. S. en este período sólo aludan, de 
forma genérica, a esta normatividad internacional, sin pre-
cisar en modo alguno a cuál de los convenios sobre propiedad 
industrial se refiere, ya se trate del constitutivo de la «Unión 
general» o de una de las cinco «Uniones particulares o res-
tringidas», ni tampoco al lugar y fecha de sus sucesivas revi-
siones. Tal es el caso de la Sents. T. S. (Sala 3.a) de 24 de 
marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. César Contreras Due-
ñas); Aranzadi, Rep. Jurisp. 1975, núm. 1.383); de 6 de marzo 
de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Fernando Roldan Martínez; 
Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.108) que se refiere al 
art. 134 del Estatuto y alude, genéricamente, al registro de 
marcas «en cumplimiento de lo establecido en los tratados 
internacionales de los que España fue signataria»; de 21 de 
octubre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Rafael de Mendi-
zábal y Allende; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 3.815), que 
en relación con las condiciones de eficacia en España de un 
documento extranjero, redactado en francés, alude al «régimen 
jurídico internacional de la Unión» y, asimismo, en la de 
30 de junio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Francisco Pera 
Verdaguer; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.985), que se 
refiere a los acuerdos internacionales vinculantes en España 
«en materia de propiedad industrial». 
3. En relación con el Convenio de París para la protección 
de la propiedad industrial, de 20 de marzo de 1883 (Convenio 
constitutivo de la «Unión general», revisado en Bruselas el 
14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911, 
en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de 
junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958 y en Esto-
colmo el 14 de julio de 1967), se registran las siguientes deci-
siones en este período: 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 6 de febrero de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fernando Roldan Martínez). Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 345. 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio, en relación con el 197 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de I F de abril de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
L. Rafael Mendizábal y Allende). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.481. 
Texto aplicado: art. 2° del Convenio, texto revisado en Londres, 1934, 
afirmándose que «...las diversas modalidades de la propiedad industrial pue-
en clasificarse según su país de origen, en nacionales (sometidas exclusi-
vamente a la regulación del Estatuto), extranjeras (regidas mediante tra-
tados específicos y, en su defecto, el principio de reciprocidad con arreglo 
al art. 133 de aquél) e internacionales o quizás más exactamente «multi-
nacionales», que son aquellas cuya protección se instrumenta a través de 
los correspondientes convenios y se produce dentro del ámbito de la 
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«Unión» por antonomasia, como refleja, ad exemplum el art. 134 respecto 
de las marcas...» 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 13 de febrero de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fernando Roldan Martínez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 469. 
Texto aplicado; art. 8 del Convenio, en relación con el 197 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3°) de 16 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Diego Espín Cánovas). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 2.039. Texto 
aplicado: arts. 2 y 8 del Convenio, en relación con el 197 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3°) de 30 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Rafael de Mendizábal y Allende). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975 núm. 
2.310. Texto aplicado: art. 8 del Convenio, ne relación con el 124 del 
Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 16 de octubre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Enrique Jiménez Asenjo). Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 3.478. 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio, revisado en La Haya, 1925, en rela-
ción con el art. 124 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 6 de diciembre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Rafael de Mendizábal y Allende). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, nú-
mero 2.639. Texto aplicado: art. 6 del Convenio, en relación con los 
arts. 6 y 149 del Estatuto, afirmándose que la presentación del certificado 
de origen, exigencia prevista en el art. 6 del Estatuto, no es «...contra-
dictoria —en principio— respecto del art. 6.° del Convenio de París de 
1883 según la versión actual después de sucesivas modificaciones (la última 
el año 1934, en Londres), pues en él queda expresamente prevista la po-
sibilidad de que la establezca cada uno de los países miembros de la 
Unión...» 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 28 de febrero de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Enrique Amat Casado). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 850. Texto 
aplicado: art. 8 del Convenio, en relación con el 124 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 11 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fernando Roldan Martínez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 1.401. 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio, en relación con el 197 del Estatuto. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 7 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. César Contreras Dueñas). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.051. 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio, en relación con el 124 del Estatuto. 
4. Respecto del Arreglo relativo al registro internacional 
de las marcas de fábrica o de comercio, de 14 de abril de 1891 
(revisado en Bruselas, el 14 de diciembre de 1900, en Washing-
ton el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 
1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Niza el 15 de junio 
de 1957 y en Estocolmo el 14 de julio de 1967) que constituye 
una de las Uniones particulares o restringidas en materia de 
marcas, en el período estudiado se registran las siguientes 
decisiones, bien aplicando exclusivamente el citado arreglo de 
1891, en sus distintas revisiones, bien esté en relación con el 
Convenio constitutivo de la Unión general: 
— Sent T.S. (Sala 3.a) de 26 de febrero de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Rafael de Mendizábal y Allende). Aranzadi, Rep. Jurispr. 1915, núm. 953. 
Texto aplicado: art. 9, 2.° del arreglo de Madrid. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 3 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Enrique Jiménez Asenjo). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.039. 
Texto aplicado: art. 5 del arreglo de Madrid. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 10 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Diego Espín Cánovas). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.162. Texto 
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aplicado: art. 5.° del arreglo de Madrid, en relación con el 134 del Estatuto, 
y referencia «demás normas internacionales aplicables al caso». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 15 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Isidro Pérez Frade). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.298. La sen-
tencia afirma, en relación con la coexistencia de dos marcas, en otros países, 
que ello no tiene relevancia en el Registro español, pues «...ni el acuerdo 
de Madrid de 14 de abril de 1891, revisado en Niza en 1957, ni Convenio 
alguno, lo estipula...». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 1 de julio de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Enrique Amat Casado). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 3.204. Textos 
aplicados: art. 5 del Arreglo de Madrid, en relación con el art. 6 del 
Convenio de la Unión general, de París. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 30 de octubre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Isidro Pérez Frade). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 3.902. Textos 
aplicados: art. 5 del Arreglo de Madrid en relación con los arts. 2 y 6 del 
Convenio general de la Unión. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 17 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Isidro Pérez Frade). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 4.332. Tex-
tos aplicados: art. 5 del Arreglo de Madrid en relación con el art. 6 del 
Convenio de la Unión general, de París. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 16 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Enrique Amat Casado). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 1.142. Texto 
aplicado: art. 5 del Arreglo de Madrid «revisado en 2 de junio de 1934». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 23 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Nicolás Gómez de Enterría y Gutiérrez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, 
núm. 1.460. En la sentencia se afirma que «...no cabe examinar ahora la 
cuestión nueva relativa al alcance del art. 5, núms. 1 y 5, del Acuerdo de 
Madrid de 14 de abril de 1891, sobre registro internacional de marcas, re-
visado en Niza el 15 de junio de 1957 y vigente en España desde el 15 
diciembre de 1966...». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 7 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fernando Roldan Martínez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 1.986. 
Texto aplicado: art. 5 del «Acuerdo internacional de Madrid de 14 de abril 
de 1891, según el texto revisado en Londres el 2 de junio de 1934, al 
que se adhirió España...». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 14 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Diego Espín Cánovas). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.261. Texto 
aplicado: art. 5, 2° del «Arreglo de Madrid, revisado en Londres el 2 de 
junio de 1934, vigente en la actualidad...». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 3 de junio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Isidro Pérez Frade). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.648. Texto 
aplicado: art. 5 del «Convenio internacional de 15 de junio de 1957, dic-
tado con el fin de proporcionar a los solicitantes de las marcas internacio-
nales el mínimo de seguridad necesario en el tráfico mercantil...». 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 30 de junio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Francisco Pera Verdaguer). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.985. 
La sentencia alude, in genere, a los «acuerdos internacionales vinculantes 
en España» pero en función del plazo de un año considerado, se refiere, 
en particular, al Arreglo de Madrid de 1891, art. 5. 
— Sent. Aud. Territ. Madrid (Sala 3.a) de 15 de octubre de 1975 (Po-
nente: Sr. Díaz Eimil). Edersa, Jurisd. C.A., 1976, núm. 2.071. Texto 
aplicado: art. 5 del Arreglo de Madrid de 1891. 
— Sent. Aud. Territ. Madrid (Sala 3.a) de 17 de octubre de 1975 (Po-
nente: Sr. Ruiz Sánchez) Edersa, ]urisd. C.A., 1976, núm. 2.044. Texto 
aplicado: art. 5 del Arreglo de Madrid de 1891. 
5. Por último, la Sent. T. S. (Sala 3.a) de 14 de mayo de 
1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Luis Vacas Medina; Aranzadi, 
Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.152) se refiere a la segunda de las 
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«Uniones particulares o restringidas» en materia de marcas: 
la creada por el Arreglo de Niza de 15 de junio de 1957, 
relativo a la clasificación internacional de los productos y 
servicios a los que se aplican las marcas de fábrica o de 
comercio (ratificado por España el 13 de noviembre de 1958, 
que entró en vigor el 8 de abril de 1961). 
6. 2) Propiedad intelectual. En esta materia, tan solo cabe 
registrar la Sent. T. S. (Sala 3.a) de 9 de diciembre de 1976. 
(Ponente: Excmo. Sr. D. Jaime Rodríguez Hernández; Aranzadi, 
Rep. Jurispr., 1976, núm. 5.773) que, ante un eventual conflicto 
entre derechos derivados de la propiedad industrial e intelectual 
—en relación con la estatuilla del «Osear» de la Academia 
de Hollywood y el rótulo comercial «Osear. Producciones Cine-
matográficas, S. A. »—, da aplicación a los arts. 1 y 2 del Con-
venio Universal sobre Derechos de Autor, hecho en Ginebra el 
6 de septiembre de 1962 (en vigor desde el 16 de septiembre 
de 1955), en el que son Estados partes España (por ratificación 
de 27 de septiembre de 1957) y los Estados Unidos de América 
(ratificación de 6 de diciembre de 1954), acordando la protec-
ción frente al rótulo comercial del conocido símbolo cinema-
tográfico, con base en las indicadas disposiciones del Convenio 
de Ginebra y el art. 37 de la Ley sobre propiedad intelectual 
de 10 de enero de 1873. 
6. 3) Derecho internacional del trabajo. En el período aquí 
considerado, en tres decisiones judiciales españolas se hace 
referencia, a los fines de su aplicación e interpretación, al dere-
cho convencional internacional adoptado en el marco de la 
O.I.T. (Cf. el comentario de estas decisiones, infra, V I I ) : 
— Sent. T.S. (Sala 4°) de 6 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. José Luis Ruiz Sánchez; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 2.542). Se 
trata del convenio núm. 37 de la O.I.T. relativo a los trabajadores emi-
grantes, hecho en Ginebra el 1 de julio de 1949 y ratificado por España 
el 21 de marzo de 1976. 
—Sent. T.C.T. de 2 de diciembre de 1975 (Ponente: D. Justo de la 
Cueva Vázquez; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 5.835). Se 
alude al Convenio núm. 132 de la O.I.T. relativo a vacaciones pagadas, 
hecho en Ginebra el 24 de julio de 1970 y ratificado por España el 30 
de junio de 1972. 
— Sent. T.C.T. de 12 de enero de 1976 (Ponente: D. Antonio Ruiz 
Jarabo Baquer; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 62). La refe-
rencia se hace al Convenio núm. 92 de la O.I.T. relativo al alojamiento de 
la tripulación a bordo, hecho en Ginebra el 18 de junio de 1948 y 
ratificado por España el 14 de julio de 1971. 
7. 4) Relaciones consulares. El Convenio de Viena de 24 
de abril de 1963 sobre relaciones consulares, al que España se 
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adhiriera el 3 de febrero de 1970, es aplicado en las siguientes 
decisiones del Tribunal Central de Trabajo (Cf su comentario, 
infra, I I I y IV ) . 
— Sent. T.C.T. de 14 de octubre de 197? (Ponente: D. Félix de las 
Cuevas González; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 4.306). 
— Sent. T.C.T. de 25 de noviembre de 1976 (Ponente: D. Juan A. Pa-
checo García; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 5.536). 
8. 5) Derecho internacional penal. Mayor número de deci-
siones aparecen, como es habitual, bajo esta rúbrica. De un 
lado, por lo que se refiere al ámbito de los delitos contra la 
salud pública y, en concreto, a las drogas, nueve decisiones de 
la Sala 2.a del T. S. se refieren al Convenio Único sobre Estu-
pefacientes, hecho en Nueva York el 30 de marzo de 1961, 
ratificado por España el 1 de marzo de 1966, así como a sus 
Listas anejas, en relación con el art. 344 del C. Penal vigente: 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 17 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Ángel Escudero del Corral; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 1.181). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 4 de abril de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Ángel Escudero del Corral; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 1.555). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 2 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Luis Vivas Marzal; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 1.792). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 23 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Ángel Escudero del Corral; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 2.289). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 4 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Bernardo F. Castro Pérez; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 4.087). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 24 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Bernardo F. Castro Pérez; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 4.529). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 6 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo F. Castro Pérez; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 1.019, 
con referencia, al igual que la decisión anterior, a las «listas anexas al 
Convenio único de las Naciones Unidas de 30 de marzo de 1961» (Cf. su 
comentario, infra, II ) . 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 24 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fidel de Oro Pulido; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 1.276); y 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 21 de junio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo F. Castro Pérez; Aranzadi», Rep. Jurispr. 1976, núm. 3.115). 
9. De otro lado, en lo que se refiere a represión de la 
prostitución ajena, en relación con el art. 452 bis del C. Penal, 
destaca la afirmación contenida en la Sent. T. S. (Sala 2.a) de 
7 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Benjamín Gil Sáez) 
de que la criminalización de este fenómeno ha sido consecuen-
cia de las medidas represivas de carácter internacional 
«...iniciadas a comienzo de siglo con la denominada «trata de blancas», 
circunscritas inicialmente a las menores de edad, pero extendidas por el 
Protocolo de Lake Succes de mayo de 1947 a las mayores, determinante 
en nuestro país del Decreto abolicionista de 3 de marzo de 1956...» 
pues debe observarse, en primer término, que España si bien 
fue parte en el Convenio internacional relativo a la represión 
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de la trata, hecho en París el 4 de mayo de 1910, así como en 
el arreglo de París de 1904, no aceptó el derecho convencional 
del período ginebrino en esta materia (Convenio para la repre-
sión de la trata de mujeres y menores, celebrado en Ginebra 
el 30 de septiembre de 1931; Convenio para la represión de la 
trata de mujeres mayores, hecho en Ginebra el 11 de octubre 
de 1933) ni, consiguientemente, el Protocolo de Lake Success 
de 12 de noviembre de 1947, de enmienda de los dos últimos 
textos citados; no existe, pues, el «Protocolo de mayo de 1947» 
ni éste, al no ser España parte en el mismo, pudo determinar 
la adopción del Decreto abolicionista de 1956 más que de forma 
indirecta. En segundo lugar, que España si se adhirió (tardía-
mente, el 18 de junio de 1962) al Convenio para la represión de 
la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 
abierto a la firma en Lake Success el 21 de marzo de 1950, así 
como al Protocolo final en esta misma fecha; de manera que la 
referencia parece más ajustada a este texto y no al anterior, 
inexactamente citado (Cf. Nations Unies, Recueil des Traites, 
vol. 53, p. 13). Si importa recoger que esta Sentencia afirma de 
otra parte que para la «ortodoxa interpretación gramatical y 
teleológica —de las modalidades punibles del art. 452 bis del 
C. Penal— hay que tener en cuenta la fuente internacional de 
que procede y lo inspira...»; esto es, la normativa internacional 
antes citada. 
En las decisiones que siguen, se contiene una referencia al 
Convenio de Lake Success de 21 de marzo de 1950, así como 
también, genéricamente, a los Convenios de Ginebra y Lake 
Success: 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 14 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo F. Castro Pérez; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 2.230). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 16 de noviembre de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Luis Vivas Marzal; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 4.828). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 30 de noviembre de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Fidel del Oro Pulido; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 5.086). 
10. Finalmente, para cerrar la enumeración de decisiones 
judiciales que se refieren a tratados multilaterales, deben indi-
carse la Sent. T. S. (Sala 2.a) de 30 de enero de 1975 (Ponente: 
Excmo. Sr. D. Fernando Díaz Palos; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, 
núm. 245) que alude a los convenios de la O.E.A. e Interna-
cional de París de 1971 sobre terrorismo (Cf. infra, I I ) ; la 
Sent. T. S. (Sala 3.a) de 14 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Nicolás Gómez de Enterría; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, 
núm. 2.156) que, con referencia a la nacionalidad de un bien 
—un camión— se refiere a los acuerdos de Ginebra en materia 
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de circulación por carretera (Convenio sobre circulación por 
carretera de 19 de septiembre de 1949, al que España se adhirió 
el 13 de febrero de 1958); la Sent. Aud. Prov. Huesca de 21 de 
julio de 1975 (Ponente: D. Carlos Serena Velloso; Sentencias 
en Apelación 2° sem. 1975, núm. C-277) en relación con el Con-
venio de Viena de 8 de noviembre de 1968, sobre circulación 
vial y al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Interna-
cional, hecho en Washington el 27 de diciembre de 1945 se 
refieren las 
— Sent. T.S. (Sala Revisión) de 18 de noviembre de 1975 (Ponente: 
Excmo. Sr. D. Nicolás Gómez de Enterría; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, 
núms. 434 y 4.369; y la 
— Sent. Aud. Territ. Burgos de 15 de marzo de 1975 (Ponnete Sr. Na-
dal; Edersa, Jurisd. C.A., 1976, núm. 1.760). 
B) Tratados bilaterales. 
11. 1) Extradición. Respecto de la R. Argentina, el Auto 
de la Aud. Prov. Barcelona de 3 de abril de 1975 (Vid. Revista 
Jurídica de Cataluña, 1975, núm. 3, pp. 553-4) aplica el tratado 
de extradición con España de 7 de mayo de 1881, completado 
por el Canje de notas de 16 de febrero de 1935, acordando la 
extensión del anterior al delito de estafa. Con Bélgica, la Sent. 
T. S. (Sala 2.a) de 6 de noviembre de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. José Hijas Palacios; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 
4.632) se refiere al tratado para la recíproca extradición de 
malhechores de 17 de junio de 1870, que fuera complementado 
por una Declaración adicional de 4 de marzo de 1903 y por el 
acuerdo de 28 de enero de 1976 (Vid. infra, V I I I , el comentario). 
12. 2) Seguridad social. Los convenios concertados por Es-
paña con los Estados europeos en esta materia arrojan, como 
es habitual, el mayor número de decisiones judiciales dentro 
de la rúbrica de los tratados bilaterales. Así, respecto de la 
R. F. de Alemania cabe indicar quince decisiones, tanto sobre 
el Convenio de 29 de octubre de 1959 sobre seguridad social 
como también, muy especialmente, respecto del Convenio sobre 
el seguro de desempleo de 20 de abril de 1966, cuya frecuente 
invocación ante los tribunales españoles testimonia la crisis 
económica que sufren los países europeos desde los inicios de 
la década de 1970: 
— Sent. T.S. (Sala 4.a) de 27 de junio de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Félix Fernández Tejedor; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 3.608). 
Esta decisión nos sitúa ante la solicitud de un nacional alemán, residente 
460 JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA 
en España, de renovación del carnet de familia numerosa, que le es dene-
gada, afirmándose que el régimen de protección en esta materia «no se 
halla reconocido por tratado o acuerdo internacional, limitándose el hispano-
alemán entonces vigente, de 29 de octubre de 1959, a una regulación de 
aplicación específica al ámbito de la seguridad social» para los trabajadores 
de los respectivos países; agregándose que «este tema de la seguridad 
social en régimen de reciprocidad es diferente (a pesar de la similitud o 
coincidencia de ciertas prestaciones en las que en ambos se pueden con-
cretar) del de protección a la familia numerosa fuera del campo laboral, 
régimen que solamente será aplicable a los extranjeros residentes en España 
y por el mero hecho de esta residencia cuando en las Naciones de que sean 
originarios exista reciprocidad pactada en tratados o convenios interna-
cionales...». 
— Sent. T.C.T. de 24 de septiembre de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. 
Fernando Hernández San Román; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1975, 
núm. 3.961) Texto aplicado: art. 20 del Convenio sobre seguro de desem-
pleo de 20 de abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 25 de noviembre de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. 
Jesús Dapena Mosquera; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 5.278). 
Texto aplicado: art. 7 del acuerdo complementario de 10 de noviembre 
de 1976 del convenio sobre seguro de desempleo de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 30 de enero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Juan 
A. Cruz Requejo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 480). Texto 
aplicado: art. 7 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de abril 
de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 2 de febrero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Fer-
nando Magro Valdivieso; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T, 1976, núm. 527). 
Texto aplicado: art. 7 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de 
abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 5 de febrero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Juan 
Antonio Cruz Requejo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 662). 
Texto aplicado: arts. 2 y 7 del Convenio sobre seguro de desempleo de 
20 de abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 13 de febrero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Juan 
A. Cruz Requejo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 783). Texto 
aplicado: arts. 7 y 8 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de 
abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 16 de marzo de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Jesús 
Dapena Mosquera; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 1.482). Texto 
aplicado: art. 20 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de abril 
de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 22 de marzo de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Fer-
nando Magro Valdivieso; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 1.566). 
Texto aplicado: art. 20 del Convenio gpbre seguro de desempleo de 20 de 
abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 2 de abril de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Juan A. 
Cruz Requejo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 1.877). Texto 
aplicado: art. 8 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de abril 
de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 28 de abril de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Julián 
A. Aviles Caballero; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 2.179). 
Texto aplicado: art. 7 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de 
abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 4 de junio de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Juan A. 
Cruz Requejo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 3.065). Texto 
aplicado: arts. 7, 8 y 20 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 
de abril de 1966. 
— Sent. T.C.T. de 28 de septiembre de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. 
Fernando Magro Valdivieso; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, número 
4.104). Texto aplicado: art. 20 del Convenio sobre seguro de desempleo 
de 20 de abril de 1966. 
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— Sent. T.C.T. de 15 de octubre de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Jesús 
Dapena Mosquera; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 4.526). Texto 
aplicado: art. 8 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 de abril 
de 1966; y, 
— Sent. T.C.T. de 1 de diciembre de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Fer-
nando Magro Valdivieso; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 5.770). 
Texto aplicado: art. 20 del Convenio sobre seguro de desempleo de 20 
de abril de 1966 (Vid. comentario, infra II) . 
En relación con el derecho convencional bilateral entre Es-
paña y Bélgica, únicamente se registra una decisión en este pe-
ríodo: la Sent. T.C.T. de 7 de marzo de 1975 (Ponente: l imo. 
Sr. D. Fernando Hernández San Román; Aranzadi, Rep. Jurispr. 
T.C.T., 1975, núm. 1.293) en donde se da aplicación al Arreglo 
de procedimiento para la inmigración de trabajadores a las 
minas de carbón, de 28 de noviembre de 1956, revisado el 10 
de octubre de 1967, y al acuerdo administrativo sobre modali-
dades de aplicación de aquél, de 30 de julio de 1969, en orden 
a determinar el origen de la silicosis contraída por un minero 
español que había prestado servicios en ambos países. En cam-
bio, con Francia, se registran las siguientes decisiones: 
— Sent. T.S. (Sala 6.a) de 5 de julio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Eduardo Torres-Dulce Ruiz; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 3.725). 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio sobre seguridad social entre España y 
Francia de 27 de junio de 1957. 
— Sent. T.C.T. de 24 de mayo de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Antonio 
Ruiz-Jarabo y Baquero; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1975, núm. 2.831). 
Texto aplicado: art. 17 del Convenio general sobre seguridad social de 
27 de junio de 1957; y, 
— Sent. T.C.T. de 9 de julio de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Antonio 
Ruiz-Jarabo y Baquero, Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1975, núm. 3.709). 
Texto aplicado: arts. 5 y 7 del Convenio sobre seguridad social de 27 de 
junio de 1957. 
— Sent. T.C.T. de 31 de enero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. José 
M. a Pozancos Burgos; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 486). Tex-
to aplicado: arts. 8 y 18 del Acuerdo administrativo n.° 1 de aplicación 
del Convenio general sobre seguridad social de 27 de junio de 1957. La 
actora, entre otros motivos, había alegado interpretación errónea del 
Acuerdo, en relación con el art. 3, 2° C e , relativo a la equidad en la apli-
cación de las normas —en este caso, internacionales— pero el T.C.T. recha-
za este motivo afirmando que «...la equidad en la aplicación de las nor-
mas solamente habría de ponderarse cuando su interpretación sea dudosa, 
mas no cuando, como se ha razonado a medio de la presente considera-
ción su contenido esté lo suficientemente aparente y de adecuación al su-
puesto controvertido...» lo que no ocurre en el caso, efectuando el cóm-
puto de prestaciones conforme al art. 8 del citado Acuerdo administrativo. 
— Sent. T.C.T. de 15 de noviembre de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. José 
Luis Nombela Nombela; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1976, núm. 5:261). 
Texto aplicado: art. 8 del Convenio general sobre seguridad social de 27 
de junio de 1957. 
Al Convenio sobre seguros sociales con Italia, de 21 de julio 
de 1956, completado por el Acuerdo administrativo para la 
aplicación de éste, de 25 de noviembre de 1957 (el Convenio 
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de 1956 y el Acuerdo de 1957 fueron modificados por canje de 
notas de 28 de marzo de 1958 y, posteriormente, el primero sus-
tituido por el nuevo Convenio sobre Seguridad Social de 20 de 
julio de 1967), se refieren las siguientes decisiones: 
— Sent. T.C.T. de 18 de enero de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. José 
M.* Pozancos Burgos; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 222). 
— Sent. T.C.T. de 9 d e mayo d e 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Julio 
de la Cueva Vázquez; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T. 1975, núm. 2.295). 
— Sent. T.C.T. de 16 de junio de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Julio 
de la Cueva Cázquez; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 3.140). 
— Sent. T.C.T. de 12 de enero 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Antonio 
Ruiz-Jarabo y Baquero; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 62). 
— Sent. T.C.T. de 24 de enero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. Julio 
de la Cueva Vázquez; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 1.066); y, 
— Sent. T.C.T. de 18 de febrero de 1976 (Ponente: limo. Sr. D. An-
tonio Cancio Morenza; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 865). 
Respecto de los Países Bajos, el Convenio general sobre 
Seguridad Social de 17 de septiembre de 1962 es aplicado en la 
Sent. T.C.T. de 12 de febrero de 1975 (Ponente: l imo. Sr. D. Luis 
Santos Jiménez Asenjo; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, 
núm. 793), en un supuesto de accidente laboral sufrido por un 
marinero español, en buque de pabellón holandés, sentándose 
el principio, implícito en los convenios de seguridad social de 
que la reparación del accidente ha de llevarse a cabo «por las 
Instituciones de la Seguridad Social de la parte contratante 
donde ocurrió el accidente», en este caso, la holandesa. Tam-
bién, en relación con el mismo país, la Sent. T.C.T. de 25 de 
mayo de 1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Fernando Magro Valdi-
vieso; Aranzadi. Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 2.808) nos sitúa 
ante el problema de aplicación, en el tiempo, de dos tratados 
sucesivos, sobre la misma materia: el citado Convenio de 1962 
y el nuevo texto sobre seguridad social de 5 de febrero de 1974, 
estimándose que «cuando el demandante cayó en paro en Ho-
landa, fue en el mes de abril de 1975, en tal fecha se hallaba 
ya en vigor el Convenio y Protocolo anejo de 5 de febrero de 
1974», resolviéndose la pretensión del demandante conforme al 
segundo de ellos. Finalmente, en lo que respecta a Suiza, el 
Convenio sobre seguridad social firmado con España el 13 de 
octubre de 1969, así como el Acuerdo administrativo para la 
aplicación de éste, de 27 de octubre de 1971, es aplicado en 
dos decisiones: 
— Sent. T.C.T. de 8 de julio de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Fernando 
Magro Valdivieso; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 3.670), y, 
— Sent. T.C.T. de 12 de diciembre d e 1975 (Ponente: limo. Sr. D. 
Fernando Hernández San Román; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, 
núm. 5.668). 
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13. 3) Relaciones con la Santa Sede. Respecto de la apli-
cación por los tribunales españoles del Concordato entre Es-
paña y la Santa Sede de 27 de agosto de 1953, se registran, en 
este período, las decisiones siguientes: 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 19 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. José Hijas Palacios; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 2.153). La sen-
tencia en relación con el eventual delito de desacato del art. 244 del C. Penal 
a un Pároco, considera que éste es «autoridad» a los fines de la norma penal, 
«1.° Porque las Leyes Fundamentales de España no sólo acatan la doctrina 
de la Santa Iglesia Católica, como inseparable de la conciencia nacional, 
sino que la proclaman como la del Estado español, gozando de protección 
oficial... 2." Porque conforme al Concordato vigente de 27 de agosto de 
1953, la Religión Católica, goza de los derechos y prerrogativas que le 
corresponden, de conformidad con la Ley divina y el derecho canónico...» 
Hoy, el art. 16 de la Constitución española de 1978 convierten estas afir-
maciones en simple recuerdo histórico. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 3 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Luis Vacas Medina; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2.007). Exenciones 
fiscales, conforme al art. XX del Concordato de 1953. 
— Sent. T.S. (Sala 5.a) de 22 de enero de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Pedro Martín de Hijas y Muñoz; Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 
56). Expropiación de bienes eclesiásticos: art. XXI I del Concordato de 
1953. 
— Sent. T. S. (Sala 6.a) de 5 de febrero de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Eugenio Mora Régil; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975 ,núm. 675). 
Acuerdo entre la S. Sede y el Estado español sobre seminarios y Univer-
sidades de 8 de diciembre de 1946 «ratificado más tarde por el actual 
Concordato de 1953» y Convenio de 5 de abril de 1962, sobre reconoci-
miento, a efectos civiles, de los estudios de ciencias no eclesiásticas 
realizados en España en Universidades de la Iglesia (arts. 5 y 6). 
— Sent. T.C.T. de 9 de julio de 1975 (Ponente: limo. Sr. D. Juan A. 
del Riesgo Fernández; Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 3.710). 
Texto considerado: art. 16, 2° del Concordato de 27 de agosto de 1953. 
— Sent. Aud. Territ. de Las Palmas de Gran Canaria de 15 de octu-
bre de 1975 (Ponente: no consta; R.G.D., 1976, p. 1.141). Exenciones fis-
cales: art. XX del Concordato de 27 de agosto de 1973. 
— Sent. Aud. Territ. de Barcelona de 12 de febrero de 1976. (Ponente: 
no consta; R.G.D., 1976, p. 674). Asociaciones de Acción Católica Espa-
ñola: art. XXXIV del Concordato de 27 de agosto de 1953. 
14. 4) Varia. Por último, para cerrar la relación de trata-
dos bilaterales aplicados por los tribunales españoles, cabe men-
cionar la Sent. T. S. (Sala 2a) de 20 de noviembre de 1975 (Po-
nente: Excmo. Sr. D. Fernando Díaz Palos; Aranzadi, Rep. Ju-
rispr., 1975, núm. 4.491) que se refiere al Convenio de coope-
ración cultural entre España y Chile de 18 de diciembre de 1967 
y la Sent. T. S. (Sala 3.a) de 20 de junio de 1975 (Ponente: 
Excmo. Sr. D. Diego Espín Cánovas; Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1975, núm. 2.989), que aplica el mart. 3.° del Convenio entre 
España y Francia de 7 de agosto de 1926, relativo al régimen 
fiscal de sociedades. Esta decisión, reiterando otras de la misma 
Sala (3. a), de 15 de enero de 1971 y 9 de octubre de 1974, fija los 
límites de la intervención del Consejo de Estado, en la inter-
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pretación de los tratados internacionales, aceptando la valora-
ción del Jurado Central Tributario, sin informe previo del Alto 
órgano consultivo.—J.D.G.C. 
I I . RELACIONES DE SISTEMAS. 
15. 1 ) Relaciones de remisión o de complemento. Dentro 
de las relaciones de remisión o de complemento entre el orden 
interno español y el orden internacional (Vid. J. D. GONZÁLEZ 
CAMPOS y L . I . SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho interna-
cional público, vol. I , Oviedo, 1980, pp. 351 y ss.), destacan los 
supuestos derivados de la aplicación de los convenios sobre 
estupefacientes, toda vez que para establecer un tipo delictivo 
o su consiguiente pena es preciso partir de una serie de listas 
anexas. Como el tema ha sido tratado con profundidad en ante-
riores crónicas, nos limitaremos a señalar las decisiones en la 
materia falladas durante los años 1975-1976: 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 17 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Ángel Escudero del Corral): «Que el tipo del art. 344 del C. P. acoge 
en su reproche abstracto, las drogas y estupefacientes que están incluidas 
dentro de las listas I, II y IV de dicho Convenio Único (se refiere al de 
las N.U. de 30 de marzo de 1961, ratificado por España el 1 de marzo 
de 1966), las que posteriormente adquieran tal consideración y las que 
además, se estimen como tales sustancias en España, de acuerdo con el 
art. 3.° de dicho texto...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.181). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 4 de abril de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Ángel Escudero del Corral): «...debiendo de coincidir la conducta peligro-
sa, con cualquiera de los verbos típicos pródigamente empleados en la 
amplia fórmula legal, y concretamente con el tráfico —elemento subjetivo 
del injusto—, de las sustancias estimadas como drogas o estupefacientes 
en las listas I, I I y IV del Convenio Único de las Naciones Unidas de 
30 de marzo de 1961, ratificado por España el 1 de marzo de 1966, que 
se realiza entre otras...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.555). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de L de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Luis Vivas Marzal). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1792. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 23 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Ángel Escudero del Corral). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 2.289. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 4 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Bernardo-Francisco Castro Pérez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, 
núm. 4.087. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 24 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Bernardo-Fr'ancisco Castro Pérez): «...con ello incurrió en la 
infracción descrita en el art. 344 del CP . al tratarse de una tenencia ilícita 
de un producto o sustancia alucinógena comprendida en las listas anexas 
al Convenio de las Naciones Unidas de 1961, que entró en vigencia en 
nuestro país en 30 de marzo de 1966...». (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, 
núm. 4.529). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 6 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo-Francisco Castro Pérez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, nú-
mero 1.019. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 24 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Fidel de Oro Pulido). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 1.276. 
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— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 21 de junio de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo-Francisco Castro Pérez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, nú-
mero 3.115. 
16. Asimismo, como en años anteriores (Vid. este A.D.I., 
vol. I I , 1975, pp. 696-699 y Nota de J. C. FERNÁNDEZ ROZAS en 
R.E.D.I., vol. XX IX , 1976, pp. 148-157) los Tribunales españoles 
se han remitido a la normativa internacional para aclarar la 
imprecisa definición del término «ciclomotor» en nuestro Orde-
namiento interno. Tal es el caso de la Sent, de la Aud. Prov. de 
Huesca de 21 de julio de 1975 (Ponente: D. Cecilio Serena Ve-
lloso). Desdichadamente la remisión efectuada por esta Audien-
cia no puede ser más desafortunada, pues establece, refiriéndose 
a la definición del citado artefacto que «es la formalmente 
vigente y que introdujo el Decreto 1.393/1965, de 20 de mayo, 
aunque ahora propiamente haya de estarse al Convenio de Viena 
sobre circulación vial de 8 de noviembre de 1969 (sic)...» (Sen-
tencias en Apelación, 1975, 2° semestre, C-277-penal). En efecto, 
dejando a un lado el error en la fecha —es 1968 y no 1969—, 
llama de atención el hecho de que el Tribunal no repare en que 
tal texto internacional no está en vigor en España. Nuestro país, 
si bien lo firmó el 8 de noviembre de 1968, no lo ha ratificado 
hasta la fecha (Traites Multilatéraux... au 31 décembre 1977, 
pp. 372). Este error, injustificable de todo punto, se debe, 
quizá, a una lectura apresurada de las Sents. T. S. (Sala 2.a) de 
9 de marzo y 21 de marzo de 1973 (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1973, núms. 1.203 y 1.323); pero debe tenerse en cuenta que en 
dichas decisiones se habla exclusivamente de la « f irma» del 
Convenio de Viena de 1968. Tal acto en modo alguno expresa 
la manifestación del consentimiento del Estado español en obli-
garse por el tratado, sino que alude a la fase del proceso de 
negociación del mismo. 
17. 2) Normas de Derecho interno en ejecución de trata-
dos internacionales. Dentro de los supuestos de aplicación in-
directa del Derecho internacional por los Tribunales españoles 
se incluye la aplicación del Convenio para la represión de la 
trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, 
abierto a la firma en Lake Success, Nueva York, el 21 de 
marzo de 1950, al cual nos hemos referido reiteradamente en 
crónicas anteriores (Vid. este ADJ., vol. I I , 1975, pp. 699-701, 
vol. I l l , 1976, p. 574 y las Notas de L. I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ en 
R.E.D.I., vol. X X V I I I , 1975, pp. 139-147 y R.E.D.I., vol. X X I X , 
1976, pp. 158-161). A él se refieren, con mayor o menor preci-
sión, las siguientes decisiones: 
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— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 5 de marzo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Antonio Huerta y Alvarez de Lara), Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, 
núm. 978). 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 14 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Bernardo-Francisco Castro Pérez). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, nú-
mero 2.230. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 16 de noviembre de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Luis Vivas Marzal). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 4.828. 
— Sent. T.S. (Sala 2.a) de 30 de noviembre de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Fidel de Oro Pulido). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 5.086. 
18. 3) Recepción de las normas internacionales en el 
orden jurídico interno. Esta materia ha sido objeto de tres 
importantes decisiones. La primera es la Sent. T.C.T. de 17 de 
marzo de 1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Jesús Dapena Mosquera), 
que, refiriéndose al Convenio hispano-alemán sobre seguro de 
desempleo, afirmó: 
«...a) Que no se trata de aplicación de normas de país extranjero sino 
de las de Tratado, en relación con las normas nacionales, y que la vigen-
cia, en cada uno de los Estados contratantes, de las normas del Tratado, 
no presupone aplicación de normas extrañas, pues la obligatoriedad del 
Tratado, para cada país, deriva de la ratificación, que supone acto legisla-
tivo que confiere valor de norma propia, a las establecidas en el Tratado; 
b) De la naturaleza contractual de los Tratados, no se deduce reglas es-
peciales gara la interpretación —en cuanto al punto cuestionado—, de la 
voluntad legislativa expresada en la norma contenida en el Tratado, y 
convertida, por la ratificación en norma interna de cada Estado...» (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 1.482). 
La segunda decisión es la Sent. T.C.T. de 18 de febrero de 
1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Antonio Cancio Morenza), que 
registra mayor precisión por referirse expresamente al art. 1, 
5° del Ce . A su tenor: 
«...el ap. 5." del art. 1.° del C. Civ. expresa, que las normas jurídicas 
contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación interno 
mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del Estdao, lo que 
al no darse, y teniendo en consideración todo lo expuesto hace procedente 
la desestimación del recurso y la confirmación de la sentencia combatida» 
(Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 865). 
No obstante, la decisión de mayor alcance en esta materia 
es, sin duda, la Sent. T.C.T. de 2 de diciembre de 1975 (Po-
nente: l imo. Sr. D. Julio de la Cueva Vázquez); partiendo de 
la aplicación del Convenio núm. 132 de la O.I.T., el Tribunal 
afirmó que 
«...y como los aludidos preceptos aparecen debidamente publicados 
en el Boletín Oficial del Estado, incorporándose así al ordenamiento interno 
español, según dispone el art. 1. núm. 5 del C. Civ., tras la modificación 
sufrida en virtud de_la Ley 3/1973, de 17 de marzo de Bases para la 
modificación del Título preliminar de dicho Cuerpo Legal (sic)...» (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 5.895). 
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I I I . INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN. 
19. El tema de la inmunidad de jurisdicción, tanto del 
Estado como de sus agentes, ha sido abordado de una forma 
directa por la Sent. T.C.T. de 25 de noviembre de 1976 (Po-
nente: l imo. Sr. D. Juan Alfonso-Antón Pacheco García). Ante 
la reclamación de determinadas prestaciones por parte de unos 
empleados administrativos del Consulado del Uruguay en Es-
paña, el T.C.T. declaró la incompetencia de la jurisdicción 
laboral española mediante el siguiente razonamiento: 
CDO.: Que examinando la totalidad de las actuaciones a efectos de 
resolver la cuestión de competencia acogida en la sentencia recurrida, apa-
rece que los dos demandantes han venido trabajando como oficiales admi-
nistrativos para el Consulado del Uruguay, dependiente de la Embajada 
de este país, en España. De ello se desprende, que aún cuando se estimase 
que por la índole de sus servicios éstos no participaban en la función pú-
blica de un Estado extranjero, y se calificase su trabajo de naturaleza 
laboral, es un principio básico de Derecho Internacional que un Estado 
soberano no puede ser sometido a los Tribunales de otro, como así declaró 
esta Sala en sentencia de 9 octubre 1968 y puesto que, como acertada-
mente razona el Magistrado sentenciador, siendo la jurisdicción una deri-
vación de aquella soberanía, el someter un Estado a la jurisdicción de otro, 
implicaría un cercenamiento de sus potestades soberanas, facultad que 
excede de la competencia de los Tribunales. A mayor abundamiento, se 
ha de tener presente que la demanda origen de estas actuaciones va diri-
gida contra el Consulado General del Uruguay en España, en la persona 
del señor Ministro-Consejero Cónsul General, el cual goza de inmunidad 
de jurisdicción, conforme dispone el art. 43 de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares, de 24 abril 1963, a la que se adhirió España 
el 3 febrero 1970, con entrada en vigor el 5 de marzo siguiente; y si 
pues con arreglo a dicho precepto el demandado no está sometido a la 
jurisdicción de las Autoridades judiciales y administrativas españolas, es 
por lo que de conformidad con el preceptivo dictamen del Ministerio Fiscal, 
procede confirmar la declaración de incompetencia contenida en el Fallo 
de la sentencia, desestimando el recurso contra ella interpuesto. (Aranzadi, 
Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 5.536). 
20. Esta Sentencia viene a poner una vez más de relieve 
los denominados —en expresión de J. P. LALIVE— aspectos 
irritantes del tema de la inmunidad de jurisdicción del Es-
tado, ya que de nuevo vuelve a ser «la source de confusion 
et de malentendus considerables de la part des tribunaux in-
ternes» (Cf. «L'inmunité de juridiction des Etats et des Orga-
nisations internationales», R. des C, t. 84 (1953-III), p. 209). En 
efecto, frente a la demanda dirigida contra el Cónsul General 
del Uruguay en España, presentada por dos personas que 
habían suscrito contrato laboral con aquel Consulado, el Tri-
bunal pretende justificar su incompetencia tanto en el prin-
cipio de la inmunidad de jurisdicción del Estado y sus órganos 
como en el principio de la inmunidad de los agentes consu-
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lares, reconocido a nivel convencional por el Convenio de Viena 
sobre Relaciones Consulares, de 24 abril 1963. Se confunden 
así dos nociones que, sin embargo, en el Derecho internacional 
público deben ser claramente diferenciadas: de un lado, la 
inmunidad de jurisdicción del Estado y sus órganos, fundada 
en los principios de soberanía, igualdad e independencia de 
los Estados ;de otro, las inmunidades diplomáticas y consula-
res, cuya justificación reside, como señala Ph. CAHIER, en «un 
trato especial concedido a ciertas personas... con el fin de 
permitirles el libre ejercicio de sus funciones» (Cf. Derecho 
diplomático contemporáneo, Madrid, 1965, p. 316). Precisa-
mente porque se trata de dos conceptos distintos, los últimos 
desarrollos legislativos y convencionales del tema de la inmu-
nidad de jurisdicción de los Estados, excluyen expresamente 
de su ámbito de aplicación la cuestión de las inmunidades 
diplomáticas y consulares; así se hace en el art. 32 del Con-
venio europeo sobre inmunidad de los Estados, de 16 mayo 
1972, y en la sección 16 de la «State Inmunity Act» de 1978, 
del Reino Unido. 
Además de arrancar de este error de base, resulta llama-
tiva la concepción que de la inmunidad de jurisdicción del 
Estado expone el tribunal, pues responde plenamente a la 
teoría de la inmunidad absoluta, conforme a la cual el Estado 
goza de inmunidad en el extranjero, con independencia de 
la clase de órganos que actúen y de la naturaleza de su actua-
ción. Se desentiende así el T.C.T. del progresivo signo restric-
tivo que han adquirido las inmunidades de jurisdicción y eje-
cución, característica que —indica A. ORTIZ-ARCE— se despren-
de tanto de la práctica estatal, con sus últimos desarrollos en 
los casos de la «State Inmunity Act» británica de 1978 y de 
la «Sovereing Inmunity Act» norteamericana de 1976, como de 
la práctica convencional, con el Convenio europeo sobre inmu-
nidad de los Estados, de 16 mayo 1972 (Vid. «Las inmunidades 
de jurisdicción y de ejecución del Estado extranjero en el 
contexto de economía de mercado. Especial referencia al Con-
venio del Consejo de Europa de 16 de mayo de 1972», R.I.E., 
1979, p. 544). En efecto, partiendo de la distinción entre actos 
iure imperii y actos iure gestionis, hoy la generalidad de los 
Estados siguen la teoría de la inmunidad restringida. 
El tema adquiere más interés si tenemos en cuenta que en 
el Derecho español no existe solución expresa a nivel legal en 
materia de jurisdicción del Estado extranjero o de sus órganos, 
contándose únicamente con el absoleto art. 334 LOPJ, que ex-
cluye de la competencia penal de los tribunales españoles a 
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«los Príncipes de las familias reinantes, los Presidentes o Jefes 
de otros Estados, los Embajadores, los Ministros plenipoten-
ciarios y los Ministros residentes, los Encargados de negocios 
y los extranjeros empleados de planta en las legaciones...». 
Dada la inminencia de la nueva LOPJ, se hace innecesario 
cualquier comentario sobre las imprecisiones de este precepto, 
en la esperanza de que se establezca en aquélla una regulación 
adecuada del tema de las inmunidades acorde con la reciente 
práctica estatal y convencional. 
Tampoco la jurisprudencia de nuestros tribunales se ha 
pronunciado con claridad sobre la cuestión de la inmunidad 
de jurisdicción del Estado. Desde un punto de vista general, 
un obiter dictum de la Sent. T. S. de 11 de julio de 1970 incluye 
la base doctrinal necesaria para el reconocimiento de la inmu-
nidad de jurisdicción en España, al estimar que «la jurisdic-
ción española tiene diferentes límites personales y territoria-
les... ya que... se estima que no están en general sometidos 
a ella, los Estados extranjeros, los Soberanos o Jefes de los 
mismos y los Jefes y miembros de misiones diplomáticas ex-
tranjeras...». En una perspectiva más concreta, cabe pensar 
en una mayor aproximación a la tesis de la inmunidad restrin-
gida a partir del caso de «El Encinar de los Reyes, S. A. c. 
Gobierno de los Estados Unidos», decidido por el Juzgado Mu-
nicipal n.° 24 de Madrid el 4 abril 1963 (comentado por M. ME-
DINA ORTEGA en R.E.D.I., 1964, pp. 241-263) y del caso «Marín 
Parladé c. Air Base Group», decidido por la Audiencia Terri-
torial de Sevilla el 9 marzo 1960. Hay que tener en cuenta 
no obstante, como indica A. ORTIZ-ARCE, que se trata «de casos 
exclusivamente relacionados con los Acuerdos hispano-ameri-
canos», y «en los que en general el reconocimiento de la inmu-
nidad de jurisdicción ha contado con la cobertura de algún 
acuerdo de procedimiento»; de otra parte, el T. S. nunca ha 
tenido ocasión de pronunciarse sobre un asunto de esta índole. 
Por ello, estas orientaciones de nuestra práctica jurisprudencial 
deben ser tomadas con cautela, evitando cualquier afirmación 
de carácter general. La Sent. TCT de 25 noviembre 1976 supone 
en este sentido una llamada de atención respecto a la actitud 
absoluta que todavía hoy pueden mantener nuestros tribunales 
cuando ante ellos se presente una demanda contra un Estado 
extranjero. 
Invoca el Tribunal para justificar su posición otra Senten-
cia dictada por la misma Sala el 9 octubre 1968, que se ocupó 
del tema de un contrato de trabajo celebrado entre un extran-
jero y el Estado del que era nacional, y resolvió estimado in-
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competencia de jurisdicción ya que «no es usual en Derecho 
internacional que un Estado sea sometido a los tribunales de 
otro para enjuiciar contiendas de esta índole» (Vid. Jurispru-
dencia Social, n.° 29, 1.968, p. 200). No necesitaba el Tribunal 
acudir a la teoría de la inmunidad absoluta para concluir la 
incompetencia de jurisdicción, pues si bien a tenor de la teoría 
de la inmunidad restringida la norma general en materia de 
contrato de trabajo entre una persona física y un Estado ex-
tranjero es la ausencia de inmunidad, existen excepciones como 
la que precisamente se produce es objeto de la Sentencia de 
1968, en el sentido de que el Estado puede seguir invocándola 
cuando la persona física que concluye el contrato de trabajo 
tenga la nacionalidad del Estado que ofrece el empleo en el 
momento de introducción de la demanda (así se expresa el 
Convenio europeo en el art. 5 y la ley británica en la sección 4). 
Dejando a un lado este extremo, el hecho de remitir a esa 
decisión vuelve a demostrar la confusión de que adolece el 
Tribunal respecto a los conceptos de inmunidad de jurisdicción 
del Estado y las diplomáticas y consulares, que en modo alguno 
son homologables. 
21. La segunda parte de la sentencia que comentamos está 
dedicada a la inmunidad de jurisdicción consular, y sorpren-
dentemente se ocupa del tema «a mayor abundamiento», des-
pués de haber adoptado ya una decisión en relación con la 
cuestión planteada, sobre la base de la inmunidad de jurisdic-
ción del Estado, y pese a que el problema central que se plantea 
es el de la inmunidad consular. Esta actitud evidencia un grave 
menosprecio de las obligaciones convencionales asumidas inter-
nacionalmente por España, al conceder sólo un papel subsi-
diario al Convenio de Viena sobre relaciones consulares de 24 
abril 1963, cuando era precisamente este convenio el llamado 
a regular directamente el tema que se planteaba en la demanda 
examinada, máxime al reconocer el propio tribunal que a dicha 
convención «se adhirió España el 3 febrero 1970, con entrada 
en vigor el 5 de marzo siguiente» y fue publicada en el BOE 
(de 6 de marzo siguiente), de forma que ha pasado a formar 
parte de nuestro ordenamiento interno. 
Pues bien, el TCT señala que «la demanda origen de estas 
actuaciones va dirigida contra el Consulado General del Uru-
guay en España, en la persona del señor Ministro-Consejero 
Cónsul General, el cual goza de inmunidad de jurisdicción, 
conforme dispone el art. 43 de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares, ... y si pues con arreglo a dicho pre-
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cepto el demandado no está sometido a la jurisdicción de las 
Autoridades judiciales y administrativas espeñaloas, es por lo 
que... procede confirmar la declaración de incompetencia...». 
Parece desprenderse de este razonamiento que los cónsules 
gozan de inmunidad en cualquier caso, interpretación que des-
virtúa el criterio funcional que informa el art. 43 del Convenio, 
aproximándolo al criterio ratione personae recogido en el art. 31 
del Convenio de Viena sobre relaciones diplomáticas, de 18 
abril 1961. En este sentido, dicho art. 43 establece la inmunidad 
de los funcionarios y empleados consulares «por los actos ejecu-
tados en el ejercicio de las funciones consulares», de forma 
que el carácter rigurosamente funcional de la inmunidad de 
jurisdicción consular, apunta A. MARESCA, «hace necesario... un 
conjunto de límites, fuera de los cuales no puede existir» (Las 
Relaciones Consulares, Madrid, 1974, p. 148 ) . 
De lo que se trata, por tanto, es de interpretar si el contrato 
de trabajo celebrado entre los demandantes y el Cónsul General 
del Uruguay en España, puede considerarse incluido dentro 
de las funciones consulares y por consiguiente cae en la esfera 
de inmunidad reconocida por el Convenio. Esta es la tarea que 
debía haber realizado el Tribunal y que sin embargo no llevó 
a cabo. En esta vía, indiquemos que el supuesto no se encuentra 
tipificado en ninguno de los apartados que componen el art. 5 
del Convenio, dedicado a describir las funciones consulares y 
criterio último de distinción a la hora de calificar una actividad 
como consular, por lo que nos inclinamos por pensar que no 
nos hallamos ante ninguna función de esta índole. Para MA-
RESCA, « la circunstancia según la cual un determinado acto del 
Cónsul ha sido cumplido en el ejercicio de sus funciones como 
jefe jerárquico de los miembros de la oficina consular no 
excluye que la controversia referente a algunas de las conse-
cuencias de dicho acto pueda ser conocida por los órganos 
jurisdiccionales del Estado territorial. En efecto, esas conse-
cuencias pueden ser reguladas por el ordenamiento del Estado 
territorial. Un ejemplo típico al respecto lo ofrece el problema 
vinculado con la liquidación de la indemnización de la oficina 
consular, que ha sido admitido en el puesto en base a la legis-
lación local sobre contratos de trabajo», citando decisiones de 
tribunales italianos donde se reconoció la competencia de juris-
dicción en estos casos (op. cit., p. 150 ) . La conclusión adecuada 
parece ser que el asunto enjuiciado no está situado en la órbita 
de la inmunidad consular, contrariamente a lo que decidió 
el TCT. 
Por todos los conceptos hasta aquí apuntados, la Sentencia 
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de 25 noviembre 1976 sólo merece un juicio desfavorable, pri-
mero porque en un tema claro de inmunidad consular, acude 
para su solución a una noción en absoluto equiparable cual es 
la de inmunidad de jurisdicción del Estado; en segundo lugar, 
porque al referirse a este tema, permanece anclada en la vieja 
teoría de la inmunidad absoluta, hoy totalmente periclitada en 
la práctica estatal y convencional, y en tercer lugar, por la 
extensiva y errónea interpretación que lleva a cabo de la inmu-
nidad de jurisdicción consular, en concreto del art. 43 del Con-
venio de Viena sobre relaciones consulares de 1963. 
El resultado de declarar la incompetencia de jurisdicción, 
al que llega a través de confusos y erróneos planteamientos, 
es llamativo e injusto. Llamativo porque choca con la amplia 
tradición jurisprudencial española que sostiene el carácter atrac-
tivo de la jurisdicción nacional, a través de una interpretación 
literal y rigorista del art. 51 LEC, llegando a teñir nuestro sis-
tema de un cierto color imperialista, como señalan J . GONZÁLEZ 
CAMPOS y R . RECONDO PORRUA (Lecciones de Derecho procesal 
civil internacional, Bilbao, 1979, p. 43), planteamiento que en 
el plano laboral se proyecta con mayor intensidad si cabe, y 
ello —afirman estos autores— «por razón sin duda del indis-
cutible refuerzo que la dimensión tutelar de la función juris-
diccional experimenta en este específico sector de problemas 
donde la tutela jurídica del operario español reviste especial 
significación (op. cit., p. 49) y en este sentido nuestro más alto 
tribunal ha declarado que en las cuestiones de naturaleza la-
boral «predomina el principio de territorialidad como conse-
cuencia de su carácter tuitivo, lindante con el orden público 
internacional» (Sent. T. S. (Sala 6.a) de 2 marzo 1966, con Nota 
de E. PECOURT GARCÍA en Jurisprudencia sistematizada y comen-
tada, vol. I, Pamplona, 1976, p. 309-316, y Sent. T. S. (Sala 6.a) 
de 22 mayo 1972). 
Desde esta perspectiva, si bien en el plano del Derecho inter-
nacional privado, la Sent, del TCT comentada se coloca en la 
línea de algunas decisiones recientes en materia laboral en 
las que, para evitar entrar en el fondo del asunto, los tribuna-
les españoles han hecho uso de la posibilidad que concede el 
art. 533, 1..° LEC, admitiendo la incompetencia de la jurisdic-
ción laboral española. Esta solución, que examinada fuera de 
su contexto podría considerarse progresista por ir en contra 
del criticable «imperialismo jurisdiccional» patrio, no resulta 
así si se contemplan los supuestos de hecho que se sometían a 
la consideración del tribunal: aparte del que ahora examinamos, 
resulta censurable la solución alcanzada por la Sala 6.a del T. S. 
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en la Sent, de 11 de julio de 1970 (sobre esta cuestión, nos remi-
timos a los clásicos trabajos de los profesores A. MIAJA DE LA 
MUELA y E. PECOURT GARCÍA; vid. en particular el de éste último 
en A.D.I., vol. I I , 1975, pp. 603 y ss.). 
El fallo alcanzado por el TCT en la sentencia de 25 noviem-
bre 1976 es también injusto, porque viene a colocar en un plano 
de desigualdad a aquellas personas que en nuestro país contra-
ten sus servicios profesionales en una oficina consular, ya que 
por el mero hecho de hacerlo se ven —si seguimos la orienta-
ción de la sentencia que comentamos— desprovistos de toda 
protección jurídica ante nuestros tribunales, mientras que, para-
dójicamente, nuestros agentes en el extranjero se ven con rela-
tiva frecuencia sometidos por reclamaciones laborales a la 
jurisdicción de los tribunales del Estado donde realizan sus 
funciones.—M.A P . A. 
I V . ÓRGANOS DEL ESTADO PARA LAS RELACIONES INTERNACIONALES. 
22 . Es de destacar en este período la Sent. T.C.T. de 14 de 
octubre de 1975 (Ponente: l imo. Sr. D. Félix de las Cuevas Gon-
zález) que, en torno a las inmunidades de los Funcionarios Con-
sulares Honorarios, estima: 
CDO.: Que estableciendo el art. 58 en relación con los arts. 43 y 44 
del Convenio de Viena de 24 de abril de 1963 que los Funcionarios Con-
sulares no están sometidos a la jurisdicción de las autoridades judiciales 
por los actos ejecutados en el ejercicio de sus funciones consulares, habién-
dose adherido España el 3 febrero 1970, y siendo demandado en este 
pleito el Honorable Cónsul de Cuba, es consecuencia ineludible, conforme 
dictamina el M.° Fiscal, que se declare la Jncompetencia de jurisdicción 
como acertadamente hizo el Magistrado de Trabajo, cuya resolución debe 
ser confirmada, desestimando el recurso interpuesto, de acuerdo con el 
M.° Fiscal (Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 4.306). 
Debemos felicitarnos por la justa y precisa aplicación del 
Convenio de Viena sobre relaciones consulares de 2 4 de abril de 
1963, al que se ha adherido España el 3 de febrero de 1970, 
por parte del T.C.T. El hecho es importante, porque una reite-
rada jurisprudencia de nuestro T. S. se ha mostrado, a través de 
los años, contraria a la aplicación de las normas internaciona-
les del Derecho Diplomático, y en especial el Convenio de Viena 
sobre relaciones diplomáticas de 18 de abril de 1961, al que 
España se adhirió el 21 de noviembre de 1967 (Aranzadi, Rep. 
Legis., 1968, núm. 155; y B.O.E. del 2 4 de enero de 1968 ) . Así 
lo hemos venido denunciando con ocasión de nuestro comen-
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tario a la Sent, de la Aud. Prov. de Málaga de 14 de mayo de 
1973 sobre inmunidad del personal diplomático (Cf. este Anuario, 
vol. I I , 1975, pp. 708-711 y R.E.D.I., vol. X X V I I I , 1975, p. 156-
162); en el mismo sentido ha sido fuertemente criticada la 
Sent, del T. S. de 5 de enero de 1965, que deniega la inmunidad 
de jurisdicción penal a la esposa del Agregado Naval de la Em-
bajada de los Estados Unidos de América en Madrid (Cf. los 
comentarios de E. PECOURT GARCÍA en Rev. Der. Esp. y Amer., 
1965, núm. 9, p. 199 y ss., y de J. D. GONZÁLEZ CAMPOS, R.E.D.I., 
vol. X IX , 1966, pp. 551 y ss.). 
Muy al contrario, la Sentencia del T.C.T. que comentamos 
realiza una aplicación cabal del Derecho diplomático que Es-
paña ha incorporado a su Ordenamiento interno. De este modo, 
en función del art. 58, 2 del Convenio de Viena sobre relaciones 
consulares, en combinación con los arts. 43 y 44.3 del mismo 
texto, los Funcionarios Consulares Honorarios «no estarán so-
metidos a la jurisdicción de las autoridades judiciales y admi-
nistrativas del Estado receptor por los actos ejecutados en el 
ejercicio de las funciones consulares» (art. 43.1 del Convenio). 
Dicha inmunidad de jurisdicción ya no encuentra su fundamento 
jurídico en una idea de «privilegio» de los Funcionarios Con-
sulares, o en la periclitada ficción de la «extraterritorialidad», 
sino en la idea del interés de la función que se desempeña. Como 
dice el propio Preámbulo del citado Convenio (párrafo 5.°), 
«...la finalidad de dichos privilegios e inmunidades no es be-
neficiar a particulares, sino garantizar a las oficinas consulares 
el eficaz desempeño de sus funciones en nombre de sus Estados 
respectivos» (Cf., en el mismo sentido, Ph. CAHIER, Derecho Di-
plomático Contemporáneo, Madrid 1965, pp. 261-266; L. T. LEE, 
Vienna Convention on Consular Relations, Leyden, 1966, pp. 163-
167; y A. MARESCA, Las relaciones consulares, Madrid, 1974, 
pp. 195-200). 
Buena prueba de esta nueva orientación del D. internacio-
nal, asumida por los dos Convenios de Viena sobre Derecho 
diplomático, es que no se consideran las inmunidades de juris-
dicción como algo absoluto. El mismo párrafo 2.° del citado 
art. 43 señala que tal inmunidad no se podrá invocar en el caso 
de contratos que el funcionario consular no haya celebrado como 
agente del Estado que envía, o si se trata de un procedimiento 
civil entablado por un tercero como consecuencia de daños cau-
sados por un accidente de vehículo ocurrido en el Estado re-
ceptor. En definitiva, la inmunidad sólo cubrirá «los actos 
ejecutados en el ejercicio de las funciones consulares». 
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23. Un signo mucho más controvertido tiene la Res. D.G.R.N. 
de 18 de noviembre de 1976, que reafirma la competencia del 
Registro español para inscribir un matrimonio civil celebrado 
en el Consulado de Cuba en Madrid, en estos términos: 
CDO.: 1." Que el matrimonio civil contemplado, celebrado en el Con-
sulado General de Cuba en Madrid... debería inscribirse en el Registro 
Civil español correspondiente al lugar de dicha representación diplomática... 
puesto que, como ha tenido ocasión de señalar la Res. de 22 mayo 1969, 
la antigua idea de extraterritorialidad, como privilegio de los edificios 
que sirven de sede a las representaciones diplomáticas extranjeras, se co-
rresponde hoy, según la doctrina internacionalista, con la noción de inmuni-
dad (art. 22 del Convenio de Viena de 18 de abril de 1961, al que se ha 
adherido España el 21 de noviembre de 1967), la cual presupone el ca-
rácter de territorio nacional de tales edificios. (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1976, núm. 5.157). 
El texto transcrito comete un error de bulto al considerar 
de aplicación al caso el Convenio de Viena de 18 de abril de 
1961 (sobre relaciones diplomáticas), cuando el texto interna-
cional relevante es el Convenio de Viena de 24 de abril de 1963, 
sobre relaciones consulares que, como ya hemos visto, forma 
parte también del Derecho interno español desde 1970. Lo 
más probable es que tal error se haya debido a la cita literal 
de una parte del Considerando 3.° de la Res. D.G.R.N. de 22 de 
mayo de 1969, en la que se trata el problema de la inscripción 
en el Registro español de un matrimonio entre alemanes evan-
gélicos celebrado en la Embajada de la R. F. de Alemania en 
Madrid, en cuyo caso es evidente que se aplica el Convenio 
de 1961 sobre relaciones diplomáticas. (Cf. Anuario de la 
D.G.R.N., 1969, pp. 249-250; igualmente, J . D. GONZÁLEZ CAMPOS 
y J . C. FERNÁNDEZ ROZAS, Prácticas de Derecho internacional 
privado, 7.A ed., Oviedo 1979, pp. 211-212) . 
Por su parte, el art. 5, f) del Convenio de Viena sobre rela-
ciones consulares establece, como una de las funciones consu-
lares típicas, la de actuar como funcionario de registro civil. 
En concreto, están habilitados para celebrar matrimonios en-
tre los nacionales de su país o entre éstos y los de un tercer 
Estado, siempre que la legislación del Estado que envía lo 
autoriza y las leyes y reglamentos del Estado de residencia 
no se oponen (Vid. M. A . AHMAD, L'Institution consülaire et le 
Droit international, París 1973, p. 97 ; igualmente, L. T. LEE, 
Vienna Convention on consular relations, cit., pp. 65-66) . De 
otro lado, el matrimonio consular suele estar sujeto a una serie 
de formalidades posteriores, como son su inscripción en el 
registro consular y en el Registro civil del lugar de residencia 
de los contrayentes en el Estado territorial; así ocurre, por 
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ejemplo, con el Derecho italiano, como pone de relieve A. MA-
RESCA (Las relaciones consulares, cit., pp. 278-279) . En nuestro 
Derecho, por el contrario, la competencia corresponderá al 
Registro Civil del lugar en que esté instalada la Oficina consu-
lar en que se haya celebrado el matrimonio. Como es obvio, 
el trámite de la inscripción en el Registro español del matri-
monio celebrado por la vía consular y su procedencia o no 
conforme al D. español, no afectará a la validez del matrimonio 
desde el punto de vista del Derecho del Estado que acredita, 
bajo el cual se ha celebrado el matrimonio consular. 
Finalmente, es de resaltar el oscuro razonamiento que apor-
ta la Res. D.G.R.N. de 18 de noviembre de 1976, al equiparar la 
noción de «extraterritorialidad» con la de «inmunidad», po-
niéndolo además en boca de la «doctrina internacionalista»; 
todo ello, para concluir que los edificios consulares extranjeros 
en España son territorio nacional. En realidad, esta Resolución 
hereda una incorrección similar de la ya citada Res. D.G.R.N. 
de 22 de mayo de 1969. En todo caso, esta última Resolución 
corrige su error al añadir que la inmunidad de los locales diplo-
máticos «...tiene como exclusiva finalidad la protección de la 
representación extranjera, por lo que no cabe en materias aje-
nas a las exigencias de tal finalidad, dejar de aplicar las nor-
mas relativas al territorio español, y, en particular, la que 
impone que consten en el Registro Civil Español los hechos 
inscribibles —y, entre ellos, los matrimonios— acaecidos en 
tal territorio (art. 15 L.R.C.)» (Anuario D.G.R.N., 1969, p. 2 5 0 ) . 
En efecto, como ya hemos señalado con reiteración, es la idea 
del interés de la función lo que justifica los privilegios e in-
munidades que el D. Diplomático concede a los Agentes diplo-
máticos y sus locales, así como a los Funcionarios Consulares 
y los locales adscritos a este tipo de funciones.—C.V.D. 
V. COMPETENCIA TERRITORIAL DEL ESTADO. 
24. Los problemas derivados del estatuto territorial del 
Estado español se recogen, en la jurisprudencia española de 
1975-76, en dos decisiones de desigual interés. La primera de 
ellas, Sent. T. S. (Sala 3.a) de 31 de enero de 1975 (Ponente: 
Excmo. Sr. D. Enrique Amat Casado) nos pone en contacto 
con la peculiar situación de las denominadas «zonas-francas»; 
dichas parcelas, si bien con un régimen especial a efectos fis-
cales, en modo alguno pueden considerarse que no forman 
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parte del territorio nacional. Así se desprende del razona-
miento de la Sala sentenciadora: 
«...estas zonas sólo serán consideradas como territorio extranjero a los 
efectos fiscales de Aduanas, gozando de una determinada libertad de tráfico 
marítimo terrestre —art. 237 de la Ordenanza de Aduanas, 229 el Regla-
mento citado—, o sea, que la introducción en ellas de mercancías extranje-
ras de importación no prohibida o de las españolas de exportación autoriza-
da y su manipulación industrial será ajena y no sujeta por razón del terri-
torio, a estos derechos de la renta de Aduanas y demás tributos que 
se detallarán, que sólo devengarán en el caso de que estas mercancías 
penetren en territorio español, ya que las españolas pierden con su intro-
ducción en la zona de su nacionalidad; (...) en consecuencia, las Zonas 
de dominio público marítimo, como cualquier otra zona demanial, integran 
en territorio del Estado Español...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, nú-
mero 586). 
Mayor interés ofrece un obiter dictum de la Sent, de la Aud. 
Territ. de Valladolid de 7 de noviembre de 1975, por hacer 
hincapié en la delimitación de los conceptos «España» y «en 
el extranjero» partiendo de una calificación —ciertamente 
simplista— de lo que se considera «territorio nacional» (sobre 
el tema Vid. M. HERRERO RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, «La configura-
ción del territorio nacional en la doctrina reciente del Consejo 
de Estado español», en el Libro Jubilar del Consejo de Estado, 
Estudios de Derecho Administrativo, Madrid, 1972, pp. 357-427 
y, más recientemente, A. REMIRO BROTONS, Territorio nacional 
y Constitución 1978. Madrid, 1978). En un supuesto de impug-
nación de filiación legítima, por la imposibilidad de cohabi-
tación del padre en los plazos fijados por el C. Civ., ya que 
se encontraba en el Sahara, la Aud. afirmó: 
CDO. (4°): Que al utilizar un precepto últimamente citado (art. 113 
del C. Civ.), y en términos contrapuestos las expresiones «España» «o 
fuera de ella», y no las de España y el extranjero, no es la primera equi-
valente al territorio donde rige la legislación nacional, cual sucede en 
el lugar donde se encontraba el actor, sino el concepto geográfico de la 
expresión, que, como dice el diccionario españa, es el de nación de la 
Europa Sudoccidental en la Península Ibérica, y en su interpretación ha 
de atenderse, como dice el art. 3 del título preliminar del CC (texto de 
la Ley 3/73), al espíritu y finalidad de la norma, que admite la aplicación 
analógica de otras en las que se aprecia identidad de razón (art. 4 ° del 
mismo Código), y así, en su art. 1.958, a efectos de prescripción, estima 
como ausente al que reside en el extranjero o ultramar, atendiendo al cri-
terio de la distancia y no de la nacionalidad, equiparando al que reside 
en lugares alejados de España al extranjero, e igualmente en la LEC, en 
sus arts. 555 y 556, respecto del término extraordinario de prueba, dife-
rencia a los que residen en la península, islas adyacentes y posesiones de 
Africa, próximas a la península, de las Canarias o Antillas españolas y Fi-
lipinas; es evidente, pues, que la Ley en su conjunto atiende siempre, para 
el ejercicio de las acciones, a la situación geográfica, y no al concepto 
jurídico de nación, a los territorios donde rija la legislación española, otra 
cosa supondría conceder mejor derecho al que reside en naciones próxi-
mas a España (península) que al que estuviese en territorio de legislación 
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española, pero con alejamiento geográfico de tal magnitud que le impida 
ejercitar su derecho, al igual que el que reside en el espacio peninsular 
o en sus inmediaciones. (R.G.D., 1976, p. 893). 
V I . COMPETENCIA PERSONAL DEL ESTADO. 
25. Con un carácter ciertamente indirecto, tres decisiones 
de la presente crónica hacen referencia a problemas relativos 
a la competencia personal del Estado; en particular, al tema 
de la eventual existencia del vínculo de la nacionalidad entre 
el Estado y ciertos objetos y sus implicaciones en el ámbito 
del Derecho internacional. Nos referimos a la Sent. T. S. (Sala 
3.a) de 14 de mayo de 1976 —Ponente: Excmo. Sr. D. Nicolás 
Gómez de Enterría y Gutiérrez— (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, 
núm. 2.156), a la Sent. T.C.T. de 22 de septiembre de 1976 
—Ponente: l imo. Sr. D. Francisco José Salamanca Martín— 
(Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 3.955) y a la Sent, de 
la Aud. Territ. de Las Palmas de Gran Canaria de 29 de enero 
de 1975 (R.G.D., 1976, pp. 1.114-1.117). 
26. La última de las sentencias referidas nos acerca al 
controvertido apartado de la nacionalidad de los navios a pro-
pósito de la importación de una embarcación deportiva de 
origen extranjero en régimen de franquicia. Ante la liquidación 
practicada por la Administración de Puertos Francos reclamó 
el supuesto perjuidicado sobre la base de una incorrecta apli-
cación de las exenciones concedidas por la Ley de 6 de marzo 
de 1900 —confirmada por la Ley del Régimen Económico 
Fiscal de Canarias de 22 de julio de 1972—. La Audiencia de-
negó la pretensión del actor, afirmando entre otras cosas, 
lamentablemente con un pésimo manejo del idioma, que 
CDO. (3."): Que en orden a la alegación de que la liquidación fuera 
contraria a derecho por aplicación del art. 2° de la Ley de 6 de marzo de 
1900, que confirmaba el carácter de Puertos Francos de las Canarias, en 
cuanto que la embarcación cuestionada no era buque extranjero, o aunque 
lo fuera no llegó a abanderarse en Canarias, cabe decir en los términos 
del Decreto de 20 de junio de 1968 sobre abanderamiento, matrícula y 
registro de buques, no dejan duda sobre la independencia de las opera-
ciones de abanderamiento y pago de derechos arancelarios, tanto porque 
son manifestación de actividades administrativas que obedecen a finalida-
des distintas, así el Decreto de 1968, art. 1.°..., «para estar amparados 
por la legislación marítima...», mientras que el cobro de los derechos 
de arancel es operación fiscal, como porque el art. 24, punto 4, señalado 
como documento a aportar para poder solicitar el abanderamiento de bu-
ques extranjeros, «justificante del pago de los tributos de aduanas (...), 
es decir, tampoco condicionan la liquidación al abanderamiento, o por la 
razón lógica de que una persona pueda ser quien aporte y otra quien vaya 
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a abanderar el buque, pues sea ella que lo va a usar, o porque los barcos 
se pueden importar sin finalidad de abanderamiento, razones que, a su vez, 
aclaran el que la operación de abanderamiento es posterior a la de la im-
portación (R.D.P., 1976, pp. 1.115-1.116). 
Por su parte y resolviendo un problema de competencia de la 
jurisdicción laboral española, la mencionada Sent, del T.C.T. 
(sobre la que se volverá en el apartado relativo al «Derecho 
del mar» ) , habla sin más de la «nacionalidad panameña» de 
una nave. 
Ambas decisiones parten, pues, de la admisión de dos ex-
tremos polémicos tanto desde el punto de vista de la práctica, 
como desde el de la doctrina internacional: A) La naturaleza 
del vehículo existente entre un buque y un Estado determinado; 
B ) La licitud de la competencia discrecional del Estado en 
materia de atribución de la nacionalidad de un buque. Ello 
justifica, a nuestro juicio, la realización de unas sucintas re-
flexiones en la materia. 
27. Así como el tema de la nacionalidad de las personas 
jurídicas generó en el primer tercio del presente siglo una 
abundante y rica polémica doctrinal, el de la nacionalidad de 
la nave fue tradicionalmente admitido por la doctrina interna-
cionalista, vinculándola al uso de un pabellón determinado. 
De ello es buena muestra la Sesión de Venecia del I.D.I. de 
1896 (I.D.I., Annuaire, vol. 15, 1.896, pp. 189 y ss.) y, poste-
riormente, los cursos de la Academia de La Haya de Ch. Du-
PUIS, P. FEDOZZI, A. PEARCE HIGGINS, G. DIENA, J . FOSTER, M. S 0 -
RENSEN, P. BONASSIES..., las monografías de Cl. DEMAUREX (La 
nationalité des navires de mer, Zurich, 1958) o de H. MEYERS 
(The Nationality of Ships, La Haya, 1967) , por solo citar al-
gunas aportaciones destacadas. Dicha posición se refleja, asi-
mismo, en el plano de la codificación y del desarrollo progre-
sivo del Derecho internacional, pues fue el criterio seguido 
por la Primera Conferencia de las N . U . sobre el Derecho del 
mar; concretamente, la Conferencia utilizó el término de «na-
cionalidad» para caracterizar el vínculo que une a un navio 
con el Estado cuyo pabellón enarbola ( U . N . Conference on 
the Law of the Sea, Official records, vol. IV, pp. 64 y ss.; 
Vid. M. R. SIMONNET, La Convention sur la Haute Mer, Paris, 
1966, pp. 56 y ss.; resultan también de interés las observa-
ciones hechas por los Gobiernos en la materia: C.D.I., Anuario, 
1956-11, pp. 15 y ss.); el resultado se recoge en el art. 5 del 
Convenio de 1958 sobre Alta Mar: «Los buques poseen la 
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nacionalidad del Estado cuya bandera están autorizados a 
enarbolar». 
Esta posición tradicional encuentra, en la actualidad, cier-
tas reticencias desde el punto de vista doctrinal. De un lado, 
admitiéndola, ciertos autores se ven obligados a justificarla 
afirmando que la «nacionalidad» es una noción operativa para 
las relaciones internacionales; resulta significativa la posición 
de F. M. FAY, para quien el criterio de la nacionalidad «es el 
medio para resolver la mayor parte de los problemas que se 
plantean a propósito de los navios y de su explotación. Con-
cilia la soberanía y la independencia de los Estados con su 
necesaria colaboración en la reglamentación de los espacios 
marítimos» (Cf. «La nationalité des navires en temps de paix», 
R.G.D.I.P., 1973, pp. 1.077-1.078). En esta misma dirección, pero 
con un planteamiento más jurídico, cabe recordar el razona-
miento que realizase A. D. WATTS —siguiendo a RIPERT— a 
partir de un examen comparativo del criterio de la naciona-
lidad aplicado a personas físicas, personas jurídicas y a los 
navios; según este autor británico, « I t seems that the practice 
of referring to ships as if they possess a legal personality and 
a nationality is too well established for any reforms of lan-
guage to be achieved: it is therefore all the more necessary 
continually to bear in mind that such 'personality' is not real, 
and, in particular, that the so-called 'nationality' which a ship 
is said to possess is only a pseudo-nationality which, while it 
have to be given meaning in some circumstances, cannot be 
treated as identical in nature with the nationality of an indi-
vidual» (Cf. «The Protection of Merchant Ships», B.Y.B.I.L., 
vol. X X X I I I , 1957, p. 55). No obstante, la posición más radical 
en la materia quizá se deba a R . PINTO quien, siguiendo la 
anterior posición afirma que «La prétendue nationalité des 
navires est naturellement une pseudo-nationalité. C'est une fi-
gure de théorique. Mais l'expression a été communement 
adoptée» (Cf. «Les pavilions de complaisance», Journ. dr. int., 
t. 87, 1960, p. 351). Así se expresa en la actualidad la doctrina 
francesa de Derecho internacional privado: LEREBOURS-PIGEON-
NIERE, LOUSSOUARN, BATIFFOL, R . JAMBU-MERLIN, etc., es decir, 
el término nacionalidad aplicable a los navios es una expresión 
cómoda que ha sido incorporada en la práctica. El profesor 
A. MIAJA DE LA MUELA ha recogido puntualmente dentro de la 
doctrina española las consideraciones anteriores con perfiles 
propios; para este autor resulta totalmente inadmisible el 
proceso de personificación en relación con la nave. La nacio-
nalidad de los buques viene impuesta, a su juicio, tanto por 
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razones de seguridad, como de índole fiscal o de carácter eco-
nómico, y si es productora de ciertos derechos su titular es el 
propietario de la nave, pero no ésta (Cf. Derecho internacional 
privado, I I , Madrid, 1979, p. 416). 
Tal es, a nuestro juicio, el sentir de las decisiones que ahora 
se comentan cuando se refieren a la nacionalidad española o 
extranjera de los buques pues, de otra parte, no existe en el 
Derecho español ningún argumento sustantivo para fundar 
jurídicamente tal calificativo. El criterio del «abanderamiento» 
es el que preside toda esta materia a lo largo de una abun-
dante normativa que en ningún momento define la naciona-
lidad de los navios, si bien hace reiteradas alusiones al ca-
rácter «nacional» o «extranjero» de éstos (Vid., inter alia, Ley 
de 28 de octubre de 1837, R.O. de 16 de mayo de 1887, R.O. 
de 15 de octubre de 1894, R. O. de 4 de marzo de 1897, R. O. de 
19 de noviembre de 1898, Ley de 6 de marzo de 1900, R. D. de 
20 de marzo de 1900, Ley de 31 de diciembre de 1905, R.O. 
de 4 de enero de 1906, R. D. de 30 de abril de 1908, R. O. de 
1 de agosto de 1909, R.O. de 15 de septiembre de 1909, R.D. 
de 15 de diciembre de 1909, R. D. de 27 de mayo de 1910, 
R. D. de 13 de octubre de 1913, R.D.—L. de 21 de agosto de 
1925, D. de 24 de julio de 1942, D. de 18 de agosto de 1947, 
Ley de 12 de mayo de 1956; un comentario a estas disposi-
ciones se encuentra en A . VIDAL SOLA, «El abanderamiento de 
buques extranjeros en España», Revista del Instituto de Dere-
cho Comparado, núm. 10, 1958; con posterioridad Vid. D. de 
17 de noviembre de 1966 y, sobre todo, por seguir directamente 
los postulados de la Primera Conferencia de las N. U. sobre 
Derecho del mar, el R. D. de 9 de diciembre de 1977 —B.O.E., 
30-XII-77— y el R.D. de 29 de septiembre de 1978 —B.O.E. 
23-XII-78—). Lo propio cabe decir de la jurisprudencia patria, 
si bien merece destacarse el conocido Real Decreto-sentencia 
del Consejo Real de 24 de junio de 1857 en el asunto de la 
fragata «Valentina» (Col. Leg., t. 73, p. 43). 
28. Si admitimos con todas sus consecuencias el criterio 
de la nacionalidad en relación con los navios, habrá que pre-
guntarse hasta qué punto el Decreto internacional permite que 
sea el Estado el que de forma discrecional se la atribuya. El 
tema nos conduce, como es lógico, al de los denominados 
«pabellones de complacencia» o, si se quiere, al de los buques 
con nacionalidad de los Estados del grupo «Panlinhonco», uno 
de los cuales figura en la Sent del T.C.T. mencionada. Los 
debates que precedieron a la redacción del art. 5 del Convenio 
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de 1958 sobre Alta Mar registran con nitidez las posiciones 
en presencia y el enfrentamiento entre las grandes potencias 
marítimas tradicionales y los Estados Unidos y una serie de 
países bajo su dependencia económica; este último grupo 
propugnaba una absoluta discrecionalidad en cuanto a la atri-
bución de la nacionalidad de los navios, mientras que el otro 
grupo era decidido partidario de que fuesen formulados unos 
criterios de carácter objetivo que ligasen de alguna forma al 
buque con un determinado Estado. En definitiva se propug-
naba la discrecionalidad frente a la efectividad (Cf. J. Touscoz, 
Le principe d'effectivité dans l'ordre international, París, 1964, 
pp. 217-220). No obstante, pese a la incidencia que tuvo el 
razonamiento del T.I.J. en el asunto Nottebohm sobre los de-
bates, el texto que prevaleció fue de equilibrio, con el consi-
guiente beneficio para los pabellones de complacencia. Prueba 
de ello fue el fallo alcanzado por el T . IJ . en el asunto relativo 
a la composición del Comité de seguridad marítima de 
l'O.M.C.I. (CU. Recueil, 1960, p. 171) totalmente favorable a 
los pabellones de complacencia, pese al tenor del art. 5 del 
Convenio sobre Alta Mar de que «ha de existir una relación 
auténtica entre el Estado y el buque». Las reiteradas críticas 
de la doctrina al Dictamen consultivo citado ponen de relieve 
la irregular situación de este tipo de buques, que en relación 
con el Ordenamiento español están causando multitud de pro-
blemas de orden laboral en torno a la competencia de la 
jurisdicción española y a la ley aplicable a los contratos de 
embarque. 
29. En el contexto anterior, resulta a nuestro juicio de 
interés recoger una afirmación de la Aud. Territ. de La Coruña 
—hecha suya por el T. S. en la mentada Sent, de 14 de mayo 
de 1976—. In casu, ante un expediente del Tribunal Central de 
Contrabando por posesión de un camión con características 
distintas a las expresadas en la licencia de importación recu-
rrió el propietario. La Aud. Territ. admitió el recurso —siendo 
confirmado por el T. S.— sobre la base de que 
«...una vez introducido legalmente el vehículo en España, y por con-
siguiente, nacionalizado en virtud de su matriculación, fue objeto de poste-
riores manipulaciones consistentes en el cambio de ruedas, cambio de la 
caja de velocidades, alargamiento del chasis y asentamiento de una caja 
de carga diferente, cambio éste que se hizo con la aprobación de la Dele-
gación de Industria de Madrid...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 
2.156). 
El término «nacionalizado» que emplea la sentencia es de 
poca fortuna pues la cualidad de «nacional» jamás afecta a 
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los vehículos terrestres, pese a su constante empleo en el len-
guaje coloquial. Tampoco es correcto afirmar que la naciona-
lidad viene impuesta por el lugar de la matriculación, con 
un evidente mimetismo con el régimen de las aeronaves. Si 
se utiliza para otro tipo de artefactos, ello se debe a la especial 
naturaleza del medio por donde transitan y por obvias razones 
—lo hemos visto— de operatividad. Prueba de ello es que la 
doctrina, al estudiar el régimen de las cosas «in transitu» dis-
tingue entre medios de transporte sometidos a un estatuto 
vinculado a la ley de su pabellón (buques, aeronaves), y medios 
de transporte que carecen de pabellón, los cuales, a juicio de 
G. FRIEDEL son «biens, tels que les wagons de chemin de fer 
ou les automóviles, dont la fonction méme est de circuler: 
mais s'ils ont fait l'objet en general, d'une immatriculation 
dans un pays determiné, ils ne sont pas dotes d'un statut par-
ticulier tel qu'ils puissent, a priori, échapper á la competence 
de la loi du lieu de leur situation, applicable en principe á 
tous les meubles corporels»; este mismo autor, refiriéndose 
a los automóviles, precisa que éstos «font également l'objet 
d'une immatriculation administrative et leur circulation inter-
national a été réglementée par des Conventions qui leur ont 
attribué una 'nationalité'» (J.-Cl. dr. int., fase. 550, núms. 86 y 
9 0 ) . Las Convenciones a las que alude son, sin embargo muy 
antiguas, pues datan de los inicios de la circulación por ca-
rretera; baste recordar que al examinarlas E. BARTIN colocaba 
un signo de interrogación al lado del término «nacionalidad» 
en los automóviles (Cf. Principes de Droit international privé, 
t. I I I , 1935, núm. 3 7 0 ) . En definitiva, que los vehículos auto-
móviles, como precisase A . ORTIZ ARCE, carecen de un estatuto 
particular que parmita conectarlos con una ley determinada a 
pesar de su matriculación (Cf. la obra dirigida por M. AGUILAR 
NAVARRO, Derecho civil internacional, Madrid, 1975, pp. 677-678) . 
En la sentencia que comentamos, el Tribunal parece refe-
rirse con la expresión «nacionalizado» a que la operación de 
importación del camión se realizó con todos los trámites 
pertinentes, lo que permitió su matriculación en España y las 
posteriores manipulaciones permitidas a los vehículos con esta 
última característica. Prescindiendo de la mayor o menor jus-
ticia en la solución del fallo, lo único que cabe lamentar es 
la imprecisa utilización de un concepto de contenido jurídico 
muy concreto; defecto en el que, por otra parte, no suelen 
incurrir los modernos textos legales, tanto convencionales como 
internos, sobre circulación vial. Estos se limitan a referirse 
a automóviles de fabricación nacional o extranjera, a automó-
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viles procedentes de otras naciones, etc...., procurando no ha-
cer alusión al término «nacionalidad» que, en todo caso, no 
tendría ningún significado en el ámbito del Derecho inter-
nacional. 
30. Dentro de esta rúbrica general es obligado hacer men-
ción de una serie de decisiones de la Sala 2.a del T. S. que nos 
ponen en contacto con la competencia extraterritorial del Es-
tado. En efecto, este último puede ejercer su competencia per-
sonal fuera de su territorio sobre sus nacionales en determi-
nadas situaciones (Vid. por todos, F. A. MANN, «The Doctrine 
of Jurisdiction in International Law», R. des C, t. I l l (1964-1), 
pp. 23-51). Como pusiera de manifiesto el T.P.J.I. en el asunto 
del Lotus, el Derecho internacional no prohibe a un Estado 
«que ejerza jurisdicción, dentro de su propio territorio, en 
relación con cualquier caso referente a actos que hayan ocu-
rrido en el extranjero» (C.P.J.I. Serie A, n.°10, p. 1.819). A este 
respecto debe tenerse en cuenta que el Estado mantiene su 
fuero jurisdiccional en materia penal sobre personas que se 
encuentran más allá de sus límites territoriales en ciertos su-
puestos. Ello, que es una consecuencia del aforismo ius ossibus 
inheret o, si se quiere, del principio de la personalidad de 
la ley penal, se encuentra hoy en franca decadencia en los 
Códigos penales modernos. Consecuentemente se explica la 
escasa acogida que presenta en el Derecho español, ya que 
siempre encontramos tal principio formulado de forma ex-
cepcional y como complemento del principio de base de la 
territorialidad de la ley penal. No obstante, la frecuente comi-
sión de delitos relativos a la familia (muchos de ellos hoy 
suprimidos, felizmente, del Código penal) en el extranjero por 
subditos españoles, ha dado lugar a un relativo incremento 
de estos problemas; a ello responden la Sent. T. S. (Sala 2.a) 
de 22 de octubre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Bernardo 
Francisco Castro Pérez), la Sent. T. S. (Sala 2.a) de 18 de 
diciembre de 1975, del mismo ponente y la Sent. T. S. (Sala 2.a) 
de 15 de diciembre de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Manuel 
García Miguel) (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núms. 3.974 y 
4.860 y 1976, núm. 5.348). El hecho de que las tres decisiones 
no sean examinadas aquí se debe a que su estudio correspon-
de más bien al Derecho internacional privado por un doble 
motivo. De un lado por plantear supuestos de aplicación en 
el espacio de la ley penal (Vid. por todos, E. PECOURT, Derecho 
internacional privado español. Jurisprudencia sistematizada y 
comentada, I, Pamplona, 1976, pp. 208-213), de otro, por sus-
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citar en ocasiones un problema previo de Derecho interna-
cional privado de cuya solución depende la calificación del tipo 
delictivo.—J.C.F.R. 
VIL SITUACIÓN JURÍDICA DEL EXTRANJERO EN EL TERRITORIO 
ESPAÑOL. 
31. Destaca el sector de extranjería por el abultado nú-
mero de decisiones y por la importancia de muchas de ellas. 
Frente a las dos sentencias reseñadas en el período anterior, 
se cuenta ahora con diecisiete fallos, que pueden agruparse 
en las siguientes rúbricas: A) Régimen de entrada de extran-
jeros en el territorio nacional; B) Derechos públicos de los 
extranjeros; C) Situación de los trabajadores extranjeros en 
España, y D) Régimen de las profesiones liberales ejercidas 
por extranjeros. Todos estos problemas serán estudiados a 
continuación por separado. 
32. Como es sabido, el régimen de entrada en el territorio 
de un Estado de los extranjeros es una materia propia del 
«domaine reservé». El Estado es, pues, soberano para deter-
minar discrecionalmente las condiciones generales de la ad-
misión de extranjeros en su territorio, y el corolario de ello 
es que estos últimos están obligados a respetarlas. Dichas 
condiciones se encuentran recogidas para el Derecho español, 
en el Decreto 522/1974, de 14 de febrero, sobre régimen de 
entrada, permanencia y salida de extranjeros del territorio es-
pañol (B.O.E., 27-11-74) que establece todo lo relativo a vías 
de acceso, documentación, actuación aduanera, etc.; sin em-
bargo, a ellas debe añadirse un requisito fundamental recogido 
en el art. 8 del C. Civ.: la obligación de respetar las leyes 
penales españolas desde el mismo momento de la entrada en 
nuestro país. Precisamente la Sent. T. S. (Sala 2.a) de 31 de 
octubre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Jesús Sáez Jiménez) 
tiene el mérito de acercarnos al alcance máximo de las dispo-
siciones referidas. Los hechos sucintos registran lo siguiente: 
El desaparecido Tribunal de Orden Público condenó a un sáb-
dito extranjero como autor de un delito de tenencia ilícita de 
armas a la pena de seis años y un día de prisión mayor; el 
encartado recurrió al T. S. alegando, según se recoge en la 
sentencia, dos motivos, entre otros, de interés para nuestra 
crónica, que, sin embargo, no fueron admitidos por la Sala 2. a: 
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CDO. (3.°): Que igual suerte desestimatoria debe correr el segundo 
motivo también formal que prácticamente, sin base argumental, pretende 
con apoyo procesal en el art. 851 núm. 1." que la resultancia probatoria 
adolece de falta de claridad por no expresar, terminantemente, los hechos 
que se consideran probados, infracción que ciertamente no aparece come-
tida pues si se afirma que entró clandestinamente en España, sin declarar 
su tenencia, una pistola de fabricación extranjera útil y en perfecto fun-
cionamiento con cargadores y cápsulas y carente de documentación habili-
tadora, o cabe duda que se relata el proceder y conducta incriminable del 
acusado de una manera clara, suficiente y bastante en congruente relación 
con la acusación formulada, y con el contenido objetivo fáctico y material 
de la infracción penal enjuiciada, sin que para encuadrar los hechos en 
la tipicidad penal base de la sentencia contrariada, fuere necesario constar 
otros distintos. No faltando claridad al relato de hechos que tampoco es 
omisivo, no se ha cometido la falta formal que sin razón formal se imputaba 
a la sentencia controvertida, lo que consecuentemente acarrea el rechazo 
de esta segunda motivación. 
CDO. (4.°): Que el tercer motivo, primero de fondo, apoyándose en el 
núm. 1." del art. 849 de la Ley afirma indebidamente aplicado el art. 255 
del C. P. estableciendo como fundamentación de la impugnación: a) Que 
no basta que la pistola fuere de fabricación extranjera siendo preciso 
que hubiera sido «ilegalmente» introducida en España, circunstancia que 
se mantiene no concurrente pues a juicio del impugnante no es equiparable 
la «ilegalidad» a la simple omisión de no dar cuenta al trasponer la fron-
tera de la posesión de este arma, b) Que se desconocía por el agente la 
legislación española y la agravación subsidiaria por tratarse de un arma 
fabricada en el extranjero, faltando la voluntariedad necesaria para delin-
quir, c) Que el no dar cuenta de su tenencia no significa una introducción 
clandestina, d) Que por su carencia de antecedentes y no constar su con-
ducta no se puede presumir que la pretendiera utilizar con finalidades 
ilícitas. 
CDO. (5.°): Que tales razonamientos son manifiestamente ineficaces, 
pues el entrar en un país extranjero presupone el deber de cumplir sus 
leyes y específicamente las penales, cuyo desconocimiento no puede excluir 
la responsabilidad consecutiva a su trasgresión, pues a este respecto se 
cuida el art. 8 de nuestro C. Civil. —norma de carácter general— de pre-
venir que las leyes penales, las de policía y las de seguridad pública obli-
gan a todos los que habitan en territorio español, sin que se haga distin-
ción entre nacionales y extranjeros, siendo un principio de convivencia 
internacional y específicamente las penales. Igualmente, es norma general 
también internacional la de declarar en las revisiones aduaneras las armas 
que se introduzcan, suponiendo la omisión de este deber de dación de 
cuenta y declaratorio, la ocultación y la entrada subrepticia y clandestina 
que consiguientemente adviene ilegal. Además, la carencia de documenta-
ción habiUtadora, ni extranjera ni nacional, significa que la tenencia era 
ilícita tanto en España como en su país de origen, por lo cual, recono-
ciéndose que el arma era de fabricación extranjera y habiéndose demos-
trado que la introducción fue ilegal por no declarase su tenencia al en-
trar; el tenerla y mantenerla en España sin guía ni licencia son hechos 
probados indiscutibles que se encuadran perfectamente en el ilícito penal 
base de la condena discrepada, sin que pueda argüirse inaplicado el art. 256 
pues la inexistencia en España de antecedentes penales de un extranjero 
ni su desconocida conducta no son circunstancias que obliguen forzosa-
mente al Tribunal de instancia a aplicar la degradación punitiva que es 
conocidamente facultad discrecional, no imperativa, de los Tribunales de 
instancia y consecuente a tal carácter, no revisable en casación. En resu-
men, introducir, ocultar clandestinamente la pistola en España sin declarar 
su tenencia, esto es, de forma ilegal; ser tenida y mantenida en territorio 
español sin guía y licencia, tratándose de una pistola de fabricación ex-
tranjera ilegalmente introducida en España, supone que se ha cometido, 
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plenamente, el delito previsto en el art. 254 y cualificado en el 255, am-
bos del C. P., y no habiendo incidido el Tribunal «a quo» en el error 
de Derecho que se indicaba, según razonado queda, hay que desestimar 
este tercer motivo y en definitiva el recurso (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1975, núm. 4082). 
Como puede comprobarse, el texto transcrito adolece de 
una censurable falta de claridad en cuanto al relato fáctico 
por su deficiente redacción; sobre todo, en lo concerniente a 
la «entrada clandestina» del arma. Sin embargo, el último 
Considerando presenta un interés especial para la materia que 
nos ocupa y es, de otro lado, revelador del alcance que nuestra 
jurisprudencia —ciertamente escasa en el tema— concede al 
régimen de entrada de los extranjeros. Ello por dos motivos. 
En primer término, por cuanto delimita con precisión que el 
respeto a las leyes penales españolas obliga no sólo desde 
el momento de entrar en nuestro país, sino desde el de la mani-
festación de querer penetrar en el mismo; en esta dirección 
recuérdese que el precepto aplicable —art. 8 del C. Civ.— 
prácticamente quedó inalterado por la reforma del Tít. Prel. 
de 1974, salvo por la sustitución del término «habiten» —que 
emplea aún la sentencia— por el de «se hallen», que reforzó, 
si cabe, la nota de territorialidad (Cf. la Exposición de Motivos 
del Decreto 1.836/1974 y las observaciones al precepto de M. DE 
ÁNGULO en Comentarios a las reformas del Código civil, vol. I , 
Madrid, 1977, pp. 415 y ss. y en Comentarios al Código civil y 
Compilaciones forales, t. I , Madrid, 1978, pp. 127 y ss.); pres-
cindiendo de la nota de Derecho intertemporal inherente al 
fallo, cabe resaltar la iniciativa del juzgador. En segundo tér-
mino, porque para fundamentar su razonamiento el Tribunal 
acude, lo que es poco frecuente en materia de extranjería, al 
Derecho internacional y, en particular, a dos supuestos prin-
cipios que rigen la entrada de extranjeros en el territorio 
nacional: a) Que el penetrar en un país extranjero obliga a 
acatar sus leyes; b) Que hay obligación de declarar en las 
revisiones aduaneras las armas que se pretendan introducir 
en el territorio. Nada cabe objetar al primer principio, pero 
merece hacer unas consideraciones en torno al segundo. En 
efecto, la situación generada por el fallo no es sino una conse-
cuencia del deficiente control en la admisión de extranjeros 
que se observa en las fronteras españolas; esta práctica, que 
venimos frecuentemente criticando (Cf. J. C. FERNÁNDEZ ROZAS, 
en Lecciones de Derecho internacional privado. Derecho de 
la nacionalidad. Derecho de extranjería (J. D. GONZÁLEZ CAM-
POS, ed.), Oviedo, 1979, pp. 144 y ss.), en modo alguno responde 
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a postulados liberales, sino a una negligencia administrativa 
fácilmente subsanable. Ello no sólo provoca situaciones de in-
seguridad jurídica («presencias irregulares»), sino casos —como 
el comentado— de verdadero peligro para la seguridad ciu-
dadana. 
33. En función de su cualidad de persona humana, el ex-
tranjero puede, en principio, gozar en el país de acogida de 
los servicios públicos que el Estado establece para sus nacio-
nales. Dicha regla ha sido confirmada por la doctrina, afir-
mándose que existen una serie de prestaciones que cubren las 
necesidades vitales del hombre y cuya negación sistemática al 
extranjero equivaldría a negar su personalidad civil (J. MAURY, 
P. LAGARDE, etc....). Si bien esta regla de base admite excep-
ciones, distinguiéndose entre necesidades «vitales» y «relati-
vas» ( H . BATIFFOL), el ámbito de estas últimas tiende en la 
hora actual a restringirse, observándose una progresiva exten-
sión de servicios públicos a los extranjeros en virtud de dos 
factores: a) La acción de la normativa internacional de dere-
chos humanos; ciertamente, como ha resaltado R. BYSTRICKY, 
los vínculos jurídicos de pertenencia a un Estado (nación) han 
prevalecido siempre sobre la solidaridad humana, sobre la 
pertenencia a la unidad inherente a la raza humana, pero esta 
situación tiende hoy a superarse (Cf. «Droit international privé 
et droits de l'homme (Principes et regles)», Liber Amicorum 
A. F. Schnitzer, Ginebra, 1979, pp. 58-59). b ) La acción de los 
convenios internacionales, principalmente bilaterales, de esta-
blecimiento. 
Como hemos señalado en otro lugar, el Derecho español, 
sobre todo tras la Constitución tiende a extender este campo 
(por ejemplo en materia de educación: art. 27), pero dicha 
ampliación no afecta a los beneficios de la seguridad social, 
por estar estos vinculados en nuestro Ordenamiento a una 
relación laboral. Consecuentemente, el principio de equipara-
ción entre el extranjero y el nacional en la materia quiebra a 
favor del principio de reciprocidad (art. 7, 4.° de la Ley de 
Bases de Seguridad Social de 1966). Tal es el sentir de la 
Sent. T.C.T. de 9 de mayo de 1975 (Ponente: l imo. Sr. D. Julio 
de la Cueva Vázquez), a cuyo tenor: 
CDO. (2.°): Que el núm. 4 del art. 7.° de la Ley de Seguridad Social, 
con las excepciones que el mismo previene establece que en cuanto a 
los subditos de los países no incluidos en éstos se estará en relación a los 
efectos del sistema de Seguridad Social a lo que dispongan los Convenios 
o acuerdos ratificados o suscritos al efecto o a cuanto les fuera aplicables 
en virtud del principio de reciprocidad expresa o tácita; y así en el 
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orden de la afiliación del subdito italiano, hoy fallecido, al régimen de 
autónomos o por cuenta propia, cuya finalidad no se discute, disponiendo 
el Convenio entre España e Italia firmado el 21 de julio de 1956, ratificado 
el 4 marzo 1958, que el mismo se aplicará a las «legislaciones relativas» 
entre otras, a los seguros de invalidez y vejez, así como a los regímenes 
especiales para determinadas clases de trabajadores por lo que respecta a 
los riesgos y prestaciones cubiertos por las legislaciones indicadas, como 
también en lo referente al Mutualismo Laboral, y estableciendo en dicho 
art. 2° del Texto del Convenio, que será necesaria la oposición expresa 
dentro del plazo de tres meses para que caso de producirse una extensión 
del campo de aplicación de los regímenes existentes a nuevas clases de 
trabajadores, no abarque a los subditos italianos, decisión inexistente, que 
motiva deba comprenderse, dentro de la aplicación recíproca, a los tra-
bajadores autónomos incluidos en el régimen especial establecido por el 
Decreto de 20 agosto 1970, que desarrolla la Orden de 24 de septiembre 
de igual año y por ello el fallecido esposo de la demandante, al margen 
de que ya existiera protección para dicha clase de trabaajdores a través 
de la anterior regulación a virtud del Decreto núm. 23/1960 y Orden 
de 30 mayo 17962, confirmándose así el criterio de esta Sala expresado 
en las SS. de 30 octubre y 3 noviembre 1971 y 18 enero 1975, lo que 
obliga a estimar el motivo y en definitiva el recurso, revocando la senten-
cia de Instancia y admitiendo el derecho que tenía el fallecido, esposo 
de la recurrente, a ser afiliado en el momento de su solicitud en 9 mayo 
1973, a cuya resolución no se opone el contenido de la sentencia de 26 
26 junio 1973, en cuanto reconoce el impugnante hace referencia a un 
subdito belga, en relación con cuya distinta nacionalidad es aplicable el 
convenio establecido con Bélgica el 28 noviembre 1956, que norma la 
cuestión con distinta matización. (Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, 
núm. 2295). 
En términos similares se expresa la Sent. T.C.T. de 18 de enero 
de 1975 (Ponente: l imo. Sr. D. José M. a Pozancos Burgos), 
mencionada en el texto anterior, que plantea un supuesto 
similar: 
CDO.: Que en los dos únicos motivos del escrito de recurso formu-
lado por la Mutualidad demandada, referentes al examen del derecho apli-
cado en la sentencia combatida, al amparo del núm. 1 del art. 1.952 del 
Texto de Procedimiento Laboral de 17 agosto 1973, que por su íntima 
conexión se estudian conjuntamente, se acusa infracción por interpreta-
ción errónea y aplicación indebida de los incisos a) y b) del párr. 2 del 
art. 2." del Convenio sobre Seguros Sociales entre España e Italia, cuyo 
Instrumento de Ratificación se expidió el 24 enero 1957, e infracción por 
interpretación errónea del art. 4.°, núm. 2 del D. de 20 agosto 1970, y 
del art. 3.°, núm. 2 de la O. de 24 de septiembre del mismo año, ex-
poniendo las alegaciones que estima adecuadas en apoyo de la tesis que 
sustenta. Ahora bien, previniendo el núm. 2 del art. 4." del D. 2530/ 
1970, de 20 agosto, por el que se regula el Régimen Especial de la Segu-
ridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, en lo 
concerniente a su inclusión en el mismo que, «respecto a los subditos 
de otros países se estará a lo dispuesto en el núm. 4 del art. 7° de la 
Ley de Seguridad Social y demás normas en la materia», y en el mentado 
núm. 4, que «con respecto a los subsidios de los restantes países —exclui-
dos los hispanoamericanos, andorranos, filipinos, portugueses y brasileños— 
se estará a lo que se disponga en los Convenios o Acuerdos Rectificados 
(sic) o suscritos al efecto o a cuanto les fuera aplicable en virtud de 
reciprocidad tácita o expresamente reconocida», habida cuenta que la Ley 
de Seguridad Social de 21 abril 1966 incluye dentro del campo de apli-
cación del Sistema de la Seguridad Social a los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, ha de entenderse, que los aludidos Convenios o 
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Acuerdos afectan a esta clase de trabajadores, aun cuando se hallen com-
prendidos en el indicado Régimen Especial y al margen de que con ante-
rioridad existiesen las Mutualidades Laborales de Trabajadores Autóno-
mos objeto de protección; ello sentado, habrá de estarse en el orden deba-
tido, respecto a si un trabajador autónomo de nacionalidad italiana —cuya 
condición de tal no se discute— puede o no afiliarse al anotado Registro 
Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, lo que esta-
blezcan sobre el particular los mentados (sic) Convenios o Acuerdos, y 
habida cuenta, que el Hispano-italiano suscrito en 21 julio 1956, ratifi-
cado por Instrumento de 24 enero 1957, en su art. 1.°, párr. 1.°, establece 
que «los subditos españoles en Italia y los subditos italianos en España 
quedan sujetes a las Leyes de Seguros Sociales especificadas en el art. 2°, 
aplicables respectivamente en Italia y en España y se beneficiarán de las 
mismas en idénticas condiciones que los nacionales de cada uno de los 
países», y en su párr. 2° que «a los fines del presente Convenio se con-
sideran trabajadores, tanto a las personas que presten trabajo retribuido 
bajo la dependencia ajena, como aquellas otras a quienes alcancen los 
beneficios de las legislaciones especificadas en el art 2° aplicable a cada 
caso en uno u otro país»,*entre los que han de incluirse, por cuenta propia 
o autónomos, siendo así que no consta oposición de niguno de los Estados 
contratantes a tal extensión en la conceptuación de trabajadores, dentro del 
plazo de tres meses que a tal objeto concede el párr. 2, a) del art. 2." del 
Instrumento de Ratificación publicado en el Boletín Oficial del Estado de 
15 marzo 1958 (obrante en autos), deviene claro, tiene derecho el accio-
nante a figurar como afiliado en el tan repetido Régimen Especial de Tra-
bajadores por Cuenta Propia o Autónomos, como así ya lo declararon 
para supuestos análogos, las sentencias de este Tribunal de 30 octubre y 
3 noviembre 1971. (Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 222). 
También refiriéndose al régimen de Seguridad Social de 
los trabajadores italianos en España, la Sent. T.C.T. de 16 de 
junio de 1975 (Ponente: l imo. Sr. D. Julio de la Cueva Váz-
quez) alude al expresado régimen de reciprocidad en conside-
raciones tan similares a las reproducidas, que omitimos (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1975, núm. 3.140). Lo propio cabe 
decir de otra decisión del mismo ponente, esto es, la Sent. 
T.C.T. de 26 de febrero de 1976 (Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 
1976, núm. 1.066). No obstante, y dentro de la misma rúbrica 
—Seguridad Social de trabajadores italianos—, merece resal-
tar la Sent. T.C.T. de 12 de enero de 1976 (Ponente: l imo. Sr. 
D. Antonio Ruiz-Jarabo y Baquero), por introducir en el plan-
teamiento la normativa internacional de los derechos huma-
nos, pieza clave, como vimos, en la materia ahora examinada. 
En concreto el Tribunal alude al Convenio de 1 de julio de 
1949 sobre trabajadores migrantes (revisado) de la O.I.T., 
núm. 97 (B.O.E. 7-VI-67; Vid. N. VALTICOS, Derecho interna-
cional del trabajo, trad, española a la ed. francesa de 1970, 
Madrid, 1977, núm. 560), el cual, curiosamente y pese a su 
aplicabilidad en todos estos supuestos, había sido siempre 
omitido. La sala sentenciadora, aparte de mantener idénticas 
consideraciones a las transcritas, manifestó respecto al citado 
texto internacional lo siguiente: 
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CDO. (2.°): Que cuantas razones se exponen en el escrito de recurso 
para justificar la infracción que se denuncia, del Convenio núm. 97 de 
21 de julio de 1949 de la Organización Internacional del Trabajo, ratifi-
cado por España mediante instrumento de 23 de febrero 1967 depositado 
en Ginebra el 21 marzo del mismo año, del núm. 4 del art. 7 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado por Decreto 
de 30 mayo 1974 y del art. 4 del Decreto de 20 agosto 1970, plantean 
el fundamental problema de determinar, si los trabajadores de nacionalidad 
italiana, que desarrollan su actividad por cuenta propia en España, pueden 
y deben afiliarse a las Mutualidades de Trabajadores Autónomos; y si 
bien es cierto, como se sostiene en la resolución impugnada, que el Con-
venio núm. 97 de la Organización Internacional del Trabajo, no justifica, 
por sí solo, el derecho de este sector Laboral para acogerse a las normas 
sobre Seguridad Social que pudieran ampararles cuando se encuentren en 
país distinto del de su naturaleza, si se tiene en cuenta que el núm. 4 
del art. 7 del texto refundido de 30 mayo 1974, después de equiparar 
a los españoles, a los hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorra-
nos y filipinos, a efectos de la protección que dispensa la Seguridad So-
cial, establece que, «respecto a los nacionales de otros países se estará 
o lo que se disponga en convenios o acuerdos ratificados o suscritos al 
efecto o a cuanto les fuera aplicable en virtud de su reciprocidad tácita 
o expresamente reconocida» y que el art. 4 del Decreto 2530/1970, de 20 
agosto, regulador del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Tra-
bajadores por cuenta propia o autónomos, se remite, a estos efectos, al 
referido art. 7, resulta patente que, para resolver el tema planteado, habrá 
de estarse a las normas contenidas en el Convenio entre España e Italia 
firmado el 21 de julio 1956 y ratificado el 4 marzo 1958. (Aranzadi, Rep. 
Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 62). 
El texto reproducido ofrece una relevancia especial por cuanto 
establece con precisión los límites del sistema en 1976 —an-
tes de que la crisis económica dejase sentir sus efectos en 
España— y la prácticamente nula eficacia de la normativa 
internacional de derechos humanos en la materia. Esta —el 
propio T.C.T. lo admite— por si sola no bastaba para funda-
mentar el derecho a la seguridad social de los extranjeros. 
Ante esta posición, es lícito preguntarse: si tal derecho deri-
vaba tan solo de la reciprocidad —salvo la excepción del 
art. 7, 4.° del texto refundido de 30 de mayo de 1974— ¿qué 
operatividad tenía el Convenio de la O.I.T.? A nuestro juicio 
solamente programática; con él se enriquecía, a lo más, el 
razonamiento del juzgador cuyo objetivo ya estaba preesta-
blecido, pero la regla de base —reciprocidad— permanecía ina-
movible. La prueba la tenemos en que la referida equiparación 
a hispanoamericanos, portugueses, etc.... en la actualidad ha 
quedado eliminada. Un elemento más en contra del principio 
de igualdad proclamado como regla de base del sistema espa-
ñol de extranjería en los arts. 27 del C. civ. y 15 del C. de 
Com., y un argumento más en favor de la extraordinaria am-
pliación del principio de reciprocidad sobre el mismo. 
Pero un paso más en el razonamiento anterior da, sin duda, 
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la Sent. T. S. (Sala 4.a) de 6 de mayo de 1976 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. José Luis Ruiz Sánchez); por dos razones. En primer 
lugar, porque va a justificar la reciprocidad en materia de 
seguridad social en las propias normas del Derecho interna-
cional público. En segundo lugar, por la evidente confusión 
que existe en la decisión referida de los términos «equipara-
ción» y «reciprocidad». En efecto, contra una sanción impues-
ta por la Inspección de Trabajo a un Director de una Escuela 
de Lenguas, por no haber liquidado las cuotas de Seguridad 
Social correspondientes a cinco trabajadores (un español, un 
inglés, un sudafricano y dos belgas) que prestaban en ella sus 
servicios, recurrió aquél. El T. S. desestimó el recurso afir-
mando entre otros motivos: 
CDO. (2.°): Que en la Base 2.a de la Ley 193/1963, de 28 de diciem-
bre, de Bases de la Seguridad Social, expresamente se incluyen en el campo 
de aplicación «a los subditos de los restantes países» y «se estará a lo 
que disponga en los Convenios o Acuerdos ratificados o suscritos al efecto 
o a cuanto les fuere aplicable en virtud de reciprocidad tácita o expre-
samente reconocida», principio, éste, de reciprocidad que tiene su natural 
anclaje en el ámbito de las normas rectoras de puro Derecho Internacional, 
reconocido en e Icampo de la Seguridad Social y recogido también en el 
art. 7-4, último inciso del mismo Decreto 907/1966, de 21 abril, por el 
que s.e aprobó el texto articulado I de la Ley de Bases antes citada, cuya 
efectividad y eficacia jurídica de aplicación y desenvolvimiento por la reso-
lución de la Dirección General de fecha 15 abril 1968, que en su apar-
tado 1-a dispone que «los trabajadores inmigrantes que se encuentran 
legalmente en el territorio español, sin discriminación de la nacionalidad, 
raza, relizión o sexo, sin perjuicio de lo establecido en Convenios o 
Acuerdos Internacionales para la conservación de derechos adquiridos o 
en curso de adquisición» se equiparan a los españoles y aun cuando la 
referida resolución es puesta en duda respecto a su valor y eficacia, hemos 
de tener en cuenta que en la Orden de 28 diciembre 1966, dictada al 
amparo de lo prevenido en la Dirección Final Tercera del Decreto 907/ 
1966, de 21 abril, en su art. 1.°, 4, b) inciso último, dispone que «la 
reciprocidad se entenderá reconocida, en todo caso, respecto de las con-
tingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales», ahora 
bien, la equiparación a los españoles se deriva de la acordado en el Con-
venio de la Organización Internacional de Trabajo núm. 97, sobre tra-
bajadores migrantes, ratificado por España mediante Instrumento de 23 
febrero 1967, de modo que a los efectos de lo dispuesto en el art. 7.° de 
la Ley de Seguridad Social de 21 abril 1966, los extranjeros, sin discrimi-
nación de nacionalidad, raza religión o sexo, se equiparan a los españoles, 
y esta situación perfectamente definida, nos conduce a la desestimación 
de la demanda en base a la aplicación no sólo del principio reconocido 
de reciprocidad tácita, sino a las normas de carácter expreso expuestas 
anteriormente. (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 2542). 
Este razonamiento es absolutamente incongruente con el 
efectuado por el T.C.T. en la decisión anteriormente repro-
ducida. Una lectura apresurada del mismo podría echar abajo 
nuestras anteriores conclusiones y colocar en un plano distinto 
—que objetivamente le corresponde, por otra parte— a la 
DE DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 493 
normativa internacional de los derechos del hombre. Pero este 
no parece ser el sentir del T. S.: de un lado, porque se omite 
que la citada resolución de 15 de abril de 1968 contiene no-
tables excepciones (trabajadores por cuenta propia, trabaja-
dores fronterizos, artistas y trabajadores del mar) al principio 
de equiparación en favor del de reciprocidad (B.O.E., 6-V-68); 
de otro, porque, curiosamente, va a ser en el fallo del Tri-
bunal la equiparación la que fundamente la regla de la reci-
procidad tácita utilizada. No obstante debe resaltarse en lo 
que vale el obiter dictum que establece que la equiparación a 
los españoles en materia de seguridad social «se deriva de lo 
acordado en el Convenio de la O.I.T., núm. 97», pues puede 
conducir en el futuro a un desarrollo progresivo de la juris-
prudencia en esta materia. 
34. La actual etapa de crisis económica por la que atra-
viesan los países de economía de mercado, como derivación de 
la escasez energética, encuentra una nítida proyección en el 
sector de extranjería y, en particular en el régimen de los 
trabajadores extranjeros. Desde una perspectiva comparada 
ya se ha dejado constancia en páginas anteriores de la aplica-
ción de la normativa restrictiva de mano de obra extranjera 
en países de tradicional acogida de trabajadores foráneos —la 
aplicación reiterada por parte de nuestros Tribunales de los 
Convenios bilaterales sobre seguro de desempleo es una buena 
muestra de ello— (Vid., desde la perspectiva francesa, el Co-
loquio de la S.F.D.I. en Clermont-Ferrand, Les travailleurs 
étrangers et le droit international, Paris, 1979). Desde una posi-
ción interna, baste referirse a las últimas disposiciones limi-
tativas en la materia, tales como el R. Decreto 1.874/1978, de 
2 de junio, sobre concesión y renovación de permisos de tra-
bajo y permanencia y autorizaciones de residencia de extran-
jeros (B.O.E., 10-VIII-78) o la Orden de 4 de octubre de 1979, 
por la que se regula la concesión de permisos de trabajo de 
validez restringida a extranjeros (B.O.E., 8-X-79), o a la más 
reciente orientación jurisprudencial. Desgraciadamente ha de 
esperarse a una situación de crisis económica para comprobar 
los auténticos límites de un sistema de extranjería y con mayor 
razón en los que, como el español, parten de la base de una 
hipotética equiparación respecto de los nacionales. En efecto, 
pese al proceso de internacionalización que por vía conven-
cional bilateral —ciertamente no muy acusado en España— se 
ha realizado, y pese a la acción de la normativa internacional 
de derechos humanos, los resultados alcanzados han quedado 
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seriamente lesionados por influencia de la crisis. Es fácil en 
un período de estabilidad económica propugnar la igualdad 
del nacional con el extranjero e, incluso, utilizar para funda-
mentarla —lo hemos visto en el parágrafo anterior— princi-
pios que la práctica internacional ha ido decantando, pero 
difícil llevarla a cabo. Prueba de ello es la política seguida por 
las autoridades españolas de extranjería en los últimos tiempos 
y que puede resumirse como sigue: la ignorancia consciente 
o, si se quiere, tolerancia, de la presencia de extranjeros en 
nuestro territorio que residían de forma estable. Ello debido 
a varios factores como a la ya aludida ineficacia en el control 
de entrada, deficiencia en los censos de extranjeros, inexisten-
cia de una organización adecuada en materia de extranjería, 
inoperante práctica administrativa en la materia, etc....). Esta 
situación se recoge puntualmente en la Sent. T. S. (Sala 6.a) 
de 27 de octubre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. José M. a Se-
rrano Bulnes), la cual, refiriéndose a Ceuta y Melilla afirmó 
—en contra de reiterada jurisprudencia— que en ambas 
ciudades 
«...en donde desde tiempo inmemorial vienen trabajando con auto-
rización o sin ella, millares de subditos marroquíes, a quienes siempre se 
les ha aplicado la legislación social española, ya que de lo contrario supon-
dría que empresas desaprensivas tuviesen una mano de obra barata, lo 
que en definitiva iría en contra de los propios trabajadores españoles 
residentes en dichas ciudades, aplicándose a todos ellos la L.C.T. y las 
Reglamentaciones u Ordenanzas aplicables a las distintas actividades em-
presariales, sin discriminación, alguna por razón de raza, religión o nacio-
nalidad, y sin que sea aplicable al presente caso la doctrina contenida 
en las sentencias del T.C.T., Sala 2.a, de 26 junio 1974 y 13 de noviem-
bre del mismo año [Vid. este A.D.I., vol. I l l , 1976, pp. 595-599], por 
tratarse de supuestos de hecho diferentes, ya que las sentencias se refieren 
a subditos marroquíes que habían inmigrado clandestinamente, y en el 
presente caso, como ya se ha dicho anteriormente, el actor reside en la 
ciudad de Melilla desde hace mucho tiempo, teniendo su domicilio en 
dicha ciudad, por todo lo cual es procedente desestimar el recurso, con-
firmar la sentencia de instancia y condenar a la empresa demandada...». 
(Aranzadi, Rep. jurispr., 1975, núm. 4604). 
El fallo sorprende por su carácter progresista no sólo en el 
contexto general descrito, sino en relación con la propia pecu-
liaridad del municipio de Melilla (Vid. la Sent. T. S. (Sala 4.a) 
de 5 de mayo de 1965 y la Nota de J. D. GONZÁLEZ CAMPOS en 
R.E.D.I., vol. XX, 1967, pp. 478-486), pero de esto nos ocupa-
remos más adelante. Sirva ahora tan solo para ilustrar la 
forma en que se conseguía mano de obra barata y nulas 
reivindicaciones sociales sobre la base de una «estancia irre-
gular» (carencia de permiso de trabajo) permitida. Todo ello 
en contra del espíritu de las disposiciones en la materia (prin-
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cipalmente el Decreto 1.870/1968, de 2 7 de julio), a lo que debe 
añadirse la reforma del Código Penal de 15 de noviembre de 
1971, en cuyo art. 499, bis, núm. 3, inciso último, se castigaba 
a los que propiciasen las migraciones laborales fraudulentas 
aunque de ellas no se derivasen perjuicios para los trabaja-
dores (en la línea de la Ley de emigración de 2 1 de julio 
de 1971) . 
Pero la crisis económica ha hecho variar la tónica de tole-
rancia de los últimos años, a lo que ha venido a añadirse la 
progresiva presencia de nacionales procedentes del cono sur 
de América cuya ideología, pese a los preceptos constituciona-
les, no parece concordar con el concepto de «orden público» 
presente en quienes expiden los certificados de buena con-
ducta. No es casual la aparición de disposiciones sumamente 
restrictivas como, aparte de las aludidas, el Decreto 522/1974, 
de 14 de febrero, ni su frecuente aplicación por los Tribunales 
de justicia ni, mucho menos, la actual práctica gubernativa en 
la materia. Tampoco es casual —se ha comprobado en el pará-
grafo anterior— la eliminación en materia de permiso de tra-
bajo, del régimen de privilegio que hasta entonces disfrutaban 
los nacionales de países hispanoamericanos, portugueses, bra-
sileños, andorranos y filipinos en virtud de la Ley 118/1969, 
de 30 de diciembre y de la Orden de 15 de enero de 1970. In-
cluso, tras la aprobación de la Constitución se ha llegado a 
soluciones límites como la de suspender los efectos de ésta 
en materia de extranjería sobre la base del «vacío legal» (Cf. 
Circular núm. 1/1979, de 12 de enero del Fiscal General del 
Estado sobre adecuación del ordenamiento jurídico a las nor-
mas constitucionales —Bol. Inf. M.° Justicia, núm. 1.156, 1979, 
p. 6 2 — y las observaciones de J. C. FERNÁNDEZ ROZAS, loe. cit., 
pp. 155 y ss. y de P. A. FERRER SANCHÍS, «Nuevas perspectivas 
del Derecho español tras la Constitución», Boletín (U.N.E.D.), 
núm. 5, 1979 —en prensa—). 
No obstante, hay que admitir que el grueso de las deci-
siones del período objeto de la presente crónica aún no regis-
tran los efectos de la crisis, si bien se abre una vía restrictiva 
a mediados de 1976. Más bien existe una línea de equilibrio: 
A) En efecto, aparte de la mencionada Sent. T. S. (Sala 4.a) 
de 27 de octubre de 1975, una línea favorable a los intereses 
de los trabajadores extranjeros viene marcada por la Sent. 
T.C.T. de 30 de abril de 1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Luis San-
tos Jiménez Asenjo): un subdito sirio prestaba sus servicios 
como vigilante en un Camping español, siendo atacado por 
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cuatro individuos que le lesionaron un brazo; la empresa se 
negó a calificar tal hecho como accidente de trabajo en base 
a que el trabajador carecía de permiso de trabajo y, como 
consecuencia de ello, por causa sólo a él imputable, no estaba 
dado de alta en la Seguridad Social, ya que el contrato de 
trabajo era nulo. El T.C.T., sin embargo, no aceptó la tesis 
de la empresa, afirmando: 
CDO. (2.°): Que si bien para que un extranjero pueda trabajar en 
España necesita además de la autorización de residencia o permanencia en 
España, hallarse en posesión de un denominado permiso de trabajo que 
se expide y renueva por el M.° de Trabajo, el art. 46 del D. de 27 
julio 1968, establece que se sancionará en su grado máximo al empresario 
que autorizara la iniciación del trabajo de un extranjero sin haber obtenido 
previamente el correspondiente permiso de trabajo, con lo que la nacio-
nalidad no opera en nuestro ordenamiento jurídico positivo, y respecto 
del contrato de trabajo, como una circunstancia modificativa de la capa-
dad, sino como una condición que limita la aptitud para trabajar, de lo 
que se deduce que el contrato así celebrado no sea nulo sino sólo anulable, 
con las consecuencias establecidas en el art. 55 de la L.C.T., pudiendo 
exigir el trabajador por el trabajo que ya hubiere prestado, la remune-
ración consiguiente a un contrato válido, y, es diferente que el trabaja-
dor extranjero no tenga regularizada su situación personal al carecer de 
carta de trabajo y permiso de residencia, pues estos son detalles pura-
mente gubernativos que no pueden afectar a las relaciones humanas, dere-
chos y obligaciones que vinculan a las partes... (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
T.C.T., núm. 2237). 
En una dirección similar, la Sent. T.C.T. de 7 de octubre de 
1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Juan Antonio Cruz Requejo), ad-
mite los beneficios del seguro de desempleo de un trabajador 
marroquí, que si bien figuraba como afiliado y en alta en la 
Seguridad Social, carecía de permiso de trabajo. Ante el recurso 
interpuesto por el I.N.P. el T.C.T. estimó que: 
«...a tenor de lo dispuesto en el art. 6.°, núm. 3.°, del Título prelimi-
nar del C. Civil, según redacción dada por Decreto de 31 mayo 1974, el 
acto contractual aludido no es nulo de pleno derecho, ya que en la pro-
pia disposición administrativa invocada se establece «un efecto distinto 
para el caso de contravención», cual es la sanción pecuniaria meritaria 
(sic), y de ello deriva que al no ser nulo el contrato de trabajo lo es la 
relación jurídica del demandante con la Seguridad Social, por lo que no 
cabe privarle de las prestaciones de ésta, y en su consecuencia es proce-
dente desestimar el recurso y confirmar la sentencia de instancia». (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 4335). 
Finalmente, y con una referencia expresa al asunto del traba-
jador sirio mencionado, la Sent. T.C.T. de 2 de noviembre de 
1976 (Ponente: l imo. Sr. D. José M. a Cabrera Claver) admitió 
los derechos de un trabajador marroquí que no sólo carecía 
de permiso de trabajo sino, también, de permiso de residencia, 
apreciando que dichas circunstancias no pueden considerarse 
como determinantes 
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«...de la nulidad del contrato de trabajo sino sólo de su anulabiliadd, 
por no constituir dichos permisos requisitos de capacidad jurídica, sino 
condición externa al contrato, y su falta no puede privar al trabajador de 
contraprestación por los servicios efectuados, aún en el caso de que el 
contrato sea anulado, según la misma L.C.T. prevé en su art. 55, ni podría 
ser invocada eficazmente por el empresario que fue el primero en no 
cumplir con sus obligaciones en aquella materia, para eludir su respon-
sabilidad en el campo de la Seguridad Social...». (Aranzadi. Rep. Jurispr. 
T.C.T., 1976, núm. 4938). 
Cuatro supuestos, pues, que con características muy similares 
contemplan la situación de tres trabajadores marroquíes y uno 
sirio, no sólo ante la propia empresa, sino ante el I.N.P., 
pero que es apreciada por los Tribunales españoles dado su 
carácter fáctico en un sentido positivo. 
B) Pero no es ésta, sin embargo, una tendencia unánime 
en la jurisprudencia del período estudiado. En primer lugar, la 
Sent. T.C.T. de 9 de julio de 1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Félix 
de las Cuevas González) rechazó la demanda en reclamación 
por despido de un trabajador extranjero con permiso de tra-
bajo de validez restringida, por haber expirado éste (Aranzadi, 
Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 3.872). En segundo lugar, y en 
franca contraposición con la orientación anteriormente repro-
ducida, la Sent. T.C.T. de 24 de noviembre de 1976 (Ponente: 
l imo. Sr. D. Eduardo Pardo Unanua), rechazó la demanda 
por despido interpuesta por unos trabajadores extranjeros 
alegando: 
CDO. (2.): Que como se sostuvo por esta misma Sala en anteriores 
ocasiones (SS. de 26 junio y 13 noviembre 1974), las circunstancias con-
currentes en los accionantes de carecer de pasaporte, autorización de resi-
dencia y permiso de trabajo, según se recoge, literalmente en el Resultando 
de hechos probados de la Sentencia atacada, evidencian que sus relacio-
nes laborales con la demandada se establecieron contraviniendo lo dispuesto 
sobre la materia en el D. de 27 julio 1968, y en su caso, el de 29 agosto 
1935 que cita la recurrente en el segundo de los motivos, siendo por tanto 
nulas a contravenir la normativa legal, según resulta de cuanto dispone 
el art. 10 de la L.C.T. en relación con el 6-3.° del C. Civil, de plena 
aplicación por su inserción en el Título Preliminar de dicho Cuerpo legal. 
(Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 5471). 
Con tal razonamiento en torno a los distintos niveles del esta-
blecimiento (a los que nos referimos en nuestra anterior cró-
nica: pp. 595-596) la Sala sentenciadora parece señalar los 
límites del régimen de extranjería respecto a la nulidad del 
contrato de trabajo; es decir, la ausencia del primer nivel 
es, a su juicio, la causa determinante. Ello, sin duda, es discu-
tible y contrario al espíritu de las decisiones hasta ahora exa-
minadas; no obstante, concuerda con la actual tendencia en 
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la materia, tras el R. Decreto 1.874/1978. Finalmente, la Sent. 
T.C.T. de 20 de diciembre de 1976 (Ponente: l imo. Sr. D. Ju-
lián-Angel Aviles García), marca el punto culminante de la 
posición regresiva en materia de régimen de trabajadores ex-
tranjeros, pues va a partir del tercer nivel (permiso de trabajo) 
y, en concreto, de su carencia, para negar una prestación de 
desempleo a un no nacional; incluso prescindiendo de la exis-
tencia de permisos de trabajos anteriores. Según el Tribunal: 
CDO. (2.°): Que la tesis del recurrente se ve asistida por la razón y 
lógica jurídica pues exigiéndose por el art. 1 de la Orden de 5 mayo 
1967, la circunstancia de querer y poder trabajar para que pueda confi-
gurarse la situación de desempleo, es obvio que, cuando se trata de un 
extranjero que trabaja en nuestra nación, es imprescindible poseer el corres-
pondiente permiso de trabajo ya que de otro modo no puede desarrollar 
legalmente ninguna actividad laboral y por lo tanto, aún requiriendo 
trabajar no podría y como en los arts. 4." y 6.° del Decreto de 27 julio 
1968, sobre régimen de empleo, trabajo y establecimiento de extranjeros, 
se establece que para que éstos puedan trabajar en España habrán de 
obtener previamente la correspondiente autorización que se xpide en for-
ma de Permiso de Trabajo, en el que, cuando se preste una actividad 
por cuenta ajena, ha de constar la clase profesional de la autorización, el 
período de validez, la empresa y la calidad en que vaya a prestar sus 
servicios el extranjero, es claro que en el supuesto que se enjuicia el 
trabajador no se encontraba en situación de desempleo cuando, por fene-
cer el Permiso de Trabajo el 10 septiembre 1975, dejó de trabajar, ni 
tampoco consta que lo haya estado después de serle otorgado el nuevo 
Permiso con efectos al 7 de enero del año en curso, pues, siguiendo la 
Delegación de Trabajo que lo concedió lo dicho en los preceptos de refe-
rencia, el demandante estaba especialmente autorizdo para prestar la «pro-
fesión de peón», para la «Empresa P., S. A.», tal y como se comprueba 
con los permisos de trabajo que constituyen los folios 7 y 8 de los autos, 
por lo que resulta forzoso colegir que en dicho día de enero el deman-
dante ya había encontrado trabajo y en virtud de ello le había sido con-
ferida una nueva licencia para proseguir su actividad laboral en España. 
(Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 6247). 
35. Por último tres decisiones nos acercan al régimen de 
las profesiones liberales ejercidas por extranjeros, una de las 
materias sin duda más caóticas, por lo disperso y fragmentario 
de las disposiciones, de nuestro Derecho de extranjería (A. MIA-
JA DE LA MUELA). La pieza maestra de este sistema es la 
reciprocidad y, fundamentalmente, la diplomática; es una 
constante la alusión al Convenio en todas las normas en la 
materia. A ello responde un obiter dictum de la Sent. T. S. 
(Sala 2.a) de 28 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Luis 
Vivas Marzal), que refiriéndose al delito de intrusismo profe-
sional afirmó que 
«...la figura matriz sólo exige que se ejerzan actos propios de una pro-
fesión sin poseer el correspondiente título oficial o reconocido por dispo-
sición legal o Convenio Internacional...». (Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, 
núm. 2343). 
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Dentro del régimen convencional español, muy abultado, me-
rece destacar respecto al bilateral, los tratados concluidos con 
países hispanoamericanos y, en relación con el multilateral, la 
adhesión de nuestro país en 1962 al Convenio Europeo de 11 
de diciembre de 1953, sobre equivalencia de los diplomas que 
dan acceso a las Universidades, y la practicada en 1975 al Con-
venio Europeo de 15 de diciembre de 1956, sobre equivalencia 
de estudios universitarios. Pero al lado de la reciprocidad di-
plomática, la reglamentación vigente (Decreto 1.676/1969, de 
24 de julio y Ordenes de 25 agosto de 1969 y de 28 de noviembre 
de 1975) establece la utilización simplemente del principio de 
reciprocidad. 
El ejercicio de una profesión liberal en España requiere 
tres requisitos principales: a) Convalidación del título y auto-
rización del Ministerio de Universidades e Investigación; 
b) Permiso de trabajo (el cual, lógicamente, presupone la auto-
rización de residencia), y c) Colegiación. Al juego del primero 
y del tercero se refiere la Sent, de la Aud. Territ. de las Palmas 
de Gran Canaria de 29 de enero de 1975, cuyas consideraciones 
legales transcribimos: 
CDO.: Que el objeto del presente recurso contencioso administrativo se 
se refiere a la revisión jurisdiccional de la resolución de la D.G. de S. 
de 8 de febrero de 1974, que revocó y dejó sin efecto acuerdos coinci-
dentes del C.G. y C. de M. de L.P. anulatorios de la colegiación para el 
ejercicio de la medicina en L.P. del médico inglés Sr. P., ya que frente 
al aludido acto administrativo dictado por el C D . de S., el C. de M. de 
esta capital ha deducido recurso jurisdiccional con la pretensión de su 
anulación y del establecimiento de los acuerdos corporativos revocados 
por la A.C. demandada. 
CDO.: Que el fundamento capital en que se apoya la resolución com-
batida del Ó.D. de S. para dejar sin efecto el acuerdo anulatorio de la 
colegiación del Sr. P. adoptado por el C. de M. de L.P. consiste en afir-
mar que el título de licenciado en Medicina y Cirugía obtenido por ésta 
como revalidación de su equivalente inglés, y que le fue expedido por el 
M.E.N. en 16 de marzo de 1956, llevaba consigo la autorización individual 
exigida por las entonces disposiciones vigentes en la materia para el ejer-
cicio profesional de subdito extranjero ya que en él expresamente se dice 
«este título faculta al interesado para ejercer la profesión y disfrutar los 
derechos que a este grado le otorguen las disposiciones vigentes», con-
clusión que abiertamente debe rechazarse, pues la legalidad vigente en el 
momento aludido venía constituida básicamente por el Decreto de 1939 
y la Orden de 1944 que se citan en los vistos, y con arreglo a esta nor-
mativa la jerarquía de fuentes para el supuesto de ejercicio profesional 
en España de subdito extranjero con título extranjero seguía esta relación: 
a) Convenio internacional; b) principio de reciprocidad, y c) convalidación 
del título con dispensa de la nacionalidad a los efectos del valor profe-
sional de aquél. 
CDO.: Que obviamente faltaban en el supuesto que se enjuicia, tanto 
el Convenio Internacional con Gran Bretaña, como la específica norma del 
Derecho inglés que permitiera la aplicación del principio de reciprocidad 
en España, y que debía de suscitar y probar el interesado, por lo que 
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había que atenerse al sistema dual previsto en los textos que se comentan, 
conforme al cual, el título extranjero estaba necesitado de convalidación 
por su equivalente mediante la realización del examen de grado o reválida 
pero sin valor profesional en nuestro país, pudiendo ser individualmente 
dispensado este ejercicio profesional, siempre con carácter excepcional, re-
vocable y temporal, a medio de solicitud cursada por el subdito extranjero 
y previos trámites de consulta al M. de A.E. sobre el principio de recipro-
cidad, y a la presentación nacional del C O . correspondiente sobre la 
pertenencia del ejercicio profesional, y con poderación de las alegaciones 
y razones expuestas en la instancia por el interesado, y como quiera que 
el Sr. P. no había adquirido esta última dispensa, era manifiesto que no 
podía obtener la colegiación postulada para ejercer en L.P. en el año 
1956... (R.G.D., 1976, pp. 1091-1092). 
Cabe destacar, finalmente, dentro de este contexto, que la 
no colegiación del extranjero origina una falta prevista en el 
art. 572 del Código penal. Así se expresó la Sent. T. S. (Sata 2.a) 
de 20 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Fernando 
Díaz Palos), que entendió de la denuncia formulada por el 
Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de la Segunda 
Región contra un subdito chileno por intrusismo profesional. 
Según el T. S., en interpretación amplia del primer requisito 
anteriormente expuesto, el inculpado no incurrió en el delito 
previsto y penado en el art. 321 del Código penal, si bien fue 
condenado por la falta del art. 572 del mismo Código por no 
haber condenado el requisito de la colegiación. Dentro del am-
plio razonamiento de la Sala 2.a, merece reproducir las si-
guientes consideraciones: 
«...que es preciso despejar igualmente el sentido que en el tipo penal 
se da a la expresión de título «reconocido por disposición legal o Conve-
nio internacional», pues mientras los «reconocidos» no suscitan más duda 
que la de compulsar su expedición por centros no estatales a los que el 
Estado ha reconocido esa potestad, en cambio la posesión de títulos ex-
tranjeros originan una mayor complejidad en su verificación y convalida-
ción en España, muestra de lo cual era el desacuerdo doctrinal que al 
respecto existía antes de la revisión de 1963 la que para acallar toda 
ambigüedad al respecto incluye en el precepto aquellos títulos foráneos 
que no hayan sido reconocidos por disposición legal o convnio internacio-
nal, de modo que, supuestos los Tratados o Convenios internacionales 
suscritos y ratificados por España y que habrá que consultar en cada caso 
concreto, según sea la nacionalidad del afectado, se hace preciso, una vez 
más, acudir a la legislación del ramo, en este caso la convalidación de 
estudios cursados en el extranjero fundamentalmente constituida por el 
Decreto 1676/1969, de 24 julio y O. de 25 agosto del mismo año 1969, 
según las cuales el acuerdo de convalidación atenderá en primer lugar a 
los Tratados o Convenios culturales que se encuentren en vigor, siendo 
competencia del M.° de Educación y Ciencia la convalidación del título 
extranjero, previa instancia del interesado acompañada del título en cues-
tión y de otros documentos. 
CDO. (3.°): Que a la vista de todo lo antes expuesto, se puede concluir 
—de acuerdo con el factum de la sentencia recurrida— que el procesado 
gn la causa ostentaba el doble título de Médico-Cirujano y Cirujano-Den-
tista expedidos por sendas Facultades universitarias de Chile, su país; 
que ejerció legalmente en Marruecos primero y en el Principado de An-
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dorra después la actividad odontológica y que al ser requerido por deter-
minada entidad aseguradora para que igualmente desempeñara dicha espe-
cialidad en Puigcerdá (Gerona), el procesado accedió y amparándose en 
el Convenio de Cooperación Cultural suscrito entre España y la República 
de Chile el 18 diciembre 1967 y ratificado en Madrid el 13 mayo 1969 
—cuyo art. IV reconoce la validez de estudios y títulos de ambas partes 
contratantes— procedió a gestionar la convalidación, si bien por un defecto 
formal ésta se retrasó hasta el punto de que abrió consultorio en aque-
lla población gerundense antes que se legalizara por vía diplomática la 
documentación que presentó para su trámite en el M.° de Educación y 
Ciencia, lo que motivó su denuncia por el Colegio Oficial correspondiente 
en el que tampoco se dio de ella como exigen las Ordenes Ministeriales 
de 13 noviembre 1950 y 26 marzo 1952; síntesis fáctica que si bien en 
el orden de la antijuridicidad objetiva puede dar paso al delito del art. 
321 el CP., puesto que ya se ha dicho que sólo el título extranjero de-
bidamente reconocido por Convenio internacional y, por ende, convalida-
do en España queda fuera del tiempo penal, no es menos cierto que en 
el ámbito de la culpabilidad —tal como razona la sentencia de instan-
cia— no puede por menos de darse paso a un efectivo error de prohi-
bición, puesto que el procesado creyó estar amparado por el Convenio de 
su País suscrito por España, como en realidad lo estaba, de suerte que 
una vez puesto en marcha, como también lo hizo, el trámite de conva-
lidación, tal aspecto puramente formal no lo estimó decisivo, tanto más 
que la descripción típica no alude de manera explícita y directa a dicho 
requisito convalidante, sino tan sólo, como se ha reiterado al «recono-
cimiento por Convenio internacional» y así lo prueba si alguna duda 
quedara al respecto, que puso en conocimiento del «Colegio Oficial de 
Odontólogos y Estomatólogos» de Gerona la apertura de su consultorio...» 
(Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 4.491). 
Refiriéndose a la situación de los trabajadores extranjeros 
en un país con características de algún modo similares al 
nuestro, E. BENDERMACHER-GEROUSSIS ha resaltado que «Si la 
condition de l'étranger dans certains pays se regle principale-
ment par le droit international, il appartient au droit souve-
rain de l'Etat oü l'étranger demeure de régler par sa legisla-
tion interne sa situation juridique...» (Cf. «La situation juridi-
que du travailleur étranger en Gréce», Rev. hellénique D. I., 
vol. 28, 1975, p. 157). El examen de la práctica interna de los 
Estados no revela, sin embargo, tal equilibrio. Es más, tras la 
lectura de las dos últimas decisiones transcritas puede obser-
varse que, en materia de profesiones liberales, existe un nuevo 
control: el ejercido por la organización profesional correspon-
diente. Otra restricción más al principio de igualdad de trato 
entre el extranjero y el nacional.—J.C.F.R. 
V I I I . EXTRADICIÓN. 
36. Los Tribunales españoles se han referido en dos oca-
siones a la materia de extradición. En la primera de ellas, 
502 JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA 
Auto de la Aud. Prov. de Barcelona de 3 de abril de 1975, se 
denegó la extradición solicitada por la Rep. Argentina respecto 
de un nacional suyo. En relación con el mismo, comentaremos 
los siguientes aspectos: relevancia del principio de legalidad 
en materia de extradición, normativa aplicable a la determina-
ción de la legalidad de la solicitud denegada y, finalmente, 
dos afirmaciones de la Audiencia respecto del «derecho de 
pedir» la extradición y el papel normativo de los tratados en 
esta materia. Por su parte, el Auto del T. S. (Sala 2.a) de 6 de 
noviembre de 1976, resuelve, aceptándolo, el recurso de nulidad 
interpuesto contra la sentencia del T.O.P. de 26 de septiembre 
de 1975. Los problemas implicados en esta resolución afectan 
a la extradición de un nacional de tercer Estado y a la doctrina 
jurisprudencial sobre el principio de especialidad en relación 
con el tratado aplicable. 
37. En lo que al primero de los Autos concierne, la solici-
tud de extradición fue formulada por los delitos de malversa-
ción de caudales privados equiparados a públicos y ampliada 
por el de estafa o defraudación. En su único Considerando, 
tras diversas afirmaciones relativas al papel normativo de los 
tratados y a la función judicial en el proceso al efecto, declara 
el Tribunal: 
«Que, como debe examinarse si los hechos están comprendidos dentro 
del repertorio de los delitos graves o menos graves en que procede la 
extracción, admitidos en el tratado que vincula a la República Argentina, 
Estado requirente y al Estado Español, es claro que, cursada la solicitud 
de extradición de Francisco, por el delito de malversación de caudales 
privados, éste no está comprendido en el artículo 2." del Convenio de 
fecha 14 de diciembre de 1877, cuyo número 22 habla de concusión y 
malversación de caudales cometidos por funcionarios públicos, y tampoco 
el delito de defraudación, por el cual se amplió la solicitud después de 
transcurridos los tres meses de la detención sin haber aportado prueba 
legal de la culpabilidad del detenido, y manifestando el poder judicial re-
quirente que reconoce no se encuentra contemplado específicamente entre 
aquellos previstos como justificantes de la extradición de delincuentes 
en España, por todo lo cual, debe declararse no procede acceder a la 
extradición del nombrado encausado.» [Cf. Rev. Jur. de Cataluña, 1975, 
núm. 3, pp. 553 y 554). 
38. Como ha señalado tanto la doctrina como la jurispru-
dencia, la extradición encuentra en el principio de legalidad 
—«nulla traditio sine lege»—, su piedra angular en cuanto 
tal institución jurídica. El acto de asistencia jurídica interna-
cional consistente en la entrega del condenado o del presunto 
delincuente a la jurisdicción competente, en la medida en que 
excepciona el derecho de asilo —proclamado por el artículo 14 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos—, sólo 
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será regular y procedente si está previsto en un tratado o, en 
su defecto, en la legislación interna reguladora de la extra-
dición (Vid. L. JIMÉNEZ DE ASÚA, Tratado de Derecho Penal, 
T . I I , Buenos Aires, 1950, pp. 894 y ss.; A. QUINTANO RIPOLLES, 
Tratado de Derecho Penal Internacional e Internacional Penal, 
T . I I , Madrid, 1957, pp. 153 y ss.; M. A. COBOS GÓMEZ y A. CUER-
DA RIEZU, «La otra cara del problema: La Extradición», Rev. de 
la Fac. de Der. de la Univ. Com.pl., núm. 56, pp. 167-207; J . C. 
FERNÁNDEZ ROZAS, Lecciones de Derecho Internacional Público 
( J . D. GONZÁLEZ CAMPOS, ed.), Oviedo, 1976, pp. 176 y ss.). 
Así lo consagra la Constitución Española de 1978 al esta-
blecer en el punto 3.° del artículo 12, que «La extradición sólo 
se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, aten-
diendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la 
extradición los delitos políticos, no considerándose como tales 
los actos de terrorismo». Este precepto tiene su complemento 
necesario en el inmediatamente subsiguiente punto 4.° del 
mismo artículo, relativo al derecho de asilo de extranjeros y 
apatridas. Con ello España entra en el grupo de Estados que 
han constitucionalizado los aspectos vinculados a la extradi-
ción. (Vid. P . ABARCA JUNCO, «Nacionalidad y Extranjería en la 
Nueva Constitución», Lecturas sobre la Constitución Española, 
T . I I , Madrid, 1978, pp. 373 a 392 ) . 
Cuando a partir de la ley Belga de 1833 se extiende la 
práctica de regular la extradición mediante leyes especiales 
internas, en tanto que permanecen en vigor muchos de los 
tratados anteriormente concluidos y siguen celebrándose otros 
nuevos, se plantea el problema de determinar el respectivo 
papel normativo del tratado y de la ley interna. En este senti-
do, debe tenerse en cuenta que en tanto la plétora de tratados 
de extradición decimonónicos, y aún muchos posteriores, uti-
lizan el método de referir sucesivamente en una lista los deli-
tos por los que las partes se obligan recíprocamente a con-
ceder la extradición, las leyes internas establecen de modo 
sistemático las condiciones requeridas para la extradibilidad. 
Desde el ángulo del derecho interno ello puede plantear pro-
blemas de armonización, que habrán de ser resueltos teniendo 
en cuenta el rango formal con que se produce la recepción 
en el ordenamiento interno de las normas convencionales in-
ternacionales, así como los principios reguladores de la extra-
dición. 
Concretamente cabe preguntarse a cerca de la procedencia 
de la extradición, cuando el delito por el que se pretende en-
juiciar al «extraditurus» o aquél cuya pena se le pretende 
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imponer, no aparecen previstos en la lista del tratado aplica-
ble, pero sí reúnen los requisitos de la ley especial. 
La doctrina discrepa respecto de esta cuestión. Así Cl. 
LOMBOIS, reconociendo que la ley de extradición francesa tiene 
carácter supletorio, estima que en tales casos la extradición 
«reste posible» (Cf. Droit Penal Internacional, Paris, 1971, 
pp. 451-452). Por el contrario, L. JIMÉNEZ DE ASÚA atendiendo 
a la diversa naturaleza —internacional e interna— del tratado 
y de la ley y al carácter de excepción al derecho de asilo 
que califica esencialmente la extradición, sostiene la proceden-
cia del criterio restrictivo en la interpretación de las disposi-
ciones del tratado que enuncian los delitos por los que debe 
concederse la extradición. Concluye este autor diciendo que 
«sólo en el caso de que el convenio silencie una materia, se 
aplicará la ley interna» (L. JIMÉNEZ DE ASÚA, op. cit., p. 912). 
39. El Tribunal español que, de conformidad con el ar-
tículo 19 de la Ley de extradición pasiva de 26 de diciembre 
de 1958 (B.O.E., 29-XII-1958; Aranzadi, Rep. leg., núm. 2.076), 
ha de resolver con arreglo a derecho sobre la procedencia de 
la extradición solicitada, deberá aplicar para ello la norma-
tiva que señala el artículo 1.° de la propia ley. Esto es, en 
primer lugar, lo convenido en los tratados y, en su defecto, 
o para suplir lo no previsto en ellos, las disposiciones de 
la citada ley. 
Siguiendo a A. QUINTANO RIPOLLES (Cf. «Glosas a la Nueva 
Ley Española de Extradición Pasiva», R.E.D.I., 1959, p. 101), 
estimamos que tal prelación normativa es acertada, por cuanto 
se muestra consecuente con la naturaleza primariamente inter-
nacional de la extradición y respetuosa con el principio «pacta 
sunt servanda». En efecto, el artículo 1.° de la ley 26-XII-1958 
es conforme con el rango jerárquico —superior a la ley in-
terna tanto orgánica como ordinaria, con que las normas 
convencionales internacionales se integran en el Ordenamiento 
español. (Cf. L. I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho Inter-
nacional Público, T. I. ( J . D. GONZÁLEZ CAMPOS y L. I . SÁNCHEZ 
RODRÍGUEZ, eds.), Oviedo, 1979, pp. 375 y 376). 
Por consiguiente, no cabe duda de que la normativa prin-
cipalmente aplicable a la resolución del presente caso es la 
del tratado Hispano-Argentino de extradición de 7 de mayo 
de 1881 (Alcubilla, IX , p. 912), ampliado al delito de estafa 
mediante canje de notas de 16 de febrero de 1935 (Alcubilla, 
Dice, ap., 1935, p. 1.196). 
Por todo ello, resulta absolutamente anómalo que el Tri-
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bunal resuelva negativamente la solicitud en base a que los 
delitos imputados no se hallan comprendidos en el número 22 
del artículo 2° del tratado de fecha 14 de diciembre de 1877 
(Alcubilla, IX, pp. 846 y ss.). Este último tratado, cuyas par-
tes contratantes son España y Francia, venía siendo utilizado 
en la práctica para subsanar las deficiencias de los ulterior-
mente concertados por España Cf. A. QUINTANO RIPOLLES, 
loe. cit., p. 111). Ello pudo ser debido a que en ausencia de 
una ley especial de extradición que regulara sistemáticamente 
la de carácter pasivo, tal función supletoria no podía ser ade-
cuadamente satisfecha mediante la bilateralización de los ar-
tículos 824 y ss. de la L. E. Crim. 
Pues bien, el número 18 del artículo 2° del tratado Hispano-
Argentino de extradición prevee como delito por el que deberá 
concederse la extradición, «La sustracción fraudulenta de los 
fondos, dinero o papeles pertenecientes a una Compañía o 
Corporación, por persona empleada por ella, siempre que esté 
legalmente establecida dicha Compañía o Corporación; pero 
sólo en el caso en que estos delitos mereciesen pena corporis 
aflictiva, atendida la legislación del país en que se hubieren 
cometido». De otro lado, el delito por el que se amplió la 
solicitud era el de «estafa o defraudación», según reza el 
Resultando del propio Tribunal, y ya hemos señalado que el 
antedicho convenio fue ampliado en 1935 para incluir también 
la estafa. 
Excepcionalmente, el número 18 del artículo 2°, arriba 
transcrito, contiene cuando menos una cuasi tipificación de 
la figura delictiva, aspecto que tiene trascendencia en orden 
a la prueba a practicar en el proceso de extradición. 
40. Finalmente, de entre las diversas afirmaciones verti-
das por la Audiencia destacamos dos de ellas para comen-
tarlas sucintamente. La primera hace referencia a lo que el 
Tribunal denomina «derecho de pedir» la extradición cuya 
comprobación de regularidad entiende que le está reservada. 
Debemos señalar a este respecto que la posibilidad de soli-
citar la extradición no se halla limitada por norma alguna 
del Ordenamiento internacional. Si un tratado de extradición 
ha sido válidamente concluido, del mismo surgen, para cada 
una de las partes, el derecho de obtenerla y el deber de conce-
derla, cuando la solicitud sea conforme en el fondo y en la 
forma a las disposiciones del tratado. Puede suceder que el 
Ordenamiento interno contenga normas que regulen la actua-
ción del poder ejecutivo dirigida a solicitar la extradición. 
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Pero, en todo caso, el Estado requerido únicamente controlará 
el ajuste de la solicitud con el tratado o con su ley especial 
interna de extradición. 
Merece también destacarse la afirmación del Tribunal se-
gún la que, 
«La extradición, institución sobre todo de Derecho Internacional, en-
cuentra su primaria fuente normativa en los Convenios, a través de los 
cuales, los Estados contratantes aportan la temperación que creen oportuna 
a satisfacer el interés de los criterios de reciprocidad y especialidad.» 
El Tribunal parece utilizar el término «reciprocidad en 
sentido genérico, como equivalente a igualdad de trato entre 
los Estados en sus relaciones mutuas. En este sentido lato la 
reciprocidad actúa como soporte de los tratados de extra-
dición y, en general, de la asunción de obligaciones conven-
cionales por los Estados. Pero en la materia que nos ocupa 
la reciprocidad adquiere un sentido más específico, sin perder 
por ello el anterior de carácter genérico. Con arreglo al mismo, 
actuaría como fundamento político de la decisión de un Estado 
de entregar a una persona reclamada por otro para ser juz-
gada o condenada en el mismo. 
Es preciso advertir que una decisión de esta índole cuyo 
único fundamento fuera la reciprocidad entre Estados, sería 
contraria al principio de legalidad, debiendo ser considerada 
irregular e improcedente en derecho. No obstante, la recipro-
cidad puede tener una esfera de aplicación compatible con 
el principio de legalidad. Así sucede en aquellos Ordenamien-
tos que, en ausencia de tratado, configuran la reciprocidad 
como garantía previa a la aplicación de la ley interna. (Cf. I. 
A. SHEARER, Extradition in International Law, Manchester, 1971, 
p. 31). Este autor incluye a España en el grupo de Estados 
cuyos Ordenamientos confieren tal función a la reciprocidad. 
Sin embargo, en el articulado de la ley española de extradición 
pasiva tal condición no aparece formulada de modo expreso. 
Ello no impedirá empero, que la reciprocidad opere como 
criterio político principal a valorar, en la adopción de la deci-
sión del Gobierno sobre continuar o no al procedimiento de 
extradición, abriendo la fase judicial en caso positivo. (Cf. ap. 
2° y 3.° del art. 12 de la ley 22-XII-1958). Este puede ser el 
sentido atribuible al inciso del punto 3.° del artículo 13 de la 
Constitución, que si bien manda atender a la reciprocidad, 
prohibe toda concesión de extradición que no tenga su funda-
mento en un tratado o en la ley. 
Finalmente, queremos subrayar el hecho de que estamos 
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asistiendo a la irrupción de la materia de extradición en el 
campo de la cooperación internacional multilateral. Los tra-
tados colectivos de extradición tienen cierto ascendiente en el 
área iberoamericana, habiendo cristalizado una solución de 
esta índole tanto en el marco del Benelux como en el más 
amplio del Consejo de Europa. Se demuestra de este modo, 
que una relativa comunidad jurídica constituye la base ade-
cuada para la cooperación internacional en la presecución del 
delito (Vid. Convenio Europeo de Extradición, en Annuaire 
Européen, vol. 5, 1957, pp. 362 a 380 ) . 
4 1 . Auto T. S. (Sala 2.a) de 6 de noviembre de 1976 (Po-
nente: Excmo. Sr. D. José Hijas Palacios). 
CDO.: «Que a la luz de esta doctrina la petición del M.° Fiscal, en 
escrito de fecha 30 de septiembre de 1976, solicitando la nulidad de la 
sentencia dictada por el Tribunal de Orden Público de 26 de septiembre 
de 1975 en relación,con el subdito francés Jacques Gaston H. P., es 
evidente que procede acceder a la misma, puesto que las solicitudes de 
extradición fueron cursadas por los juzgados de instrucción números 1, 
2 y 3 de esta capital en sumarios por delitos de dos robos a mano armada 
y robo con violencia en las personas en los sumarios 77-1973, 36-1974 y 
105-1973, respectivamente dirigidos al Gobierno belga. Este accedió en 
principio sólo a la extradición respecto del primer sumario, con fecha 
23 de septiembre 1974 y posteriormente ampliado a los otros dos según 
nota de la Embajada española de 20 de febrero de 1976, fue entregado 
dicho subdito francés por las autoridades belgas el 8 diciembre 1974, por 
los delitos reseñados y a disposición exclusivamente de los juzgados núme-
ros 1, 2 y 3 de esta capital. Al no cumplirse por el Tribunal de Orden 
Público, el requerimiento para el consentimiento expreso del interesado y 
aceptando por el Gobierno que lo entregó, se produce una infracción 
esencial e insubsanable de las normas sobre el procedimiento de extradición. 
Y como el vicio procesal y substantivo es de relevancia notoria, procede 
acceder a lo solicitado por el M.° Fiscal en su petición de nulidad.» (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. 1976, núm. 4.632.) 
42. El primer aspecto a destacar en el presente Auto es 
que la extradición solicitada por España y concedida por Bél-
gica afecta a un subdito francés. En principio este hecho no 
constituye ninguna anomalía. Tanto la doctrina como la juris-
prudencia internacional han afirmado el carácter preferente, 
aunque no exclusivo, del criterio de territorialidad en la atri-
bución de la competencia penal internacional. (Vid. M . ÁNGULO, 
Lecciones de Derecho Procesal Internacional, Granada, 1974, 
pp. 121 y ss.; A. QUINTANO RIPOLLES, op. cit., pp. 2 9 y ss.; 
C.P.J.I., Asunto Lotus, Serie A, núm. 10, p. 2 0 ) . 
El supuesto aparece específicamente previsto en el tratado 
Hispano-Belga de extradición de 17 de junio de 1870 (Alcubilla, 
I X , pp. 820-821 y J. BECKER, Colección de Tratados, 1868-1874, 
pp. 195-208), que condiciona la entrega a que el Estado del 
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que sea nacional el sujeto afectado haya sido oportunamente 
informado y no se haya opuesto. Contempla también el citado 
artículo el caso de concurso de solicitudes entre ambos Esta-
dos, tomando como criterio de resolución la gravedad del de-
lito, cuando no sea posible el encausamiento o condena suce-
sivos. Como puede verse el precepto es notablemente respe-
tuoso con el vínculo de la nacionalidad. 
43 . En los Considerandos segundo y tercero, el T. S. re-
coge la doctrina sobre el principio de especialidad que con 
tanta brillantez fue expuesta en la sentencia de 2 2 de junio 
de 1934 y que también puede localizarse en las de 2 2 de octu-
bre de 1965 (Aranzadi, Rep. Jurispr. núm. 4 6 8 ) , 19 de enero 
de 1966 (Aranzadi, Rep. Jurispr. núm. 144) y 5 de noviembre 
de 1968 (Aranzadi, Rep. Jurispr. núm. 4.259) entre otras. (Vid. 
notas de E. PECOURT GARCÍA, sobre las sentencias del T. S. 22-
X-1965 y 19-1-1966, en Rev. de Der. Español y Americano, nú-
meros 11 y 12, respectivamente, pp. 194 y 2 2 4 ) . En esta misma 
línea, declara el T. S. en el Considerando tercero del Auto 
que comentamos: 
«Que por ello el instituto de la extradición implica un acto de asis-
tencia jurídica internacional, donde dominan unos principios esenciales, 
entre los que ha de destacarse el de especialidad, por virtud del cual el 
Estado que recibe al extradido, no puede extender el enjuiciamiento ni 
la condena a hechos distintos ni infracciones diversas de los que específi-
camente motivaron la extradición a menos que conste su consentimiento 
expreso, dado voluntariamente y comunicado por el Gobierno que lo en-
tregó.» 
Esta noción es prácticamente coincidente con la mantenida 
por la generalidad de la doctrina española que se ha ocupado 
de este tema. (Cf. RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho Penal Español, 
Parte General, Madrid, 1979, p. 197; L . JIMÉNEZ DE ASÚA, op. cit., 
p. 947; A. QUINTANO RIPOLLÉS, op. cit., p. 204; M. A. COBOS GÓ-
MEZ DE LINARES y A. CUERDA RIEZU, loe. cit., p. 182 ) . El convenio 
aplicable recoge este principio en su artículo 3.°, aunque de 
manera deficiente. De su letra resultan, tan sólo resultan ex-
cluidas de enjuiciamiento por el Estado requirente, aquellas 
infracciones distintas de las que motivaron la extradición y 
no previstas en el tratado. Silencia el supuesto en que el 
delito distinto si se halla contemplado en el texto convencio-
nal, como sucede en el presente caso. En efecto, el extradicto 
fue encausado y condenado por dos delitos de robo a mano 
armada y otro de robo con violencia. Si la concesión de extra-
dición obrante en el momento de la sentencia del T.O.P., tan 
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sólo cubría al correspondiente al primero de los sumarios 
referidos en el Considerando transcrito, también los otros dos 
pueden estimarse comprendidos en el punto 7.° del artículo 
2° del tratado Hispano-Belga de extradición, que se refiere 
en general a la asociación de malhechores y al robo. Así lo 
entendió el Gobierno Belga al ampliar la concesión con poste-
rioridad a la sentencia recurrida. 
Por consiguiente, el T. S. interpretó extensivamente el citado 
artículo 3.° del convenio aplicable, en consonancia con la ante-
dicha doctrina sobre el principio de especialidad. 
Tal solución ha de reputarse como altamente meritoria, por 
cuanto evidencia una concepción amplia y exacta de este prin-
cipio cardinal y, por lo mismo, garantiza la soberanía del 
Estado concedente y los derechos y libertades que correspon-
den al extradido en cuanto persona humana. 
La ley española de extradición pasiva acoge el principio 
de especialidad en el punto segundo del artículo 7.° su redac-
ción es realmente desafortunada, lo que contrasta con el desa-
rrollo que este principio había tenido tanto en la jurispru-
dencia como en la doctrina de nuestro país. A su tenor la 
posibilidad de perseguir al extradido por infracciones distintas 
a aquella por la que se concedió la extradición, queda subor-
dinada únicamente al consentimiento del propio extradido. 
Olvida el legislador que en tales supuestos, jurídicamente, es-
tamos ante una nueva extradición, por lo que se requiere la 
autorización al efecto del Estado requerido. Además, el con-
sentimiento prestado por el extradido en tales condiciones muy 
bien puede estar viciado. Tampoco se exige de modo expreso 
el transcurso de un plazo prudencial desde la excarcelación 
definitiva, para el ejercicio de nuevas acciones. (Vid. L. JIMÉ-
NEZ DE ASÚA, op. cit., pp. 947 y ss. y A. QUINTANO RIPOLLES, 
loe. cit., p. 113).—J.L.A.G. 
I X . DERECHO DEL MAR. 
44. Tres son los problemas relativos al Derecho del mar 
que ofrece la jurisprudencia del período estudiado: A) El es-
tatuto de los buques mercantes y su eventual nacionalidad; 
B) El estatuto de los buques de guerra, y C) La delimitación 
de los espacios marinos. Por lo que respecta al primero de 
estos temas, nos remitimos al comentario antes realizado de 
la Sent. T.C.T. de 22 de septiembre de 1976 (supra núms. 26-27). 
Nos limitamos ahora a reproducir parte de su enunciado: 
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«...que como consecuencia de la movilidad del buque —y conforme 
a la doctrina de que el mar libre se conceptúa territorio nacional de la 
bandera, y en los demás casos, territorio de los países en cuyas aguas juris-
diccionales se encontrasen—, hubiesen de aplicarse a las relaciones jurídico-
laborales, ordenamientos jurídico-nacionales distintos, según el lugar en que 
la nave se encontrase, y sobre todo, se garantiza la efectividad de los 
derechos que la legislación laboral de España reconoce a todos sus traba-
jadores» (Aranzadi, Rep. Jurispr. T.C.T., 1976, núm. 3.955). 
45. Por lo que se refiere al segundo de los problemas, la 
Sentencia de la Sala de Justicia del Consejo Supremo de Justi-
cia Militar de 9 de diciembre de 1975 (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1975, núm. 5.102) aborda el problema de la jurisdicción com-
petente de los buques de guerra el alta mar. Finalmente, una 
serie de decisiones de diversos Tribunales, abordan el tema 
de la delimitación de los espacios marinos: 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 6 de febrero 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Enrique Amat Casado). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 344. 
— Sent. T.S. (Sala 3°) de 3 de marzo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. José María Cordero de Torres), Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, n.° 1.670. 
— Sent. T.S. (Sala 3.') de 8 de abril de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. 
Rafael de Mendizábal y Allende). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 1.661. 
— Sent. T.S. (Sala 1.a) de 7 de mayo de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. 
D. Federico Rodríguez Solano y Espín). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, 
núm. 1.995. 
— Sent. T.S. (Sala 3.a) de 30 de diciembre de 1975 (Ponente: Excmo. 
Sr. D. Enrique Amat Casado). Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 205. 
— Sent, de Aud. Territorial de Valencia de T de junio de 1975 (Po-
nente: limo. Sr. Salinas García Nieto). Edersa, Jurisd. C.A., 1976, núm. 
1.822). 
X. DERECHOS HUMANOS. 
46. Son de reseñar dos decisiones de nuestro más Alto 
Tribunal en cuyos Considerandos se alude a varios artículos 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 10 de 
diciembre de 1948, adoptada en la Reducción 217 A ( I I I ) de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. Se plantea, por 
consiguiente, la integración y la aplicación en nuestro país de 
las normas del Derecho internacional general, procedentes de 
actos emanados de órganos de las Organizaciones internacio-
nales o del Derecho internacional consuetudinario. Ante la 
ausencia de normas que regulen este problema de manera ex-
presa en nuestro Derecho, la jurisprudencia del T. S. se ha 
mostrado en general contraria a la aplicación directa del De-
recho internacional general, máxime si se trata de normas de 
derechos humanos en franca contradicción con la legalidad 
jurídico-política de un régimen autoritario. 
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Esta reflexión pertenece afortunadamente al pasado, del 
que son una clara expresión las dos Sentencias del T. S. que 
comentamos. Pero desde una perspectiva actual el tratamiento 
del tema ha variado sustancialmente a partir de la Constitu-
ción de 1978, el elenco de derechos y deberes fundamentales 
que reconoce en su Título I, y la incorporación progresiva en 
España del Derecho positivo que conforma el Derecho inter-
nacional de los Derechos del Hombre; muy especialmente, a 
través de la ratificación de los dos Pactos de Naciones Unidas 
y del Convenio Europeo para la protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, cuyas implica-
ciones analizaremos más adelante. 
47. La Sent, del T. S. (Sala 2.a) de 23 de mayo de 1975 (Po-
nente: Excmo. Sr. D. Bernardo Francisco Castro Pérez) aborda 
el derecho de autor en los siguientes términos: 
CDO. (4.°): «...que si bien el derecho que nos ocupa presenta simi-
litudes con el derecho de propiedad por lo que en la Ley especial se 
habla de Propiedad Intelectual, su identificación absoluta resulta muy du-
dosa hoy en día, destacándose en cambio los aspectos personales y espi-
rituales de la creación artística como uno de los derechos del hombre y 
sustituyendo la vetusta designación de propiedad intelectual utilizada en 
nuestra Ley especial por la de derecho de autor que figura ya en la 
rúbrica de la sección 3." del capítulo IV de nuestro Código vigente y con-
signándose también con tal denominación en el art. 27 de la Declaración 
de los Derechos del Hombre de la O.N.U....» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 
1975, núm. 2.325). 
No obstante, este mismo Considerando 4.° reconocerá más 
adelante que, conforme al Derecho español, el Derecho de pro-
piedad es inherente al Derecho de autor, siendo por tanto de 
aplicación los artículos 103 y 104 del Código Penal, establecién-
dose así una indemnización por daños materiales y morales 
causados en la «propiedad» artística. Pero, como es obvio, no 
es éste el espíritu de la norma internacional tan generosa-
mente invocada por nuestro T. S. En efecto, el art. 27, párra-
fo 2, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, señala 
que «Toda persona tiene derecho a la protección de los inte-
reses morales y materiales que le correspondan por razón de 
las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora». 
Como se observa, la expresión «intereses morales y mate-
riales» salva la idea de «propiedad privada» y el pretendido 
derecho a la misma; derecho que no se recoge ni en la Decla-
ración Universal ni en los dos Pactos de Naciones Unidas rati-
ficados por España el 20 de abril de 1977 (B.O.E. del 30 de 
abril) y por tanto en vigor en nuestro Derecho interno. El dato 
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de la universalidad de estos instrumentos es el que nos explica 
la no inclusión de tal derecho, que se presentó como punto 
de discordia insalvable entre los dos bloques ideológicos domi-
nantes en la Comunidad internacional a la salida de la segunda 
guerra mundial. 
48. Es cierto que el T.S., en la Sent, de 23 de mayo de 1975, 
ha citado con generosidad la Declaración Universal —extremo 
poco usual en su jurisprudencia anterior— aunque, como ha 
quedado dicho, no ha respetado el espíritu que informa su 
art. 27,2. En la actualidad, sin embargo, la interpretación del 
T. S. se consolidaría, ya que nuestra Constitución no recoge el 
derecho de autor, pero sí reconoce puntualmente (art. 33,1) el 
derecho a la propiedad privada, matizado por su «función 
social» (párrafos 2 y 3 del mismo artículo), en el que se 
podría subsumir fácilmente. 
De otro lado, el art. 10,2 de la Constitución indica qué inter-
pretaciones de este tipo se deben realizar «...de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tra-
tados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España». De aquí se deduce que la invocación 
a la Declaración Universal dejaría hoy de ser algo «generoso» 
para convertirse en necesario por mandato constitucional. Otro 
tanto ocurriría con los dos Pactos de N. U., por lo que un 
primer balance nos daría una cierta discordancia entre el 
espíritu de las normas internacionales universales y la vincu-
lación que el Derecho interno español realiza entre el derecho 
de autor y el derecho de propiedad privada. 
Es de tener en cuenta, además, que España ha ratificado 
el 4 de octubre de 1979 el Convenio Europeo para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales y sus Protocolos núms. 3 y 4 (B.O.E. núm. 243/1979, de 
10 de octubre). Se trata de un instrumento de carácter regio-
nal realizado en el marco del Consejo de Europa, Organiza-
ción internacional enclavada en el área occidental. La homo-
geneidad política de sus Estados miembros ha posibilitado la 
adopción de un primer Protocolo Adicional cuyo art. 1.1 con-
sagra el derecho a la propiedad privada. Curiosamente, el Es-
tado español se ha abstenido, por el momento, de ratificar 
dicho Protocolo Adicional, por lo que no es de recibo en nues-
tro Ordenamiento su artículo 1.° En consecuencia, no se pro-
ducirá en nuestro caso una contradicción entre normas inter-
nacionales universales y regionales. 
Podría darse, sin embargo, una posible divergencia inter-
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pretativa entre el D. internacional y el D. interno. De una 
parte, nos referimos a las normas universales introducidas en 
nuestro Ordenamiento a través de su publicación en el B.O.E. 
(art. 96,1 Constitución y 1,5 Tít. Prel. C e : Tratados) o de 
forma automática (el D. internacional general) de aceptarse 
una interpretación progresista que combina el art. 10,2 con el 
art. 96,1 in fine de la Constitución, a falta de norma expresa 
que regule este último extremo. En el caso concreto que nos 
ocupa, las normas universales de aplicación serían la Declara-
ción Universal y los Pactos de N. U. que, como ya sabemos, 
no incluyen entre los derechos protegidos el de propiedad 
privada, aunque sí de manera expresa el derecho de autor 
(recordemos el art. 27,2 de la Declaración Universal). De otra 
parte, el segundo término de la divergencia vendría constituido 
por el D. interno español, especialmente el Constitucional, 
arts. 33 y 38 (propiedad privada, libertad de empresa, economía 
de mercado...). 
En este punto, dos reflexiones deben anotarse. La primera 
de ellas, relativa al derecho de autor: Es de lamentar que nues-
tra Constitución no se haya hecho eco del art. 27,2 de la 
Declaración Universal, debiendo por tanto referírsele al dere-
cho de propiedad privada. Este derecho, a su vez, no se puede 
considerar como incompatible con las normas internacionales 
universales, ya que en definitiva se trata de la extensión a 
nivel interno del catálogo de derechos reconocidos a nivel 
internacional, lo que se justifica en el marco de las prerroga-
tivas derivadas de la soberanía del Estado español. 
Una segunda reflexión, de orden general, gira en torno a 
una efectiva contradicción entre una norma internacional (con-
vencional o no) introducida en nuestro Ordenamiento, res-
pecto de una norma del Derecho interno. Dicho en otras pala-
bras, es el problema de la jerarquía normativa enunciada en 
el art. 9,3 de la Constitución, y el lugar que en dicha jerarquía 
ocupan las normas del D. internacional. En aplicación del 
art. 95,1 de la Constitución, es claro que una norma interna-
cional no podrá ser contraria a la Constitución, puesto que 
para su introducción se exige la previa revisión constitucional: 
jerarquía, pues, infraconstitucional. En cuanto a su límite in-
ferior, a pesar de la evidente laguna legal (Constitución y 
art. 1,5 del Tít. Prel. C e ) , se puede afirmar la supralegalidad 
del D. internacional introducido en nuestro Ordenamiento, en 
base al espíritu que anima los arts. 93-96 de la Constitución 
(especialmente el art. 96,1 in fine), y con apoyo en una reite-
rada jurisprudencia del T. S., que ha sido posible a partir del 
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Dictamen del Consejo de Estado de 25 de septiembre de 1958 
(Cf. J. D. GONZÁLEZ CAMPOS, Prácticas de Derecho internacional 
público, vol. I, Materiales de Prácticas, Oviedo 1976, p. 79-85). 
En conclusión, las normas del D. internacional introducidas en 
nuestro Ordenamiento gozarán de una jerarquía infraconsti-
tucional y supralegal, teniendo un rango superior al de la Ley 
(ordinaria, orgánica, etc.), por lo que no podrá prevalecer 
sobre ellas ninguna disposición interna, ya sea anterior o pos-
terior (Vid. una moderna exposición de esta tesis en J. D. GON-
ZÁLEZ CAMPOS y L. I. SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho 
Internacional Público, vol. I, Oviedo 1979, Lecciones 2 y 13). 
49. La segunda decisión a reseñar es la Sent, del T. S. 
(Sala 2.a) de 14 de noviembre de 1975 (Ponente: Excmo. Sr. Don 
Rafael de Mendizábal y Allende) que aborda el principio de la 
«audiencia del interesado» como una garantía procesal en la 
administración de justicia: 
CDO. (1.*): Que... la audiencia al interesado ha sido calificada juris-
prudencialmente en numerosas ocasiones como trámite 'esencialísimo' e in-
cluso 'sagrado'..., una garantía de justicia que trasciende su propio carácter 
originalmente formal hasta transformarse en elemento sustantivo..., garan-
tía de ámbito universal incorporada al art. 10 de la Declaración de los 
Derechos del Hombre aprobada en 1948 por las Naciones Unidas, a cuya 
Organización pertenece España...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 
4.482). 
Como recuerda la Sent, del T. S. (Sala 5.a) de 24 de junio de 
1975 (Ponente: Excmo. Sr. D. Alfonso Algara Sáiz), la infracción 
flagrante del principio audita parte, concebido como un elemento 
sustantivo, acarreará la anulación de todo lo actuado hasta ese 
momento. Esta doctrina jurisprudencial es reiterada, pues los 
términos del anterior Considerando se han repetido, entre otras, 
en la Sent, del T. S. (Sala 3a) de 18 de diciembre de 1974 (Aran-
zadi, Rep. Jurispr. 1974, núm. 4.968) (Ponente: Excmo. Sr. D. Ra-
fael de Mendizábal y Allende). Dicha Sentencia ya ha suscitado 
nuestro comentario (Cf. este A.D.I., vol. I l l , 1976, p. 602-606 y 
R.E.D.I., vol. XXX , 1977, p. 147-151), poniéndose entonces de 
relieve las deficiencias de nuestro sistema positivo en los órde-
nes administrativo, penal y procesal, en la observancia del 
principio audita parte, así como de otras garantías procesales 
que se regulan en los arts. 10 y 11 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, arts. 14 y 15 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y arts. 6 y 7 del Convenio Europeo 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Liberta-
des Fundamentales. 
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50. Interesa en esta ocasión destacar que la ratificación 
por parte de España de los textos internacionales arriba indi-
cados, junto con el nuevo marco constitucional, puede poner 
en evidencia ciertos desajustes en su aplicación respecto de 
nuestro Derecho positivo. Una simple lectura de los arts. 6 
y 7 del Convenio Europeo y su comparación con el homónimo 
art. 17 de la Constitución de 1978, nos revela que un buen 
número de disposiciones contenidas en aquéllos artículos, de 
inspiración anglosajona, no tienen parangón en el D. interno 
español. Sin embargo, se ha de recordar que el Convenio Euro-
peo, una vez ratificado por España, es de aplicación directa 
a partir de su publicación en el B.O.E. (10 de octubre de 1979) 
y, por consiguiente, sus normas pueden ser invocadas ante 
nuestros Tribunales de Justicia. 
La articulación procesal de la defensa de los derechos y 
libertades' cosagrados en nuestra Constitución o en el Convenio 
Europeo (u otros textos internacionales), se realizará a través 
del doble recurso de amparo contemplado en el art. 53,2 de la 
Constitución, y que se ha desarrollado últimamente en la le-
gislación ordinaria. En primer lugar, el llamado recurso de 
amparo ordinario, se regula en la Ley 62/1978, de 26 de diciem-
bre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamenta-
les de la Persona (B.O.E. del 3 de enero de 1979) y el Real 
Decreto Legislativo de 20 de febrero de 1979. El aspecto más 
negativo lo constituye su ámbito de aplicación, pues estas dos 
últimas normas incumplen el mandato constitucional del ar-
tículo 53,2, al excluir del beneficio de esta protección especial 
los arts. 14, 15, 16 (en parte), 18 (en parte), 10. 1, a), 20, 1, b) 
y d), 23-27, 28, 2 y 29 de la Constitución. 
En segundo lugar, el recurso de amparo constitucional re-
cogido en el art. 53, 2 combinado con el art. 161, 1, b) de la 
Constitución, se desarrolla en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional (Ley Orgánica núm. 2/79, de 3 de octubre. Aran-
zadi, Rep. Legist 1979, núm. 2.383), Título I I I («Del recurso 
de amparo constitucional»), arts. 41-58. En esta ocasión el 
legislador no ha realizado ningún recorte en los derechos cons-
titucionales objeto de protección especial, conforme al art. 53,2 
de la Constitución (Vid. un estudio más extenso de los dos 
tipos de recurso de amparo en la participación de E. LINDE en 
el colectivo El sistema europeo de protección de los Derechos 
Humanos (obra coordinada y prologada por E. GARCÍA DE EN-
TERRIA), Madrid 1979, p. 154-168). 
Agotados los correspondientes recursos, incluido el consti-
tucional de amparo, el Convenio Europeo establece la posibi-
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lidad de recurrir en última instancia ante la Comisión y el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Es de lamentar, sin 
embargo, que el Estado español, a la hora de la ratificación, 
haya declinado por el momento la aceptación de la jurisdic-
ción de aquellos órganos del Convenio Europeo (art. 25 del 
mismo) para recibir demandas individuales procedentes del 
territorio español: Nuestro Gobierno fue consciente de las 
deficiencias que todavía perduran en nuestro sistema interno 
respecto a los derechos humanos, frente a las exigencias de 
los textos internacionales ya suscritos por España. La homo-
logación definitiva debe de realizarse con carácter de urgencia, 
pues de lo contrario un buen número de disposiciones internas 
pueden ser objeto de recurso de inconstitucionalidad o, lo que 
es peor, hacer incurrir al Estado español en responsabilidad 
internacional.—C.V.D. 
XI . SITUACIONES COLONIALES EN EL ORDEN INTERNACIONAL. 
51. En el período objeto de la presente crónica, nuestros 
Tribunales han realizado frecuentes incursiones, bien es ver-
dad que de carácter indirecto, al apartado de la liquidación 
de los últimos resquicios de nuestro pasado colonial: Marrue-
cos y el Sahara occidental. La mayor parte de las cuestiones 
abordadas en este sector se refieren, dentro de la órbita de 
la sucesión de Estados, al cómputo del tiempo de servicios 
prestados por funcionarios españoles integrados en nuestra 
desaparecida Administración colonial o que desarrollaron sus 
funciones con posterioridad al fenómeno sucesorio sobre la 
base de un convenio. Como es sabido, son frecuentísimas en 
los últimos años decisiones de este tipo en la Jurisprudencia 
española; recuérdese en la anterior crónica el supuesto plan-
teado por la reclamación de un funcionario del Cuerpo Supe-
rior de Policía de unas dietas por comisión de servicios en el 
«extranjero» correspondientes al período en que ejerció su 
función en Guinea Ecuatorial tras su independencia, o el del 
funcionario español que prestó sus servicios en la Adminis-
tración marroquí (Vid. este A.D.I., vol. I l l , 1976, pp. 563-564). 
Por lo general suscitan pocos problemas de Derecho interna-
cional público pues se limitan a hacer referencia, a efectos 
retributivos o similares, de la situación de estos funcionarios 
una vez que han regresado a nuestro país y pretenden hacer 
valer sus derechos adquiridos en el Estado sucesor; sin em-
DE DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 517 
bargo, como veremos en el párrafo siguiente, alguna de estas 
decisiones ofrece cierta relevancia que sugiere la realización 
de un sucinto comentario: En unos casos, porque los derechos 
de los funcionarios tienen su fundamento, bien en un tratado 
internacional —que el Tribunal interpreta y aplica—, bien en 
disposiciones dictadas durante la ocupación colonial con un 
ámbito y un alcance distintos a los de la metrópoli. En otros 
supuestos, el interés radica en la especialidad del momento en 
que se sitúa la relación jurídica en litigio, por producirse en 
el período inmediatamente anterior y posterior a la sucesión 
de Estados. 
No obstante, al lado del tema de los funcionarios, la juris-
prudencia de 1975-1976 nos traslada a los días de abandono 
de España como potencia administradora del Sahara occiden-
tal y nos aporta un problema digno de mención: la transfe-
rencia de la competencia de la jurisdicción laboral española 
de la antigua colonia a la metrópoli y las consecuencias que 
de ella se derivan para los particulares. 
52. Son, en efecto, escasos los problemas de sucesión de 
Estados en materia de traspaso de funcionarios, pues la regla 
de base en la materia es la del reconocimiento a éstos de sus 
derechos adquiridos en el territorio que, en la actualidad, ad-
ministra el Estado sucesor (Vid., por todos, D. P. O'CONNELL, 
State Succession in Municipal Law and Internacional Law, I, 
Cambridge, 1967, pp. 177-198 y Ch. ROUSSEAU, Droit interna-
tional public, I I I , Paris, 1977, pp. 472-476, con jurisprudencia 
francesa en la materia; merece destacar en este ámbito la 
abundante jurisprudencia belga, sistematizada y comentada por 
J. P. DE BANDT, «De quelques problémes de succession d'Etat 
á la suite de l'accession á l'indepéndance de la Republique du 
Congo (Leopoldville)»,i?ev. beige dr. int., 1965, pp. 497-523 y 
por J . V. Louis, «L'accession du Congo belge á l'indepéndance. 
Problémes de succession d'Etats dans la jurisprudence belge», 
A.F.D.I., 1966, pp. 731-756). Consecuentemente, por lo general, 
la relación jurídico administrativo se sitúa por completo en 
el ámbito del predecesor ofreciendo escaso o nulo interés desde 
el punto de vista jurídico internacional, salvo en los casos de 
aplicación de tratados. 
Refiriéndonos a estos últimos, al lado de decisiones de 
importancia menor que nos conducen a la denominada «Admi-
nistración Internacional de Tánger» (Sents. T. S. (Sala 5.a) de 
7 de abril de 1975 —Ponente: Excmo. Sr. D. Pedro Martín 
de Hijas y Muñoz—; de 17 de octubre de 1975 —Ponente: Ex-
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celentísimo Sr. D. Miguel del Páramo Cánovas—; y de 19 de 
noviembre de 1975 —Ponente: Excmo. Sr. D. Antonio Agúndez 
Fernández—; Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núms. 1.228, 3.492 
y 4.001; Vid. G . STUART, The International City of Tánger, 
2.a ed., Nueva York, 1955), cabe citar la Sent. T. S. (Sala 5.a) 
de 30 de junio de 1975 —Ponente: Excmo. Sr. D. Alfonso Al-
gara Sáiz (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1975, núm. 2.588) y la Sent, 
de la Aud. Territorial de Madrid (Sala 2.a) de 18 de abril de 
1975 —Ponente: l imo. Sr. Santos Briz— (Edersa, Jurisd. C. A., 
1976, núm. 1.730). 
Las dos últimas decisiones nos acercan a una peculiar si-
tuación internacional: el Protectorado de España en Marrue-
cos, constituido a partir del Convenio entre España y Francia 
fijando su situación respectiva en Marruecos, hecho en Ma-
drid el 27 de noviembre de 1912 (Ministerio de Asuntos Exte-
riores, Colección de Tratados internacionales suscritos por Es-
paña —Bilaterales—, vol. I, pp. 93-109) y suprimido tras la 
independencia de este país operada tras la Declaración y pro-
tocolo hispano-marroquí de 7 de abril de 1956 (B.O.E., 4-III-57). 
La liquidación de dicho protectorado, apunta M. DÍEZ DE VE-
LASCO, es muy discutible que pueda encuadrarse dentro de la 
figura de la sucesión de Estados pues, a su juicio, « la relación 
de Protectorado no supone la pérdida de la personalidad inter-
nacional del Estado protegido» y, de otra parte, la cesación 
de esta situación «no supone la creación de un sujeto de De-
recho internacional ex novo» (Cf. «Algunas cuestiones relativas 
a la 'sucesión de Estados' en la reciente descolonización es-
pañola», Anuario del I.H.L.A.D.I., vol. 4, 1973, p. 617); para 
ello este autor se apoya en dos decisiones del T.I.J., el asunto 
de los derechos de los subditos de los Estados Unidos en 
Marruecos y el asunto del Templo de Preah Vihear. Esta afir-
mación tiene una base doctrinal indiscutible, completada por 
la afirmación del T.I.J. en el primero de los asuntos referidos. 
En efecto el Tribunal se expresó en el sentido de que el Tra-
tado de Fez de 1911, que estableció el Protectorado francés en 
Marruecos implicaba que este último «seguía siendo un Estado 
soberano», si bien en virtud del propio texto internacional, 
Francia «tomaba a su cargo el ejercicio de ciertos poderes 
soberanos en nombre y por cuenta de Marruecos» (CU., 
Recueil, 1952, p. 188). Sin embargo, en relación con el su-
puesto que nos ocupa, dicha afirmación puede ser objeto de 
algunos matices que a continuación se detallan: 1.° Que el 
denominado «Protectorado de España en Marruecos» no es sus-
ceptible, prima facie, de ser incluido en la definición de «Pro-
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tectorado», pues falta un requisito esencial: el Tratado entre 
el Estado «protector» y el Estado «protegido». En efecto, los 
derechos de nuestro país sobre este territorio derivan de un 
Convenio celebrado con Francia —el antes preferido tratado 
de 27 de noviembre d 1912—. De ahí que la doctrina haya 
reconocido en unos casos que el único Estado protector de 
Marruecos era Francia y que la «zona española» se trataba de 
un tipo de protectorado especial, o subprotectorado (Ch. ROUS-
SEAU, Droit international Public, I I , París, 1974, p. 295). 2.°) Que 
no todos los autores coinciden en que la relación de protecto-
rado no supone la pérdida de la personalidad internacional 
del protegido. Sin ir más lejos, en la doctrina española de la 
época el profesor J . M. a TRÍAS DE BES afirmó que uno de los 
caracteres del Estado protegido era la «sujeción del protegido 
al protector, importando la desaparición del primero en la 
vida internacional» (Cf. Derecho internacional público y pri-
vado, Madrid, 1926, pp. 20). 3.°) Que en el Derecho interna-
cional deben tenerse en cuenta no sólo los actos formales sino 
también la realidad de las cosas Así, siguiendo a K. ROWNY, 
hay que examinar los casos particulares de protectorado; y 
este examen demuestra que en la mayor parte de los casos el 
Estado protegido apenas conservaba su carácter de Estado, 
perteneciendo en realidad la administración interior y las rela-
ciones exteriores a la potencia protectora (Cf. «Le protectorat 
international et la succession aux traites», R.G.D.I.P., 1969, 
p. 92). A mayor abundamiento, la anterior afirmación del T . IJ . 
debe ser reducida a sus justos límites; a este respecto se ha 
manifestado Sir H . WALDOCK en su «Quinto informe sobre la 
sucesión en materia de tratados» (DOC. A/Cn. 4/256, C.D.I., 
Anuario, 1972-11, p. 4), para quien el Tribunal debe haber uti-
lizado el término «Estado soberano» en un sentido restrictivo, 
pues era evidente que, en varios aspectos, Marruecos bajo el 
protectorado no era un Estado plenamente soberano. Tal es, 
de otro lado, el tenor de las sentencias que ahora comentamos 
cuando se refieren a la «independencia» de Marruecos obtenida 
en 1956. Si hasta esta fecha Marruecos no era independiente, 
no puede considerarse que poseyera plena soberanía sobre su 
territorio; resulta siempre vigente el conocido pasaje del ar-
bitro único M. HUBER en el asunto de la Isla de Palmas: «la 
soberanía en las relaciones interestatales equivale a indepen-
dencia. La independencia respecto a una parte del globo, es 
el derecho a ejercer en dicho lugar las funciones estatales, 
con exclusión de cualquier otro Estado» (R.I.A.A., vol. I I , 
pp. 829 y ss.). 4.°) Que si bien partiendo de la definición clásica 
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de protectorado, esta figura no podría incluirse propiamente 
en la definición de «sucesión de Estados» que figura tanto en 
el art. 2, b) del Convenio de Viena de 1978 sobre sucesión de 
Estados en materia de tratados (Doc. A/CONF. 80/31), como 
en el art. 3, a) del Proyecto de artículos sobre la sucesión de 
Estados en lo que respecta a materias distintas a los tratados, 
aprobado por la C.D.I. en su 25.° período de sesiones (A/9.010/ 
REV. 1; C.D.I., Anuario, 1973-11, p. 209), deben tenerse en 
cuenta dos datos. En primer lugar, que el tema fue incluido 
en un principio en los informes del Relator Especial Sir 
H . WALDOCK. En segundo lugar que, como quiera que la figura 
de protectorado es en la actualidad una situación académica 
(Cf. N. MUGERWA, en M. SORENSEN, ed., Manual of Public Inter-
national Law, Londres, 1968, p. 263), fue al final suprimida 
de la agenda de trabajo de la C.D.I.; este rechazo es, por 
otro lado, lógico, pues los trabajos de los relatores especiales 
primero y los resultados de la Comisión después, han insistido 
en la eliminación de supuestos históricos y sin cabida en la 
actual etapa de la sociedad internacional. 5.°) Finalmente, 
de lo que no cabe duda alguna es de la similitud de los su-
puestos de sucesión de Estados, pese a la escasa uniformidad 
de los mismos en la práctica española contemporánea (Cf. M. 
DÍEZ DE VELASCO, loe. cit. y E. PECOURT GARCÍA, en A.D.I., vol. I., 
1974, pp. 512), con los de liquidación de una situación de 
protectorado. El caso de Marruecos es evidente (Vid. por todos, 
A. DE LAUBADERE, «Le statut international du Maroc depuis 
1955», A.F.D.I., 1956, pp. 122-149). Prueba de ello es, respecto a 
España, el Convenio con el Reino de Marruecos sobre asistencia 
administrativa y técnica de 7 de julio de 1957 (B.O.E., 5-II-58), 
que desarrolló lo estatuido respecto a los funcionarios españo-
les por el Protocolo adicional modificando el Convenio destinado 
a fijar la situación de España y Francia respecto a Marruecos 
de 7 de abril de 1957 (B.O.E., 4-III-57). Según este texto inter-
nacional, el Gobierno español se comprometía, previa petición 
del Gobierno marroquí «a poner a su disposición el personal 
técnico administrativo o de otra clase que necesitase» (art. 1). 
La Sent. T. S. (Sala 5.a) de 30 de junio de 1975 contempla, 
en el contexto descrito, el recurso interpuesto por un nacional 
español que prestó sus servicios como «práctico» en el puerto 
de Safi (Marruecos) entre los años 1960-1969 y que solicita le 
sean computados a los efectos de concurso a un puesto de 
práctico de número de puertos nacionales. El T. S., sin em-
bargo, denegó la petición del recurrente, entre otras razones por 
las siguientes 
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CDO. (5.°): Que tampoco cabe argumentar con éxito, en base al D. de 
25 de abril 1958, pues éste sólo se aplica según su claro texto a los 
«prácticos de número» del antiguo Protectorado y es lo cierto que los 
servicios alegados no lo fueron como Práctico de Número ni tampoco 
al servicio del Protectorado, ya que éste ya había fenecido por haberse 
instaurado la independencia de Marruecos por Declaración Conjunta His-
pano-Marroquí de 7 de abril de 1956. 
CDO. (6.°): Que no puede tampoco acogerse la alegación según la 
cual los servicios del recurrente se prestaron al amparo de los Tratados 
de Asistencia Técnica celebrados entre ambos países, pues como prueba 
se alega la certificación obrante en autos del Agregado de la Embajada de 
España en Rabat, el cual asevera sólo que el señor I. G. actuó como 
Práctico del expresado puerto marroquí, pero no en mérito de Tratado de 
asistencia, sino por cuenta de la «Compañía Auxiliaire Maritime du Port 
du Safi» (Aranzadi, Rep. Jurispr. 1975, núm. 2.588). 
A diferencia del supuesto anterior, el suscitado en la Sent, de 
la Aud. Territorial de Madrid (Sala 2.a) de 18 de abril de 1975 
nos retrotrae a la situación anterior a la independencia de 
Marruecos, descrita en las páginas de un convencido colo-
nialista (Vid. J . M. a CORDERO TORRES, Organización del Pro-
tectorado español en Marruecos, 2 tomos, Madrid, 1952-1953) y 
de unos reivindicadores (Vid J . M. a DE AREILZA y F. M. a CAS-
TIELLA, Reivindicaciones de España, Madrid, 1941). In casu 
se suscitó, a efecto del cómputo de trienios, el tema de los 
derechos adquiridos conforme a las disposiciones hispano-
jalifianas, de un practicante español que comenzó a prestar sus 
servicios con carácter provisional tras una resolución de la Alta 
Comisaría de España en Marruecos de 26 de octubre de 1936; 
más tarde, éste ingresaría por oposición en los Servicios Sani-
tarios del Protectorado. Al serle denegados los derechos de anti-
güedad por la Administración recurre el practicante y la Audien-
cia accede a su pretensión en base, entre otras, a las siguientes 
consideraciones legales: 
CDO. (3.°): Que no cabe objetar nada a la actuación administrativa 
que refrendó los servicios efectivos que el recurrente reclama; en cuanto 
se verificó por medio de la Alta Comisaría de España en Marruecos, a través 
de Delegación no impugnada y en base a las disposiciones hispanojalifianas 
que se citan; conformes, en cuanto nada consta en contrario, con las 
facultades civiles de la Autoridad jalifiana de acuerdo con eí Tratado 
hispano-franees, de 27 de noviembre de 1912 y con la intervención que en 
el mismo se confiere al Alto Comisario español, representante de la Admi-
nistración nacional durante la vigencia del expresado Tratado hasta que 
en 1956 Marruecos obtuvo su independencia. (Edersa, Jurisd. C. A., 1976, 
número 1.730). 
53. En segundo término, el período jurisprudencial objeto 
ahora de examen nos acerca a un supuesto encuadrado dentro 
de la última y lamentable etapa del proceso de descolonización 
seguido en nuestro país: el del Sahara (Vid. los principales 
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textos de dicho proceso en J. D. GONZÁLEZ CAMPOS, Prácticas de 
Derecho internacional público, vol. I, Materiales de Prácticas, 
Oviedo, 1976, pp. 215-229 y en la recopilación de J. COLA AL-
BERICH, «España y el Sahara occidental. Antecedentes de una des-
colonización», Política internacional, núm. 154, 1977, pp. 9-52; 
dentro de la abundantísima bibliografía sobre el tema desde 
perspectivas diversas Vid., inter alia, por lo que respecta a la 
doctrina española: E. RUILOBA SANTANA, «Notas sobre un caso 
de descolonización: el Sahara español», en este A.D.I., vol. I, 
1974, pp. 335-346; A. MORENO, «Sahara español: una descoloni-
zación controvertida», Política internacional, núm. 139, 1975, 
pp. 73-91; J. A. TOMÁS ORTIZ DE LA TORRE, «Sahara occidental 
¿'Terra nullius'?», R.G.L.J., 1975, pp. 563-604; id., «Recientes 
aspectos jurídico internacionales del conflicto del Sahara», 
R.G.L.J., 1977, pp. 555 y ss.; J. A. CARRILLO SALCEDO, «Libre deter-
minación de los pueblos e integridad territorial de los Estados 
en el Dictamen del Tribunal Internacional de Justicia sobre el 
Sahara occidental», R.E.D.I., vol. XXIX, 1976, pp. 33-49; id., «La 
posición española resecto de la cuestión del Sahara occidental: 
De la Declaración de principios de Madrid al Comunicado con-
junto hispano-argelino», Política internacional, núm. 163, 1979, 
pp. 117-126; A. CARRO, «La descolonización del Sahara», Política 
internacional, núm. 144, 1976, pp. 11-32-con anexo conteniendo 
el «estatuto del territorio del Sahara»; por lo que respecta a 
la doctrina extranjera, cabe citar: B . JACQUIER, «L'autodéter-
mination du Sahara Espagnol», R.G.D.I.P., 1974, pp. 683 y ss.; 
R. REZETTE, Le Sahara occidental et les jrontiéres marocaines, 
París, 1975; M. FLORY, «L'Avis de la Cour Internacionale de 
Justice sur le Sahara occidental ( 1 6 octobre 1 9 7 5 ) » , A.F.D.I., 
1975, pp. 253-277) ; T. M. FRANCK, «The Stealing of the Sahara», 
A.J.I.L., vol. 70 , 1976, pp. 694-721; E. MCWHINNEY, «Judicial 
Opinion-Writing in the Word Court and the Western Sahara 
Advisory Opinión», ZadRV, 1977, pp. 1-42; A. GAUDIO, Le dossier 
du Sahara occidental, Paris, 1978; P. VELLAS, «La diplomatic 
marocaine dans l'affaire du Sahara», Politique étangére, 1978, 
pp. 417-428; M. BARBIER, «Le Sahara occidental et le droit inter-
national*, Sahara occidental. Vn peuple et ses droits, Coloquio 
de Massy, abril 1978, pp. 68-97; M. SHAW, «The Western Sahara 
Case», B.Y.B.I.L., vol. XLIX, 1978, pp. 119-154) . Los hechos que 
dieron lugar a la Sent. T. S. (Sala 6.a) de 29 de mayo de 1976 
—Ponente: Excmo. Sr. D. Agustín Muñoz Alvarez— pueden 
resumirse como sigue: la viuda de un trabajador español 
fallecido en accidente de trabajo en la zona de Guelta Zemmur 
(Sahara) solicitó de cuatro empresas españolas el abono de la 
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pensión de viudedad y otras prestaciones que le fueron dene-
gadas; así las cosas acudió a la Magistratura de Trabajo de 
Las Palmas de Gran Canaria, pero ésta se declaró incompe-
tente por razón del territorio. A juicio del Magistrado, el hecho 
origen de la reclamación se había producido en un lugar al 
que no se extendía su jurisdicción. Recurrida la decisión al 
T. S., este casó la sentencia declarando la competencia en base 
a dos argumentos principales: En primer lugar, el tenor del 
art. 167 de la Ley de Procedimiento Laboral, que establece 
como criterio de competencia, a elección del demandante el 
domicilio del demandado (de las cuatro entidades demandadas 
tres tenían el domicilio en Las Palmas); en segundo lugar, que 
es el que nos interesa, el hecho de la «independencia» del 
Sahara. En efecto, él T. S. aludió a 
«...la circunstancia de que con posterioridad a la independencia del 
Sahara ha motivado el Decreto de la Presidencia del Gobierno de 23 de 
enero último, en el que se dispone que las actuaciones de las que cono-
cieron o conocían los distintos órganos jurisdiccionales de dicho territorio, 
se archivaran o prosiguieran su tramitación en los correspondientes de las 
Palmas de Gran Canaria, que para las reclamaciones laborales, debe ser 
la Magistratura de Trabajo de dicha ciudad» (Aranzadi, Rep. Jurispr. 1976, 
núm. 3.413). 
Prescindiendo de la justicia material del fallo, que no 
admite la declinabilidad de la jurisdicción española dispuesta 
por el Magistrado a quo (que recurrió nuevamente a un tema 
de Derecho internacional público para fundamentarla, lo mis-
mo que ocurrió en la anteriormente comentada Sent. T.C.T. de 
25 de noviembre de 1976 en relación con la inmunidad diplo-
mática), resulta curiosa la afirmación del T. S. sobre la «inde-
pendencia» del Sahara. Lógicamente, el Tribunal no se refiere 
al período que comienza con la intención del Gobierno español 
de celebrar un referéndum para la autodeterminación en el 
territorio del Sahara antes del 31 de mayo de 1975 y que fuese 
calificado de «etapa independentista» (A. CARRO, loe. cit., pp. 19 
y ss.), ya que éste se vio frustrado por la solicitud de dictamen 
consultivo al T.I.J. por parte de Marruecos. Al parecer, el Tri-
bunal alude al período en que España abandonó el territorio 
saharaui, pero, calificar de independencia la situación creada 
con tal actitud resulta algo más que un eufemismo. En efecto, 
dicha afirmación va más allá de lo dispuesto en los denomi-
nados «Acuerdos de Madrid» (Vid. el texto en Política inter-
nacional, núm. 154, 1977, pp. 48-49) , pues estos documen-
tos se limitan a recoger la intención de España de poner 
término a las responsabilidades y poderes que tiene sobre dicho 
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territorio como Potencia administradora y de instituir una 
Administradora y de instituir una Administración temporal 
en el territorio en la que participarán Marruecos y Mauritania», 
y en ningún momento mencionan el término «independencia». 
Con ello se ignoraron decididamente los legítimos derechos 
del pueblo saharaui a la libre determinación.—J.C.F.R. 
X I I . COOPERACIÓN INTERNACIONAL. 
54. La jurisprudencia española de los años 1975 y 1976 
nos ofrece tres sentencias tocantes al sector de la cooperación 
internacional. Tanto las dos Sentencias del Tribunal Supremo 
(Sala de Revisión) de 12 de noviembre de 1975 (Aranzadi, Rep. 
Jurispr., núms. 4.334 y 4.369) como la de la Audiencia de Bur-
de 15 de mayo de 1975 (Edersa, Jurisdicción Contencioso Ad-
ministrativa, 1976, núm. 1760), plantean un mismo problema 
de fondo, a saber: la adecuada aplicación del decreto de 19 de 
noviembre de 1967 (Aranzadi, Rep. Leg., 1967, núm. 2.196), me-
diante el cual el Gobierno Español, en uso de las facultades 
que le confiere el artículo 7.° del Decreto-Ley 4 de julio de 
1958 (Aranzadi, Rep. Leg., 1958, núms. 1.203 y 1.503) procede 
a modificar la paridad de la peseta en relación al oro y al 
dólar U.S.A., de conformidad a lo establecido en el Convenio 
Constitutivo del Fondo Monetario Internacional y la resolución 
13-5 de su Consejo de Gobernadores. Este convenio multila-
teral fue ratificado por España en 1958 mediante el Decreto-
Ley antes citado, y publicado en el B.O.E. de 13 de septiembre 
de 1958, rectificado en el B.O.E. de 31 de octubre de 1958 (Aran-
zadi, Rep. Leg., 1958, núms. 1.502 y 1.744). 
Los fundamentos de derecho de las tres sentencias resultan 
sustancialmente idénticos, por lo que tan sólo expondremos 
el siguiente Considerando, correspondiente a la primera de las 
antedichas sentencias del T. S. 
«CDO.: Que el ap. 13 del Apéndice VII de las Ordenanzas de Adua-
nas, aprobado por Decreto de 13 agosto 1971, disponía, al tiempo de 
todas las importaciones contempladas por ambas sentencias contradictorias, 
que para la conversión de los valores expresados en moneda extranjera, 
el tipo de cambio aplicable, sería el correspondiente en el momento de 
la valoración, a las paridades oficiales de las respectivas monedas, en con-
creto, al dólar y a la peseta, en cuanto afectadas por una normativa común, 
de alcance superior al nacional, como es Convenio Constitutivo del Fondo 
Monetario Internacional, aprobado en la Conferencia de Bretton Woods, 
celebrada del 1 al 22 julio 1944, Convenio al que España se adhirió por 
Decreto-Ley de 4 julio 1958...» 
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55. En el Asunto de los Empréstitos Servios y Brasileños, 
el T.PJ.I. tuvo oportunidad de poner de manifiesto que todo 
Estado tiene derecho a determinar su propio sistema mone-
tario. (C.P.J.I., serie A, núm. 20-21, pp. 44, 122s). Por tanto no 
hallándose esta materia regulada por norma alguna de Dere-
cho Internacional General, en principio forma parte de la es-
fera de competencia doméstica de los Estados. 
Sin embargo, el colapso económico del período de entre-
guerras, entre cuyas causas figura por derecho propio el fra-
caso del sistema de patrón oro, demostró cumplidamente la 
necesidad de un sistema monetario internacional, estable y 
sometido al control de un organismo internacional, para faci-
litar la intensificación de las transacciones comerciales inter-
nacionales, y con ello el establecimiento de un orden econó-
mico más próspero. Se imponía una acción decidida de coope-
ración internacional en materia monetaria, que limitara la 
libertad de acción de los Estados y la anarquía de las leyes del 
mercado, en aras del interés común. (Vid. M. GIULIANO, «Echan-
ges et Paiements Internationaux», R. des C, 1968-1, T. 124, pp. 557 
a 705 y C. GUTT, «Les Accords de Bretton Woods et les Insti-
tutions qui en sont Issues», R. des C, 1948-1, T. 72, pp. E7 a 
163) .Tales fueron las finalidades que llevaron a la creación del 
Fondo Monetario Internacional en la Conferencia de Bretton 
Woods de julio de 1944, y que constituyen los objetivos a con-
seguir mediante la acción de cooperación internacional que 
este Organismo Especializado de las Naciones Unidas vértebra. 
Como hemos puesto de relieve, España se incorporó al 
Fondo Monetario Internacional en 1958. Este retraso obedeció 
a razones de política económica. Es por estas fechas cuando 
el Estado español inicia la superación de la fase de autarquía 
económica en que se hallaba sumido desde el final de la guerra 
civil, y se incorpora a los circuitos de la economía occidental. 
La simultaneidad del ingreso en el Fondo Monetario Interna-
cional, B.I.R.D. y O.C.D.E. es perfectamente congruente y alta-
mente expresivo. 
Una de las finalidades del Fondo es el establecimiento de 
un sistema multilateral de pagos para las transacciones inter-
nacionales. Tal objetivo —de carácter auxiliar a puicio de 
J . E. S. FAWCETT—, era servido, en el sistema inicial del Con-
venio Constitutivo establecido en Bretton Woods, mediante la 
determinación de paridades únicas y estables de las monedas 
de los Estados miembros. Dichas paridades se determinaban 
en relación al oro como denominador común, bien directa-
mente o bien indirectamente a través del dólar U.S.A. de peso 
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y ley 1 de julio de 1944 (Cf. arts. 1.° ap. iii y 4.° del texto original 
del convenio; J . E. S. FAWCETT, «The International Monetary 
Found And International Law», B.Y.B.I.L., 1964, p. 35). 
El Convenio Constitutivo del Fondo ha sufrido dos enmien-
das de diversa consideración. La primera de ellas de 31 de 
mayo (B.O.E. 9 de 1969; Aranzadi, Rep. Leg., 1969, núm. 1.682), 
no afectó esencialmente al sistema original, y concretamente 
no introdujo variación alguna en cuanto a la paridad oro. En 
contraste con la anterior, la enmienda de 30 de abril de 1976 
(B.O.E. de 22 de diciembre de 1978; Aranzadi, Rep. Leg., 1978, 
núm. 2.773) afecta a la práctica totalidad del Convenio Cons-
titutivo. Como señala L. FOCSANEANU, se trata de una reforma 
general y en profundidad que, frente al carácter constrictivo 
del texto original, se caracteriza por contener un derecho fle-
xible y móbil, adaptable a las necesidades coyunturates. A jui-
cio de este autor, le sería adecuada la calificación de «Droit 
Programmatoire», tal cual la concibiera R . J. DUPUY. (Cf. L. 
FOCSANSAU, «Le Droit International Monétaire selon le Deu-
xieme Amendement aux Statuts du Fonds Monétaire Internatio-
nal», Journ. dr. int., t. 105, 1978, pp. 807). 
Uno de tantos aspectos afectados por esta segunda en-
mienda es el relativo al sistema de paridades. De conformidad 
con la sección 1.a del artículo 4 ° y el anexo C, desaparece la 
obligación de los Estados miembros de determinar una pari-
dad para su moneda, con la condición de que el sistema cam-
biario adoptado sea compatible con las finalidades del Fondo. 
Los Estados que decidan establecer una paridad para su 
moneda, lo harán, desconformidad con el Fondo, en derechos 
especiales de giro o en otro denominador común que el Fondo 
determine y que en ningún caso será el oro ni una moneda 
extranjera. (Cf. puntos 1.° y 4.° del anexo C). Como los hechos 
litigiosos tuvieron lugar con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta enmienda, la regulación internacional del sistema 
de paridades aplicable a la resolución de los casos contempla-
dos, era la del artículo 4.°, original del Convenio Constitutivo. 
La enmienda de 1968 tan sólo modificó su sección 7.a 
El problema contemplado por las sentencias que comenta-
mos derivó de que en las resoluciones recurridas se había pro-
cedido a una aplicación mecánica del Decreto de 19 de no-
viembre de 1967, sin parar mientes en que tratándose de una 
norma interna que desarrolla un convenio internacional, de-
bió ser interpretado de conformidad al texto de éste. De tal 
suerte, ante el evento de la devaluación del dólar U.S.A. con 
posterioridad a la entrada en vigor del Decreto citado antes 
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de los hechos litigiosos, el sistema de paridad oro exigía que 
el valor expresado por el Decreto respecto del dólar de peso 
y Ley de 1 de julio de 1944, fueran sustituidos, para su apli-
cación, por el cociente entre el nuevo valor oro del dólar y 
el de la peseta. 
56. Finalmente, cabe incluir dentro de este apartado una 
decisión que hace referencia a la cooperación internacional 
desde un ángulo totalmente diverso el de asegurar la aplica-
ción de la justicia penal. Tal es el caso de la Sent. T. S. (Sala 
2a) de 20 de octubre de 1976 (Ponente: Excmo. Sr. D. Luis 
Vivas Marzal), al manifestar expresamente que: 
«...cometido el delito de falsificación de documento oficial extranjero 
en el territorio de la República de Venezuela, es obvio que corresponde 
a los Tribunales de dicho país el enjuiciamiento y, en su caso, punición 
de tal conducta, con lo que habiendo sido juzgado y condenado en España 
el procesado, en principio, no cabe duda de que la Audiencia «a quo» 
cometió el error «in iudicando» denunciado por el impugnante al amparo 
del núm. 1 del art. 849 de la L. E. Crim., 303 y 302, 9°, del C. P. y 339 
y 340 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; sin que quepa aplicar el 
art. 335 de dicha Ley, para mantener la competencia de los Tribunales 
españoles...» (Aranzadi, Rep. Jurispr., 1976, núm. 3.988). 

